
ASISTENCIA. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

ORDEN DEL DÍA . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

ACTA DE LA SESIÓN ANTERIOR . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

COMUNICACIONES OFICIALES

De la Mesa Directiva, por el que comunica que se recibió acuerdo de la Comi-
sión de Presupuesto y Cuenta Pública, por el que se tienen por atendidas las 
proposiciones con punto de acuerdo y las solicitudes de gestión o ampliación de
recursos relacionadas con el proceso de examen y discusión del proyecto de 
Presupuesto de Egresos de la Federación para el Ejercicio Fiscal 2016. De ente-
rado, actualícense los registros parlamentarios y archívense los expedientes 
como asuntos totalmente concluidos . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

De la Mesa Directiva por el que, de conformidad con lo que establecen los artículos
73 y 74, numeral 2, del Reglamento de la Cámara de Diputados, comunica que
realizó modificación de turno de la iniciativa con proyecto de decreto:
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– Por el que se expide la Ley para Prevenir el Desperdicio de Alimentos, 
presentada por la diputada Rocío Nahle García, del Grupo Parlamentario de 
Morena, el 10 de marzo de 2016. Se turna a las Comisiones Unidas de Desarro-
llo Social y de Economía, para dictamen, y a la Comisión de Presupuesto y
Cuenta Pública, para opinión. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Se modifica el turno, actualícense los registros parlamentarios. . . . . . . . . . . . . 

Desde la curul, la diputada Araceli Damián González, de Morena, para solicitar
que la reunión con los padres de los 43 desaparecidos se considere hacer uso del
salón de plenos. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Del diputado Salvador Zamora Zamora, de MC, por el que solicita el retiro de
la proposición con punto de acuerdo por el que se exhorta al gobierno del estado
de Jalisco, a fin de instalar el Consejo para el Desarrollo Metropolitano de la 
Zona Metropolitana de Ocotlán. Se tiene por retirada, actualícense los registros
parlamentarios. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

De la Secretaría de Gobernación, con el que remite cuatro contestaciones a pun-
tos de acuerdo aprobados por la Cámara de Diputados:

– Por el que se exhorta al Poder Ejecutivo federal instruya a las dependencias a
su cargo a que continúen y refuercen los operativos de prevención y persecución
del delito, que fortalezcan la seguridad pública del estado de Oaxaca, en espe-
cial la región mixteca. Se remite a la Comisión de Seguridad Pública, para su 
conocimiento. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

– Por el que se solicita incluir la detección, la atención y el tratamiento médico
oportunos del cáncer epitelial de ovario en el Catálogo Universal de Servicios
de Salud del Seguro Popular. Se turna a la Comisión de Salud, para su conoci-
miento. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

– Por el que se solicita intensificar en todos los establecimientos de atención 
médica del Sistema Nacional de Salud las acciones de prevención de las enfer-
medades cardiovasculares en mujeres. Se remite a la Comisión de Salud, para su
conocimiento. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

– Por el que se exhorta a la Secretaría de Salud a implementar medidas urgentes
para la prevención, atención y reducción de la mortalidad materna y del emba-
razo adolecente con un enfoque de pleno respeto y promoción de los derechos
humanos, priorizando además la información con campañas de difusión y el 
acceso a los servicios de salud de calidad. Se turna a la Comisión de Salud, 
para su conocimiento. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

De la Comisión Nacional de los Derechos Humanos, con el que remite el 
Pronunciamiento sobre el Derecho a la Protección de la Salud de las personas
internas en los centros penitenciarios de la República Mexicana. Se remite a la
Comisión de Derechos Humanos, para su conocimiento. . . . . . . . . . . . . . . . . . 
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De la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, con el que remite información
relativa a la evolución de las finanzas públicas, requerimientos financieros del
sector público y su saldo histórico, los montos de endeudamiento interno neto,
el canje o refinanciamiento de obligaciones del Erario Federal, el costo total de
las emisiones de deuda interna y externa, correspondientes al mes de febrero de
2016, la recaudación federal participable que sirvió de base para el cálculo del
pago de las participaciones a las entidades federativas, así como el pago de las
mismas, desagregada por tipo de fondo, y por entidad federativa, efectuando en
ambos casos la comparación correspondiente con el mes de febrero de 2015, la
evolución de la recaudación para el mes de febrero de 2016. Se turna a las 
Comisiones de Hacienda y Crédito Público y de Presupuesto y Cuenta Pública,
para su conocimiento. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

De la Comisión de Presupuesto y Cuenta Pública, con el que remite el primer 
reporte bimestral, sobre el seguimiento a los plazos y compromisos de informa-
ción previstos en el Presupuesto de Egresos de la Federación para el Ejercicio
Fiscal 2016. De enterado. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

SOLICITUD DE LICENCIA

Del diputado Alberto Silva Ramos, del PRI, por el que solicita licencia por tiempo
indefinido para separarse de su cargo como diputado federal, a partir de esta 
fecha. Aprobada, comuníquese. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

MINUTA

LEY FEDERAL DE PROCEDIMIENTO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO

De la Cámara de Senadores, se recibió la minuta con proyecto de decreto por el
que se reforman, adicionan y derogan diversas disposiciones de la Ley Federal
de Procedimiento Contencioso Administrativo. Se remite a la Comisión de 
Justicia, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

INICIATIVAS DE LAS DIPUTADAS Y LOS DIPUTADOS

LEY DE FOMENTO PARA LA LECTURA Y EL LIBRO Y LEY FEDERAL DE
PROTECCIÓN AL CONSUMIDOR

De la diputada Brenda Velázquez Valdez, del Grupo Parlamentario del Partido
Acción Nacional, se recibió la iniciativa con proyecto de decreto que reforma y
adiciona diversas disposiciones de la Ley de Fomento para la Lectura y el Libro
y de la Ley Federal de Protección al Consumidor. Se remite a las Comisiones
Unidas de Educación Pública y Servicios Educativos y de Economía, para 
dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY DEL IMPUESTO SOBRE LA RENTA

De la diputada Claudia Sofía Corichi García, del Grupo Parlamentario de Movi-
miento Ciudadano, se recibió la iniciativa con proyecto de decreto que reforma
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el artículo 34 de la Ley del Impuesto Sobre la Renta. Se turna a la Comisión de
Hacienda y Crédito Público, para dictamen.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY FEDERAL DEL IMPUESTO SOBRE AUTOMÓVILES NUEVOS

De la diputada Ma. Victoria Mercado Sánchez, del Grupo Parlamentario de 
Movimiento Ciudadano, se recibió la iniciativa con proyecto de decreto que 
reforma el artículo 8o. de la Ley Federal del Impuesto sobre Automóviles 
Nuevos. Se remite a la Comisión de Hacienda y Crédito Público, para dictamen.

CÓDIGO CIVIL FEDERAL Y CÓDIGO FEDERAL DE PROCEDIMIENTOS
CIVILES

El diputado Francisco Saracho Navarro, del Grupo Parlamentario del Partido
Revolucionario Institucional, presenta la iniciativa con proyecto de decreto que
reforma, adiciona y deroga diversas disposiciones del Código Civil Federal y del
Código Federal de Procedimientos Civiles. Se turna a la Comisión de Justicia,
para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

CÓDIGO CIVIL FEDERAL

El diputado Francisco Saracho Navarro, del Grupo Parlamentario del Partido
Revolucionario Institucional, presenta la iniciativa con proyecto de decreto que
reforma y deroga diversas disposiciones del Código Civil Federal. Se remite a la
Comisión de Justicia, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

INSCRIBIR CON LETRAS DE ORO EN EL MURO DE HONOR DEL
PALACIO LEGISLATIVO DE SAN LÁZARO EL NOMBRE DE MANUEL
GÓMEZ MORÍN

La diputada Claudia Sánchez Juárez, del Grupo Parlamentario del Partido 
Acción Nacional, presenta la iniciativa con proyecto de decreto para inscribir
con letras de oro en el muro de honor del Palacio Legislativo de San Lázaro el
nombre de Manuel Gómez Morín. Se turna a la Comisión de Régimen, Regla-
mentos y Prácticas Parlamentarias, para dictamen.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS

El diputado Erik Juárez Blanquet, del Grupo Parlamentario del Partido de la 
Revolución Democrática, presenta la iniciativa con proyecto de decreto que 
reforma los artículos 11 y 73 de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos. Se remite a la Comisión de Puntos Constitucionales, para dictamen.

LEY DE RESPONSABILIDAD AMBIENTAL

El diputado José Refugio Sandoval Rodríguez, a nombre propio y de los dipu-
tados integrantes del Grupo Parlamentario del Partido Verde Ecologista de 
México, presenta la iniciativa con proyecto de decreto que reforma los artículos
28 y 43 de la Ley de Responsabilidad Ambiental. Se turna a la Comisión de 
Medio Ambiente y Recursos Naturales, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
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EXPIDE LA LEY QUE REGULA LA PUBLICIDAD DEL ESTADO

La diputada Norma Xochitl Hernández Colín, del Grupo Parlamentario de 
Morena, presenta la iniciativa con proyecto de decreto que expide la Ley que
Regula la Publicidad del Estado. Se remite a las Comisiones Unidas de Gober-
nación y de Transparencia y Anticorrupción, para dictamen, y a la Comisión de
Presupuesto y Cuenta Pública, para opinión. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

VOLUMEN II

LEY ORGÁNICA DE LA ADMINISTRACIÓN PÚBLICA FEDERAL

El diputado José Clemente Castañeda Hoeflich, del Grupo Parlamentario de 
Movimiento Ciudadano, presenta la iniciativa con proyecto de decreto que 
reforma el artículo 41Bis de la Ley Orgánica de la Administración Pública 
Federal. Se turna a la Comisión de Gobernación, para dictamen, y a la Comisión
de Cultura y Cinematografía, para opinión. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY GENERAL DE PREVENCIÓN Y GESTIÓN INTEGRAL DE RESIDUOS

Del diputado Juan Fernando Rubio Quiroz, del Grupo Parlamentario del Partido
de la Revolución Democrática, se recibió la iniciativa con proyecto de decreto
que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley General de Prevención
y Gestión Integral de Residuos. Se remite a la Comisión de Medio Ambiente y
Recursos Naturales, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

DICTAMÉNES A DISCUSIÓN DE LEY O DECRETO

LEY GENERAL DE SALUD

A discusión el dictamen de la Comisión de Salud, con proyecto de decreto por
el que se reforma el artículo 32 de la Ley General de Salud. . . . . . . . . . . . . . . 

Para fundamentar los dictámenes, hace uso de la voz:

El diputado Jesús Antonio López Rodríguez, del PAN. . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Para fijar la postura de su grupo parlamentario, hace uso de la palabra:

La diputada Melissa Torres Sandoval, del PES. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

El diputado Mariano Lara Salazar, de NA.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

La diputada Rosa Alba Ramírez Nachis, de MC. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

El diputado Roberto Guzmán Jacobo, de Morena. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

La diputada Wendolin Toledo Aceves, del PVEM. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

La diputada Eva Florinda Cruz Molina, del PRD. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
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La diputada Teresa de Jesús Lizárraga Figueroa, del PAN. . . . . . . . . . . . . . . . . 

La diputada María Verónica Muñoz Parra, del PRI. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Aprobado en lo general y en lo particular el proyecto de decreto por el que se 
reforma el artículo 32 de la Ley General de Salud. Se devuelve al Senado de la
República, para los efectos de la Fracción E del artículo 72 de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY GENERAL DE SALUD

A discusión el dictamen de la Comisión de Salud, con proyecto de decreto por
el que se adiciona el artículo 53 Bis a la Ley General de Salud. . . . . . . . . . . . . 

Aprobado en lo general y en lo particular el proyecto de decreto por el que se
adiciona el artículo 53 Bis, a la Ley General de Salud. Pasa al Ejecutivo federal,
para sus efectos constitucionales. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY GENERAL DE SALUD

A discusión el dictamen de la Comisión de Salud, con proyecto de decreto por
el que se reforma la fracción II Bis, del artículo 64 de la Ley General de Salud,
en materia de bancos de leche. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Aprobado en lo general y en lo particular el proyecto de decreto por el que se 
reforma la fracción II Bis, del artículo 64 de la Ley General de Salud, en 
materia de bancos de leche. Pasa al Ejecutivo federal, para sus efectos constitu-
cionales. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY GENERAL DE SALUD

A discusión el dictamen de la Comisión de Salud, con proyecto de decreto por
el que se adiciona un segundo párrafo al artículo 177 de la Ley General de 
Salud. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Para fundamentar el dictamen, participa:

El diputado Elías Octavio Iñiguez Mejía, del PAN. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Para fijar la posición de su grupo parlamentario, interviene:

La diputada Melissa Torres Sandoval, del PES. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

La diputada María Eugenia Ocampo Bedolla, de NA. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

La diputada Rosa Alba Ramírez Nachis, de MC. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

El diputado Jorge Tello López, de Morena. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

El diputado José Refugio Sandoval Rodríguez, del PVEM. . . . . . . . . . . . . . . . 
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El diputado J. Guadalupe Hernández Alcalá, del PRD.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

El diputado Víctor Ernesto Ibarra Montoya, del PAN. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

La diputada Rocío Díaz Montoya, del PRI. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Aprobado en lo general y en lo particular el proyecto de decreto por el que se
adiciona un segundo párrafo al artículo 177 de la Ley General de Salud. Pasa al
Senado de la República, para sus efectos constitucionales. . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY GENERAL DE CULTURA FÍSICA Y DEPORTE

A discusión el dictamen de la Comisión de Deporte, con proyecto de decreto por
el que se reforman los artículos 19 y 30 de la Ley General de Cultura Física y
Deporte. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Para fundamentar el dictamen, hace uso de la palabra:

El diputado Alejandro Juraidini Villaseñor, del PRI. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

La secretaría de la Mesa Directiva, da lectura a una propuesta de modificación.
Aprobada, se incorpora al dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Para fijar la postura de su grupo parlamentario, hace uso de la voz:

El diputado José Alfredo Ferreiro Velazco, del PES. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

El diputado Francisco Javier Pinto Torres, de NA. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

El diputado Luis Ernesto Munguía González, de MC. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

El diputado Jesús Emiliano Álvarez López, de Morena. . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

La diputada Claudia Villanueva Huerta, del PVEM.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

La diputada Olga Catalán Padilla, del PRD.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

La diputada Adriana Elizarraraz Sandoval, del PAN. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

El diputado Fidel Kuri Grajales, del PRI. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Aprobado en lo general y en lo particular el proyecto de decreto por el que se 
reforman los artículos 19 y 30 de la Ley General de Cultura Física y Deporte.
Pasa al Senado de la República, para sus efectos constitucionales. . . . . . . . . . . 

ACUERDOS DE LOS ÓRGANOS DE GOBIERNO

De la Junta de Coordinación Política, por el que se exhorta al Gobierno Federal
a garantizar el cumplimiento de las categorías de participación en las disciplinas
deportivas de natación, de raquetbol y de Pentatlón Moderno, previstas en la
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convocatoria del evento multideportivo de carácter nacional denominado 
Olimpiada Nacional 2016, publicada el 30 de octubre de 2015, por la Comisión
Nacional de Cultura Física y Deporte. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

De la Junta de Coordinación Política, por el que se nombran los diputados que
habrán de integrar el Grupo Mexicano de Parlamentarios por el Hábitat. . . . . . 

Aprobados, comuníquese. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Desde la curul, la diputada Mirza Flores Gómez, de MC, para referirse a su 
proposición con punto de acuerdo por el que se exhorta al Gobierno del estado
de Veracruz, y a la Fiscalía General de esa entidad, a consignar al juez de la 
causa en turno, el expediente INV. MINIST: 592/15/1ESP/VER/05 MESA I. . . 

COMUNICACIONES OFICIALES

De la Junta de Coordinación Política, por el que comunica del cambio de inte-
grante de la Comisión de Asuntos Frontera Norte. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

De la Junta de Coordinación Política, por el que comunica la designación de la
legisladora del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional que habrá de
desempeñarse como consejera suplente del Poder Legislativo ante el Consejo
General del Instituto Nacional Electoral. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

De enterado, comuníquese. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

INICIATIVAS Y PROPOSICIONES CON PUNTO DE ACUERDO

El presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijalva informa que, en térmi-
nos de lo dispuesto por los artículos 100 y 102 del Reglamento de la Cámara de
Diputados, las proposiciones y las iniciativas que no se presentaron en tribuna
serán turnadas a las comisiones que correspondan, publicándose el turno en la
Gaceta Parlamentaria. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

EFEMÉRIDES

ANIVERSARIO DEL NATALICIO DE OCTAVIO PAZ 

De la diputada María Elena Orantes López, del Grupo Parlamentario de Movi-
miento Ciudadano, se recibió efeméride con motivo del aniversario del natalicio
de Octavio Paz . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

ANIVERSARIO DEL NATALICIO DE OCTAVIO PAZ

De la diputada Mirza Flores Gómez, del Grupo Parlamentario de Movimiento
Ciudadano, se recibió efeméride con motivo del 31 de marzo, aniversario del 
natalicio de Octavio Paz . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
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Presidencia del diputado 
José de Jesús Zambrano Grijalva

ASISTENCIA

El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijalva:
Pido a la Secretaría que haga del conocimiento de esta pre-
sidencia el resultado del cómputo de asistencia de diputa-
das y diputados.

La Secretaria diputada Ana Guadalupe Perea Santos:
Se informa a la Presidencia que existen registrados previa-
mente 275 diputadas y diputados, por lo tanto hay quórum.

El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijalva
(a las 11:37 horas): Se abre la sesión.

ORDEN DEL DÍA

El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijalva:
Consulte la Secretaría a la asamblea si se dispensa la lectu-
ra al orden del día.

La Secretaria diputada Ana Guadalupe Perea Santos:
Por instrucciones de la Presidencia en votación económica
se consulta a la asamblea si se dispensa la lectura al orden
del día. Las diputadas y los diputados que estén por la afir-
mativa, sírvanse manifestarlo. Las diputadas y los dipu-
tados que estén por la negativa, sírvanse manifestarlo. Se-
ñor Presidente, mayoría por la afirmativa. Se dispensa la
lectura.

«Segundo periodo de sesiones ordinarias del primer año de
ejercicio de la LXIII Legislatura.

Orden del día 

Jueves 31 de marzo de 2016

Lectura del acta de la sesión anterior.

Comunicaciones oficiales

De la Mesa Directiva

Por el que comunica que se recibió acuerdo de la Comisión
de Presupuesto y Cuenta Pública, por el que se tienen por
atendidas las proposiciones con punto de acuerdo y las so-

licitudes de gestión o ampliación de recursos relacionadas
con el proceso de examen y discusión del Proyecto de Pre-
supuesto de Egresos de la Federación para el Ejercicio Fis-
cal 2016.

En relación con modificación de turno de iniciativa.

Del diputado Salvador Zamora Zamora

Por el que solicita el retiro de proposición con punto de
acuerdo.

De la Secretaría de Gobernación

Con el que remite cuatro contestaciones a puntos de acuer-
do aprobados por la Cámara de Diputados.

De la Comisión Nacional de los Derechos Humanos

Con el que remite el Pronunciamiento sobre el Derecho a
la Protección de la Salud de las personas internas en los
Centros Penitenciarios de la República Mexicana.

De la Secretaría de Hacienda y Crédito Público

Con el que remite información relativa a la evolución de
las finanzas públicas, requerimientos financieros del sector
público y su saldo histórico, los montos de endeudamiento
interno neto, el canje o refinanciamiento de obligaciones
del Erario Federal, el costo total de las emisiones de deuda
interna y externa, correspondientes al mes de febrero de
2016, la recaudación federal participable que sirvió de ba-
se para el cálculo del pago de las participaciones a las en-
tidades federativas, así como el pago de las mismas, des-
agregada por tipo de fondo, y por entidad federativa,
efectuando en ambos casos la comparación correspondien-
te con el mes de febrero de 2015, la evolución de la recau-
dación para el mes de febrero de 2016.

De la Comisión de Presupuesto y Cuenta Pública

Con el que remite el Primer Reporte Bimestral, sobre el se-
guimiento a los plazos y compromisos de información pre-
vistos en el Presupuesto de Egresos de la Federación para
el Ejercicio Fiscal 2016.

Solicitud de licencia

Del diputado Alberto Silva Ramos.
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Minuta

Con proyecto de decreto por el que se reforman, adicionan
y derogan diversas disposiciones de la Ley Federal de Pro-
cedimiento Contencioso Administrativo.

Acuerdos de los órganos de gobierno 

De la Junta de Coordinación Política

Iniciativas

Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley de
Fomento para la Lectura y el Libro y de la Ley Federal de
Protección al Consumidor, a cargo de la diputada Brenda
Velázquez Valdés, del Grupo Parlamentario del Partido Ac-
ción Nacional.

Que reforma el artículo 33 de la Ley General de Educa-
ción, a cargo de la diputada Alicia Guadalupe Gamboa
Martínez, del Grupo Parlamentario del Partido Revolucio-
nario Institucional.

Que reforma el artículo 230 de la Ley Federal de Teleco-
municaciones y Radiodifusión, a cargo de la diputada
Cynthia Gissel García Soberanes, del Grupo Parlamentario
de Movimiento Ciudadano.

Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley de
los Institutos Nacionales de Salud, de la Ley del Instituto
de Seguridad Social para las Fuerzas Armadas Mexicanas,
de la Ley General de Salud, de la Ley del Instituto de Se-
guridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del Esta-
do y de la Ley del Seguro Social, a cargo del diputado Ben-
jamín Medrano Quezada, del Grupo Parlamentario del
Partido Revolucionario Institucional.

De decreto para inscribir con letras de oro en el Muro de
Honor del Palacio Legislativo de San Lázaro, el nombre de
Hermila Galindo Acosta, a cargo de la diputada Laura Ne-
reida Plascencia Pacheco, del Grupo Parlamentario del
Partido Revolucionario Institucional.

Que reforma, adiciona y deroga diversas disposiciones del
Código Penal Federal, a cargo del diputado Pedro Luis No-
ble Monterrubio, del Grupo Parlamentario del Partido Re-
volucionario Institucional.

Que reforma los artículos 14, 19 y 21 de la Ley General de
Desarrollo Social, a cargo del diputado Pedro Luis Noble

Monterrubio, del Grupo Parlamentario del Partido Revolu-
cionario Institucional.

Que reforma el artículo 48 de la Ley Federal del Trabajo, a
cargo del diputado Francisco Escobedo Villegas, del Gru-
po Parlamentario del Partido Revolucionario Institucional.

Que reforma los artículos 3o. y 18 de la Ley de los Dere-
chos de las Personas Adultas Mayores, a cargo de la dipu-
tada Beatriz Vélez Núñez, del Grupo Parlamentario del
Partido Revolucionario Institucional.

Que reforma los artículos 21 y 23 del Código Fiscal de la Fe-
deración, a cargo del diputado Jesús Sesma Suárez, del Gru-
po Parlamentario del Partido Verde Ecologista de México.

Que reforma el artículo 74 de la Ley Federal del Trabajo, a
cargo de la diputada Marbella Toledo Ibarra, del Grupo
Parlamentario de Movimiento Ciudadano.

Que reforma los artículos 12 y 173 de la Ley del Seguro
Social, a cargo del diputado Yerico Abramo Masso, del
Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario Institu-
cional.

Que reforma el artículo 238 de la Ley General de Institu-
ciones y Procedimientos Electorales, a cargo de la diputada
Nora Liliana Oropeza Olguín, del Grupo Parlamentario del
Partido Revolucionario Institucional.

Que reforma, adiciona y deroga diversas disposiciones del
Código Civil Federal y del Código Federal de Procedi-
mientos Civiles, a cargo del diputado Francisco Saracho
Navarro, del Grupo Parlamentario del Partido Revolucio-
nario Institucional.

Que reforma el artículo 48 de la Ley General de Educa-
ción, a cargo del diputado Guillermo Rafael Santiago Ro-
dríguez, del Grupo Parlamentario de Morena.

Que reforma el artículo 34 de la Ley del Impuesto sobre la
Renta, a cargo de la diputada Claudia Sofía Corichi García,
del Grupo Parlamentario de Movimiento Ciudadano.

Que reforma el artículo 19 de la Ley General de Salud, a
cargo de la diputada Beatriz Veléz Núñez, del Grupo Par-
lamentario del Partido Revolucionario Institucional.

Que reforma los artículos 17, 18 y 96 de la Ley Agraria,
suscrita por los diputados Alma Carolina Viggiano Austria



y Francisco Javier Santillán Oceguera, del Grupo Parla-
mentario del Partido Revolucionario Institucional.

Que reforma los artículos 4o., 11 y 18 de la Ley Federal de
Producción, Certificación y Comercio de Semillas, a cargo
del diputado José Erandi Bermúdez Méndez, del Grupo
Parlamentario del Partido Acción Nacional.

Que reforma los artículos 3o., 4o. y 10 de la Ley de Asis-
tencia Social, a cargo del diputado Ricardo David García
Portilla, del Grupo Parlamentario del Partido Revoluciona-
rio Institucional.

De decreto, para inscribir con letras de oro, en el muro de
honor del Palacio Legislativo de San Lázaro, el nombre de
“Elvia Carrillo Puerto”, a cargo de la diputada Laura Ne-
reida Plascencia Pacheco, del Grupo Parlamentario del
Partido Revolucionario Institucional.

Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley de
Organizaciones Ganaderas, a cargo del diputado Oscar
García Barrón, del Grupo Parlamentario del Partido Revo-
lucionario Institucional.

Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley
General de Salud, a cargo de la diputada Teresa de Jesús
Lizárraga Figueroa, del Grupo Parlamentario del Partido
Acción Nacional.

Que reforma el artículo 47 de la Ley General de los Dere-
chos de Niñas, Niños y Adolescentes, a cargo de la dipu-
tada Ana María Boone Godoy, del Grupo Parlamentario del
Partido Revolucionario Institucional.

Que reforma los artículos 73, 74 y 76 de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos, a cargo del
diputado Héctor Javier García Chávez, del Grupo Parla-
mentario del Partido de la Revolución Democrática.

Que adiciona un artículo 20 Bis a la Ley General de Acce-
so de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia, a cargo de
la diputada Maricela Contreras Julián, del Grupo Parla-
mentario del Partido de la Revolución Democrática.

Que reforma el artículo 23 de la Ley de Caminos, Puentes
y Autotransporte Federal, a cargo de la diputada Karina
Sánchez Ruiz, del Grupo Parlamentario de Nueva Alianza.

Que reforma el artículo 55 de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos, a cargo de la diputada Ana

Georgina Zapata Lucero, del Grupo Parlamentario del Par-
tido Revolucionario Institucional.

Que reforma el artículo 18 de la Ley sobre el Escudo, la
Bandera y el Himno Nacionales, suscrita por las diputadas
Eloisa Chavarrias Barajas y Patricia García García, del
Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional.

Que reforma los artículos 76 y 89 de la Constitución Polí-
tica de los Estados Unidos Mexicanos, a cargo de la dipu-
tada María Elena Orantes López, del Grupo Parlamentario
de Movimiento Ciudadano.

Que reforma el artículo 198 de la Ley General de Salud, a
cargo de la diputada María Guadalupe Oyervides Valdez,
del Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario Insti-
tucional.

Que reforma, adiciona y deroga diversas disposiciones de
la Ley de Aviación Civil, a cargo del diputado Jorge López
Martín, del Grupo Parlamentario del Partido Acción Na-
cional.

Que reforma el artículo 116 de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos, suscrita por diputados inte-
grantes de los Grupos Parlamentarios de los Partidos Re-
volucionario Institucional y de la Revolución Democrática.

Que reforma y adiciona diversas disposiciones del Código
Penal Federal, suscrita por diputados integrantes del Grupo
Parlamentario del Partido Verde Ecologista de México.

Que reforma el artículo 19 de la Ley Federal de Presu-
puesto y Responsabilidad Hacendaria, suscrita por dipu-
tados integrantes del Grupo Parlamentario del Partido de la
Revolución Democrática.

Que reforma y deroga diversas disposiciones del Código
Civil Federal, a cargo del diputado Francisco Saracho Na-
varro, del Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario
Institucional.

Que reforma los artículos 152 y 154 de la Ley General de
Cultura Física y Deporte, a cargo del diputado Daniel To-
rres Cantú, del Grupo Parlamentario del Partido Revolu-
cionario Institucional.

Que reforma el artículo 3o. de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos, a cargo de la diputada Ro-
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salinda Muñoz Sánchez, del Grupo Parlamentario del Par-
tido Revolucionario Institucional.

Que reforma el artículo 237-A de la Ley del Seguro Social,
a cargo de la diputada Rosalinda Muñoz Sánchez, del Gru-
po Parlamentario del Partido Revolucionario Institucional.

Que reforma los artículos 18 y 79 de la Ley de los Sistemas
de Ahorro para el Retiro, y 40 de la Ley del Instituto del
Fondo Nacional de la Vivienda para los Trabajadores, a
cargo del diputado Armando Alejandro Rivera Castillejos,
del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional.

Que reforma los artículos 22 y 41 de la Ley de Adquisicio-
nes, Arrendamientos y Servicios del Sector Público, a car-
go del diputado Rafael Hernández Soriano, del Grupo Par-
lamentario del Partido de la Revolución Democrática.

Que reforma el artículo 53 de la Ley de Obras Públicas y
Servicios Relacionados con las Mismas, a cargo de la dipu-
tada Alicia Guadalupe Gamboa Martínez, del Grupo Parla-
mentario del Partido Revolucionario Institucional.

Que expide la Ley de Almacenamiento Rural, y se reforman
los artículos 98, 99 y 100 de la Ley de Desarrollo Rural Sus-
tentable, a cargo del diputado José Erandi Bermúdez Mén-
dez, del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional.

Que reforma el artículo 4o. de la Ley de Asistencia Social,
a cargo de la diputada Kathia María Bolio Pinelo, del Gru-
po Parlamentario del Partido Acción Nacional.

Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley
del Seguro Social, de la Ley del Instituto de Seguridad y
Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado y de la
Ley General de Prestación de Servicios para la Atención,
Cuidado y Desarrollo Integral Infantil, a cargo de la dipu-
tada Delia Guerrero Coronado, del Grupo Parlamentario
del Partido Revolucionario Institucional.

Que reforma el artículo 12 de la Ley para el Desarrollo de
la Competitividad de la Micro, Pequeña y Mediana Em-
presa, a cargo del diputado Jorge Enrique Dávila Flores,
del Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario Insti-
tucional.

Que reforma el artículo 162 de la Ley del Instituto de Se-
guridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del Esta-
do, a cargo de la diputada Beatriz Vélez Núñez, del Grupo
Parlamentario del Partido Revolucionario Institucional.

Que reforma el artículo 8o. de la Ley Federal del Impues-
to sobre Automóviles Nuevos, a cargo de la diputada Ma.
Victoria Mercado Sánchez, del Grupo Parlamentario de
Movimiento Ciudadano.

Que reforma el artículo 132 de la Ley Federal del Trabajo,
a cargo de la diputada Flor Estela Rentería Medina, del
Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario Institu-
cional.

Que reforma los artículos 1o. y 21 de la Constitución Polí-
tica de los Estados Unidos Mexicanos, a cargo de la dipu-
tada María Concepción Valdés Ramírez, del Grupo Parla-
mentario del Partido de la Revolución Democrática.

Que reforma los artículos 23 y 53 de la Ley Reglamentaria
del Artículo 5o. Constitucional, relativo al Ejercicio de las
Profesiones en el Distrito Federal, a cargo de la diputada
Rosalinda Muñoz Sánchez, del Grupo Parlamentario del
Partido Revolucionario Institucional.

Que reforma los artículos 11 y 73 de la Constitución Polí-
tica de los Estados Unidos Mexicanos, a cargo del diputado
Erik Juárez Blanquet, del Grupo Parlamentario del Partido
de la Revolución Democrática.

Que reforma diversas disposiciones de la Ley Federal del
Trabajo, de la Ley de Asistencia Social, de la Ley Federal
de los Trabajadores al Servicio del Estado, Reglamentaria
del Apartado B) del Artículo 123 Constitucional, de la Ley
del Seguro Social y de la Ley del Instituto de Seguridad y
Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado, a cargo
de la diputada Eva Florinda Cruz Molina, del Grupo Parla-
mentario del Partido de la Revolución Democrática.

De decreto, para inscribir con letras de oro en el Muro de
Honor del Salón de Sesiones de la Cámara de Diputados, el
nombre de “Juan de Dios Bátiz Paredes”, a cargo del dipu-
tado Evelio Plata Inzunza, del Grupo Parlamentario del
Partido Revolucionario Institucional.

Que adiciona un Capítulo VIII al Título VII y el artículo
196 a la Ley del Impuesto sobre la Renta, a cargo de la
diputada Nadia Haydee Vega Olivas, del Grupo Parlamen-
tario del Partido Acción Nacional.

Que reforma el artículo 83 de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos, suscrita por los diputados Veró-
nica Delgadillo García y José Clemente Castañeda Hoeflich,
del Grupo Parlamentario de Movimiento Ciudadano.



Que reforma el artículo 3o. de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos, a cargo de la diputada
Adriana Terrazas Porras, del Grupo Parlamentario del Par-
tido Revolucionario Institucional.

Que reforma el artículo 1o. de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos, a cargo de la diputada Llu-
via Flores Sonduk, del Grupo Parlamentario del Partido de
la Revolución Democrática.

Que expide la Ley para la Protección y Promoción de Bue-
nas Prácticas Comerciales, suscrita por los diputados Alma
Carolina Viggiano Austria y Alfredo Bejos Nicolás, del
Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario Institu-
cional.

Que reforma el artículo 94 de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos, a cargo del diputado Car-
los Sarabia Camacho, del Grupo Parlamentario del Partido
Revolucionario Institucional.

Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley
del Instituto del Fondo Nacional de la Vivienda para los
Trabajadores, a cargo de la diputada Alma Carolina Vig-
giano Austria, y suscrita por diputados integrantes del Gru-
po Parlamentario del Partido Revolucionario Institucional.

Que reforma y adiciona diversas disposiciones del Código
Civil Federal, a cargo del diputado Rene Cervera García,
del Grupo Parlamentario de Movimiento Ciudadano.

Que reforma los artículos 4o., 13 y 30 de la Ley General de
los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes, a cargo de la
diputada Claudia Sofía Corichi García, del Grupo Parla-
mentario de Movimiento Ciudadano.

Que reforma el artículo 135 de la Ley Agraria, a cargo del
diputado Óscar García Barrón, del Grupo Parlamentario
del Partido Revolucionario Institucional.

Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley
General de Salud y del Código Penal Federal, suscrita por
las diputadas Araceli Guerrero Esquivel y Claudia Edith
Anaya Mota, del Grupo Parlamentario del Partido Revolu-
cionario Institucional.

Que reforma el artículo 77 Bis 29 de la Ley General de Sa-
lud, a cargo de la diputada María Guadalupe Oyervides
Valdez, del Grupo Parlamentario del Partido Revoluciona-
rio Institucional.

Que reforma el artículo 5o. de la Ley de Caminos, Puentes
y Autotransporte Federal, a cargo de la diputada Xitlalic
Ceja García, del Grupo Parlamentario del Partido Revolu-
cionario Institucional.

Que reforma los artículos 56 de la Ley de Instituciones de
Crédito, 45 de la Ley de Uniones de Crédito y 201 de la
Ley del Mercado de Valores, suscrita por el diputado Cán-
dido Ochoa Rojas y por diputados integrantes del Grupo
Parlamentario del Partido Verde Ecologista de México.

Que reforma el artículo 57 de la Ley General de los Dere-
chos de Niñas, Niños y Adolescentes, a cargo del diputado
Hernán De Jesús Orantes López, del Grupo Parlamentario
del Partido Revolucionario Institucional.

Que reforma los artículos 107 de la Ley Federal de Presu-
puesto y Responsabilidad Hacendaria y 53 de la Ley Ge-
neral de Contabilidad Gubernamental, a cargo de la dipu-
tada Gina Andrea Cruz Blackledge, del Grupo
Parlamentario del Partido Acción Nacional.

Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley
General del Equilibrio Ecológico y la Protección al Am-
biente, a cargo del diputado Juan Fernando Rubio Quiroz,
del Grupo Parlamentario del Partido de la Revolución De-
mocrática 

Que reforma los artículos 28 y 43 de la Ley Federal de Res-
ponsabilidad Ambiental, suscrita por el diputado José Re-
fugio Sandoval Rodríguez y diputados integrantes del Gru-
po Parlamentario del Partido Verde Ecologista de México.

Que reforma el artículo 66 de la Ley General de Salud, a
cargo de la diputada Mariana Trejo Flores, del Grupo Par-
lamentario de Morena.

Que reforma el artículo 41Bis de la Ley Orgánica de la Ad-
ministración Pública Federal, a cargo del diputado José
Clemente Castañeda Hoeflich, del Grupo Parlamentario de
Movimiento Ciudadano.

Que reforma el artículo 17 Ter de la Ley General del Equi-
librio Ecológico y la Protección al Ambiente, a cargo del
diputado José Luis Orozco Sánchez Aldana, del Grupo Par-
lamentario del Partido Revolucionario Institucional.

De decreto, para inscribir con letras de oro en el Muro de
Honor del Palacio Legislativo de San Lázaro el nombre de
Manuel Gómez Morín, a cargo de la diputada Claudia Sán-
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chez Juárez, del Grupo Parlamentario del Partido Acción
Nacional.

Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley Ge-
neral de Prevención y Gestión Integral de Residuos, a cargo
del diputado Juan Fernando Rubio Quiroz, del Grupo Parla-
mentario del Partido de la Revolución Democrática 

Que reforma el artículo 4o. de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos, suscrita por el diputado
Juan Manuel Celis Aguirre, y por diputados integrantes de
los Grupos Parlamentarios de los partidos Verde Ecologis-
ta de México y Revolucionario Institucional.

Que expide la Ley que Regula la Publicidad del Estado, a
cargo de la diputada Norma Xochitl Hernández Colín, del
Grupo Parlamentario de Morena.

Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Cons-
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos, de la
Ley Federal del Trabajo, y de la Ley General de Desarrollo
Social, a cargo del diputado Jorge Álvarez Maynez, del
Grupo Parlamentario de Movimiento Ciudadano.

Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley
General de Turismo, a cargo de la diputada Maricela Emil-
se Etcheverry Aranda, del Grupo Parlamentario del Partido
Revolucionario Institucional.

Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley
General de Instituciones y Procedimientos Electorales y de
la Ley General del Sistema de Medios de Impugnación en
Materia Electoral, suscrita por el diputado Daniel Ordoñez
Hernández y diversos diputados integrantes del Grupo Par-
lamentario del Partido de la Revolución Democrática 

Que reforma el artículo 29 de la Ley Orgánica del Congre-
so General de los Estados Unidos Mexicanos, a cargo de la
diputada Blanca Margarita Cuata Domínguez, del Grupo
Parlamentario de Morena.

Que reforma los artículos 17 y 116 de la Constitución Po-
lítica de los Estados Unidos Mexicanos, a cargo del dipu-
tado Víctor Manuel Sánchez Orozco, del Grupo Parlamen-
tario de Movimiento Ciudadano.

Que adiciona un artículo 26 Bis a la Ley General para la In-
clusión de las Personas con Discapacidad, suscrita por di-
versos diputados integrantes del Grupo Parlamentario de
Morena.

Que reforma el artículo 93 de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos, a cargo del diputado Víctor
Manuel Sánchez Orozco, del Grupo Parlamentario de Mo-
vimiento Ciudadano.

Que reforma los artículos 9o. y 14 de la Ley para el Desa-
rrollo de la Competitividad de la Micro, Pequeña y Media-
na Empresa, a cargo de la diputada Natalia Karina Barón
Ortiz, del Grupo Parlamentario del Partido de la Revolu-
ción Democrática 

Que reforma el artículo 2o. de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos, a cargo del diputado Gui-
llermo Rafael Santiago Rodríguez, del Grupo Parlamenta-
rio de Morena.

Que reforma los artículos 3o. y 3-Bis de la Ley del Institu-
to Mexicano de la Juventud, a cargo del diputado Daniel
Adrián Sosa Carpio, del Grupo Parlamentario de Movi-
miento Ciudadano.

Que reforma los artículos 2o. y 84 de la Ley General para
Prevenir, Sancionar y Erradicar los Delitos en Materia de
Trata de Personas y para la Protección y Asistencia a las
Víctimas de estos Delitos, a cargo de la diputada Natalia
Karina Barón Ortiz, del Grupo Parlamentario del Partido
de la Revolución Democrática 

Que reforma los artículos 87, 96 y 98 de la Ley de Fiscali-
zación y Rendición de Cuentas de la Federación, a cargo de
la diputada María Elena Orantes López, del Grupo Parla-
mentario de Movimiento Ciudadano.

Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley de
Obras Públicas y Servicios relacionados con las mismas y
de la Ley de Adquisiciones, Arrendamientos y Servicios
del Sector Público, a cargo del diputado Sergio López Sán-
chez, del Grupo Parlamentario del Partido de la Revolu-
ción Democrática 

Que reforma el artículo 61 Bis de la Ley General de Sa-
lud, a cargo de la diputada Maricela Contreras Julián, del
Grupo Parlamentario del Partido de la Revolución Demo-
crática 

Dictámenes a discusión de leyes y decretos

De la Comisión de Salud, con proyecto de decreto por el
que se reforma el artículo 32 de la Ley General de Salud.



De la Comisión de Salud, con proyecto de decreto por el
que se adiciona el artículo 53 Bis a la Ley General de Sa-
lud.

De la Comisión de Salud, con proyecto de decreto por el
que se reforma la fracción II Bis del artículo 64 de la Ley
General de Salud, en materia de bancos de leche.

De la Comisión de Salud, con proyecto de decreto por el
que se adiciona un segundo párrafo al artículo 177 de la
Ley General de Salud.

De la Comisión de Salud, con proyecto de decreto por el
que se adiciona un artículo 10-Bis a la Ley General de Sa-
lud.

De la Comisión de Deporte, con proyecto de decreto por el
que se reforman los artículos 19 y 30 de la Ley General de
Cultura Física y Deporte.

De la Comisión de Salud con proyecto de decreto por el
que se adiciona una fracción XII al artículo 6o. y un tercer
párrafo al artículo 66 de la Ley General de Salud, en mate-
ria de acoso y violencia escolar.

De la Comisión de Salud, con proyecto de decreto por el
que se adiciona un párrafo segundo al artículo 70 de la Ley
General de Salud.

De la Comisión de Salud, con proyecto de decreto por el
que se reforma la fracción III del artículo 112 de la Ley Ge-
neral de Salud.

De la Comisión de Salud, con proyecto de decreto por el
que se reforma la fracción VIII del artículo 134 de la Ley
General de Salud.

De la Comisión de Desarrollo Urbano y Ordenamiento Te-
rritorial, con proyecto de decreto por el que se reforma la
fracción VIII del artículo 2o. de la Ley General de Asenta-
mientos Humanos.

De la Comisión de Turismo, con proyecto de decreto por el
que se reforma el artículo 18 de la Ley General de Turis-
mo.

De la Comisión de Reforma Agraria, con proyecto de de-
creto por el que se reforman diversas disposiciones de la
Ley Agraria.

De la Comisión de Medio Ambiente y Recursos Naturales,
con proyecto de decreto por el que se reforman y adicionan
diversas disposiciones de la Ley General de Desarrollo Fo-
restal Sustentable.

Proposiciones calificadas por el pleno de urgente u ob-
via resolución

Con punto de acuerdo por el que se exhorta a la Sedatu,
para que considere el establecimiento de un programa de
apoyo a los mineros afectados por el cierre de la mina en la
comunidad de Naica, correspondiente al municipio de Sau-
cillo, estado de Chihuahua, suscrito por diversos diputados
integrantes del Grupo Parlamentario del Partido Revolu-
cionario Institucional.

Con punto de acuerdo por el que se exhorta a la Profepa y
a la Conagua, para que vigile el cumplimiento de la nor-
matividad y apliquen las sanciones correspondientes a
quienes contaminen el Río Atoyac, ubicado en los estados
de Puebla y Tlaxcala, suscrito por diputados integrantes del
Grupo Parlamentario del Partido Verde Ecologista de Mé-
xico.

Con punto de acuerdo por el que se exhorta al Ejecutivo fe-
deral, para que a través de las autoridades correspondientes
se atienda la situación de inseguridad que prevalece en el
estado de Veracruz, a cargo de la diputada Norma Rocío
Nahle García, del Grupo Parlamentario de Morena.

Proposiciones

Con el punto de acuerdo por el que se exhorta a la Semar-
nat, para que promueva a nivel nacional el uso de los siste-
mas de captación de agua pluvial, a cargo del diputado Jo-
sé Luis Orozco Sánchez Aldana, del Grupo Parlamentario
del Partido Revolucionario Institucional.

Con punto de acuerdo relativo a la celebración de Conve-
nios con la empresa Liconsa, SA de CV, e incentivar el
abasto de leche nacional para los programas de Desarrollo
Social, a cargo de la diputada Natalia Karina Barón Ortiz,
del Grupo Parlamentario del Partido de la Revolución De-
mocrática.

Con punto de acuerdo por el que se exhorta a la Semarnat,
para que elabore los estudios técnicos justificativos para la
declaratoria de Área de Refugio para tiburón ballena, sus-
crito por diputados integrantes del Grupo Parlamentario
del Partido Verde Ecologista de México 

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año I, Segundo Periodo, 31 de marzo de 201617



Año I, Segundo Periodo, 31 de marzo de 2016 Diario de los Debates de la Cámara de Diputados18

Con punto de acuerdo por el que se exhorta al Ejecutivo
federal, para que a través de las autoridades correspon-
dientes, se intensifique la protección de la vaquita marina y
la totoaba, a cargo de la diputada María Chávez García, del
Grupo Parlamentario de Morena.

Con punto de acuerdo por el que se exhorta a la PGR, pa-
ra que atienda las recomendaciones emitidas por la Comi-
sión de la Verdad de Oaxaca, relativo a las demandas pe-
nales dirigidas en contra de pasadas administraciones
federales, y revisar las acciones represivas contra manifes-
tantes en el Operativo Juárez en 2006, a cargo del diputado
José Clemente Castañeda Hoeflich, del Grupo Parlamenta-
rio de Movimiento Ciudadano.

Con punto de acuerdo por el que se exhorta al Congreso del
estado de Guerrero, a fin de actualizar su Código Penal y
para que en la impartición de justicia de la entidad se ob-
serve la aplicación de Jurisprudencia y Tratados Interna-
cionales en las resoluciones que emiten, y evitar que se
presenten casos como el de Walter Suk, a cargo del dipu-
tado Ricardo Taja Ramírez, del Grupo Parlamentario del
Partido Revolucionario Institucional.

Con punto de acuerdo por el que se exhorta a la SRE y a la
SEGOB, para que realicen un registro de solicitantes de
Asilo Político y Asilados, a cargo de la diputada Maricela
Contreras Julián, del Grupo Parlamentario del Partido de la
Revolución Democrática.

Con punto de acuerdo por el que se exhorta a la Semarnat,
para que difunda la opinión técnica de los miembros del
Consejo Estatal Forestal de Puebla, respecto al cambio de
uso, para la realización del Proyecto Inmobiliario y Club
de Golf Cola de Lagarto, ubicado en Atlixco, Puebla, sus-
crito por la diputada Lorena Corona Valdés y por diputados
integrantes del Grupo Parlamentario del Partido Verde
Ecologista de México.

Con punto de acuerdo por el que se exhorta a la Secretaría
de Salud y a los Gobiernos de diversas entidades federati-
vas, para que difundan las razones del subejercicio del pre-
supuesto asignado al fortalecimiento de la calidad de los
servicios de salud, a cargo de la diputada Araceli Damián
González, del Grupo Parlamentario de Morena.

Con punto de acuerdo por el que se exhorta al Ejecutivo fe-
deral, a fin de solicitar a la oficina de las Naciones Unidas
Contra la Droga y el Delito (UNODC), una Comisión Es-
pecial para la Evaluación del Modelo de Adquisiciones en

México, suscrito por los diputados Daniel Adrián Sosa
Carpio y José Clemente Castañeda Hoeflich, integrantes
del Grupo Parlamentario de Movimiento de Ciudadano.

Con el punto de acuerdo relativo al estado actual de los
atlas de riesgo y la implementación de acciones para ac-
tualizar y difundir los mismos, a cargo del diputado Matias
Nazario Morales, del Grupo Parlamentario del Partido Re-
volucionario Institucional.

Con punto de acuerdo por el que se exhorta a las depen-
dencias y entidades de la Administración Pública Federal,
así como a los gobiernos de las entidades federativas, para
que garanticen y respeten la labor de las personas defenso-
ras de Derechos Humanos, a cargo de la diputada Marice-
la Contreras Julián, del Grupo Parlamentario del Partido de
la Revolución Democrática.

Con punto de acuerdo por el que se exhorta a la Secretaría
de Salud, a fin de crear un programa para la detección
oportuna del VIH/SIDA en mujeres embarazadas y reducir
la tasa de transmisión madre-hijo, a cargo de la diputada
María Antonia Cárdenas Mariscal, del Grupo Parlamenta-
rio de Morena.

Con punto de acuerdo por el que se solicita la creación de
la Comisión Especial para dar Seguimiento a los Procesos
y Resultados de las Compras del Gobierno Federal, a car-
go del diputado Moisés Guerra Mota, del Grupo Parlamen-
tario de Movimiento de Ciudadano.

Con punto de acuerdo por el que se exhorta a la Conagua y
a los Sistemas Operadores de Agua de los estados, a ga-
rantizar el acceso, cantidad y calidad de agua que reciben
los habitantes del país, a cargo de la diputada Ana Leticia
Carrera Hernández, del Grupo Parlamentario del Partido de
la Revolución Democrática.

Con punto de acuerdo por el que se exhorta a los titulares
del SAT, del SAE, de la PGR y de la CNBV, para que di-
fundan las medidas que están llevando a cabo para prote-
ger el patrimonio público en el caso del concurso mercan-
til de la empresa Oceanografía S.A. de C.V., suscrito por
los diputados Norma Rocío Nahle García y Rogerio Castro
Vázquez, del Grupo Parlamentario de Morena.

Con punto de acuerdo por el que se exhorta al Gobierno del
estado de Veracruz, y a la Fiscalía General de esa entidad,
a consignar al juez de la causa en turno, el expediente INV.
MINIST: 592/15/1ESP/VER/05 MESA I, a cargo de la



diputada Mirza Flores Gómez, del Grupo Parlamentario de
Movimiento Ciudadano.

Con punto de acuerdo por el que se exhorta a la PGR, para
que en coordinación con las Procuradurías de los estados,
inicie un proceso de simplificación y armonización de los
procedimientos existentes para activar la Alerta Amber, a
cargo de la diputada Maricela Contreras Julián, del Grupo
Parlamentario del Partido de la Revolución Democrática.

Con punto de acuerdo por el que se exhorta a la PGR, pa-
ra que atraiga el caso de la averiguación previa por el deli-
to de abuso sexual de menores de edad contra Walter Suk,
a cargo de la diputada Concepción Villa González, del Gru-
po Parlamentario de Morena.

Con punto de acuerdo por el que se exhorta a la PGJ del es-
tado de Tamaulipas, implemente las acciones necesarias
para mejorar el índice de seguimiento de denuncias, a car-
go del diputado Daniel Adrián Sosa Carpio, del Grupo Par-
lamentario de Movimiento Ciudadano.

Con punto de acuerdo por el que se exhorta a la Consar, a
instrumentar las vías para lograr que las Afores eficienticen
sus sistemas de información, a cargo de la diputada Rosa
Alba Ramirez Nachis, del Grupo Parlamentario Movi-
miento Ciudadano.

Con punto de acuerdo por el que se exhorta al Gobierno
del Estado de México, a implementar medidas para pre-
venir y detener la violencia sexual hacia las mujeres en el
transporte público, a cargo del diputado Claudia Sofía
Corichi García, del Grupo Parlamentario de Movimiento
Ciudadano.

Efemérides

Con motivo del 2 de abril, Día Mundial de la Concientiza-
ción sobre el Autismo, a cargo de la diputada Mirza Flores
Gómez, del Grupo Parlamentario de Movimiento Ciudada-
no.

Con motivo del 2 de abril, Día Internacional de Concienti-
zación sobre el Autismo, a cargo de la diputada Kathia Ma-
ría Bolio Pinelo e integrantes de la Comisión de Atención
a Grupos Vulnerables.

Con motivo del Aniversario del Natalicio de Octavio Paz,
a cargo de la diputada María Elena Orantes López, del Gru-
po Parlamentario de Movimiento Ciudadano.

Con motivo del 31 de marzo, Aniversario del Natalicio de
Octavio Paz, a cargo de la diputada Mirza Flores Gómez,
del Grupo Parlamentario de Movimiento Ciudadano.

Con motivo del 31 de marzo, Aniversario del Natalicio de
Octavio Paz, a cargo de la diputada Verónica Delgadillo
García, del Grupo Parlamentario de Movimiento Ciudada-
no.»

ACTA DE LA SESIÓN ANTERIOR

El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijalva:
El siguiente punto del orden del día es la lectura del acta de
la sesión anterior. Pido a la Secretaría que consulte a la
asamblea si se dispensa su lectura, tomando en considera-
ción que ha sido publicada en la Gaceta Parlamentaria.

La Secretaria diputada Ana Guadalupe Perea Santos:
Por instrucciones de la Presidencia se consulta a la asam-
blea en votación económica, si se dispensa la lectura al ac-
ta de la sesión anterior. Las diputadas y los diputados que
estén por la afirmativa, sírvanse manifestarlo. Las diputa-
das y los diputados que estén por la negativa, sírvanse ma-
nifestarlo. Señor Presidente, mayoría por la afirmativa. Se
dispensa su lectura.

«Acta de la sesión de la Cámara de Diputados del Congre-
so de la Unión, celebrada el miércoles treinta de marzo de
dos mil dieciséis, correspondiente al Segundo Periodo de
Sesiones Ordinarias del Primer Año de Ejercicio de la Se-
xagésima Tercera Legislatura.

Presidencia del diputado
José de Jesús Zambrano Grijalva

En el Palacio Legislativo de San Lázaro de la capital de los
Estados Unidos Mexicanos, sede de la Cámara de Dipu-
tados del Congreso de la Unión, con una asistencia de tres-
cientos veinte diputadas y diputados, a las once horas con
cuarenta minutos del miércoles treinta de marzo de dos mil
dieciséis, el Presidente declara abierta la sesión.

En votación económica se dispensa la lectura al Orden del
Día, en virtud de que se encuentra publicado en la Gaceta
Parlamentaria; del mismo modo se dispensa la lectura del
acta de la sesión anterior, y no habiendo oradores registra-
dos, en votación económica se aprueba.
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Se da cuenta con Comunicaciones Oficiales: 

a) Oficio del diputado Jesús Sesma Suárez, Coordinador
del Grupo Parlamentario del Partido Verde Ecologista de
México, por el que solicita el retiro de la iniciativa con pro-
yecto de decreto que reforma el artículo sesenta Bis de la
Ley General de la Vida Silvestre, presentada el quince de
marzo de dos mil dieciséis. Se tiene por retirada, actualí-
cense los registros parlamentarios.

b) De la Secretaría de Gobernación, con la que remite cin-
co contestaciones a puntos de acuerdo aprobados por la Cá-
mara de Diputados:

• Por el que se solicita implementar y reforzar las cam-
pañas para disminuir el número de accidentes automo-
vilísticos causados por el consumo de alcohol o por el
uso de aparatos de comunicación móvil; así como pro-
mover modificaciones a los reglamentos municipales
para que se prohíba y sancione el uso de aparatos co-
municación móvil mientras se conduce vehículos, en
aquellos reglamentos en que aún no se prevé. Se remite
a la Comisión de Seguridad Pública, para su conoci-
miento.

• Por el que se solicita realizar las gestiones necesarias
a fin de construir un hospital regional en la ciudad de
Huatusco, Veracruz, para atender las necesidades de la
población de la región, a fin de combatir el rezago y las
carencias en materia de salud. Se remite a la Comisión
de Salud, para su conocimiento.

• Por el que se exhorta a la Secretaría de Salud a emitir
una Norma Oficial Mexicana en materia de Unidades
Médicas Móviles para la prevención, Diagnóstico y
Atención del Cáncer de Mama, en la cual se establezcan
los procedimientos mediante los cuales se regulará, au-
torizará, certificará y vigilará las citadas Unidades Mó-
viles, salvaguardando en todo momento los derechos de
las mujeres. Se remite a la Comisión de Salud, para su
conocimiento.

• Por el que se solicita a fortalecer los planes y progra-
mas, así como la coordinación entre instituciones edu-
cativas y de salud, a fin de procurar perfiles idóneos de
profesionales de la salud para áreas rurales y de difícil
acceso en el país; y se realicen las medidas adecuadas
para promover programas y brindarles apoyo e incenti-
vos económicos. Se remite a la Comisión de Salud, pa-
ra su conocimiento.

• Por el que se solicita intensificar las acciones de aten-
ción, manejo clínico y vigilancia epidemiológica de la
enfermedad provocada por el virus del Zika, especial-
mente a las mujeres embarazadas; así como destinar
mayores recursos a la implementación de programas in-
formativos de prevención y atención, que permitan con-
trolar y reducir la propagación de esa enfermedad. Se
remite a la Comisión de Salud, para su conocimiento.

c) De la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, con la
que remite el Informe del Servicio de Administración y En-
ajenación de Bienes, que contiene el desglose de las opera-
ciones efectuadas por motivos de las transferencias de bie-
nes del Gobierno Federal. Se remite a la Comisión de
Hacienda y Crédito Público, para su conocimiento.

d) Del diputado Fernando Quetzalcóatl Moctezuma Pere-
da, del Partido Revolucionario Institucional, por la que so-
licita licencia por tiempo indefinido para separarse de sus
actividades legislativas como diputado federal electo en el
Quinto Distrito Electoral del estado de Hidalgo, a partir del
treinta y uno de marzo de dos mil dieciséis. En votación
económica se aprueba. Comuníquese.

El Presidente informa a la Asamblea que se encuentra a las
puertas del recinto la ciudadana María Hadad Castillo,
diputada federal electa en el Segundo Distrito Electoral del
estado de Quintana Roo. El Presidente designa una comi-
sión que la acompaña en su ingreso al salón de sesiones,
acto seguido rinde protesta de Ley y entra en funciones.

En su oportunidad y desde sus respectivas curules realizan
comentarios sobre diversos temas legislativos los dipu-
tados María Antonia Cárdenas Mariscal, de Morena; Julie-
ta Fernández Márquez, del Partido Revolucionario Institu-
cional. El Presidente hace aclaraciones.

Se concede el uso de la palabra para presentar iniciativas
con proyecto de decreto a las diputadas y los diputados:

• María Gloria Hernández Madrid, del Partido Revolucio-
nario Institucional:

– Que reforma el artículo veintiocho de la Ley Gene-
ral de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Vio-
lencia. Se turna a la Comisión de Igualdad de Géne-
ro, para dictamen.

– Que reforma y adiciona diversas disposiciones de
la Ley General de los Derechos de Niñas, Niños y



Adolescentes, y del Código Nacional de Procedi-
mientos Penales. Se turna a las Comisiones Unidas
de Derechos de la Niñez, y de Justicia, para dicta-
men.

Se reciben iniciativas con proyecto de decreto de los dipu-
tados: 

• Claudia Edith Anaya Mota, del Partido Revoluciona-
rio Institucional, que reforma los artículos cuarenta, se-
tenta y siete, y setenta y ocho de la Ley de Obras Públi-
cas y Servicios Relacionados con las Mismas. Se turna
a la Comisión de Transparencia y Anticorrupción, para
dictamen.

• Moisés Guerra Mota, de Movimiento Ciudadano, que
expide la Ley del Salario Mínimo, y deroga diversas
disposiciones de la Ley Federal del Trabajo. Se turna a
la Comisión de Hacienda y Crédito Público, para dicta-
men; y a la Comisión de Presupuesto y Cuenta Pública,
para opinión.

Se continúa con la presentación de iniciativas con proyec-
to de decreto por parte de las siguientes diputadas y dipu-
tados:

• Joaquín Jesús Díaz Mena, del Partido Acción Nacio-
nal, que reforma el artículo ciento treinta y dos de la Ley
Federal del Trabajo. Se turna a la Comisión de Trabajo
y Previsión Social, para dictamen.

• Lucia Virginia Meza Guzmán, del Partido de la Revo-
lución Democrática, que reforma el artículo treinta y
ocho de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos. Se turna a la Comisión de Puntos Constitu-
cionales, para dictamen.

• Omar Noé Bernardino Vargas, y suscrita por diputados
integrantes del Partido Verde Ecologista de México, que
reforma el artículo setenta y tres de la Constitución Po-
lítica de los Estados Unidos Mexicanos. Se turna a la
Comisión de Puntos Constitucionales, para dictamen.

• Daniel Adrián Sosa Carpio, de Movimiento Ciudada-
no, que reforma los artículos: tercero, cincuenta y cinco,
y cincuenta y nueve, de la Ley General de Educación.
Se turna a la Comisión de Educación Pública y Servi-
cios Educativos, para dictamen.

A las doce horas con treinta minutos, por instrucciones de
la Presidencia, se cierra el sistema electrónico de asistencia
con un registro de cuatrocientos cuarenta y uno diputadas
y diputados.

• Luis Alfredo Valles Mendoza, de Nueva Alianza, que
reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley de
Ahorro y Crédito Popular. Se turna a la Comisión de
Hacienda y Crédito Público, para dictamen.

• Norma Edith Martínez Guzmán, del Partido Encuentro
Social, que reforma los artículos doce, trece, y dieci-
nueve de la Ley General de Prestación de Servicios pa-
ra la Atención, Cuidado y Desarrollo Integral Infantil.
Se turna a la Comisión de Derechos de la Niñez, para
dictamen.

• Christian Joaquín Sánchez Sánchez, del Partido Revo-
lucionario Institucional:

– Que reforma y adiciona diversas disposiciones del
Código Nacional de Procedimientos Penales. Se tur-
na a la Comisión de Justicia, para dictamen.

– Que reforma el artículo cuarto de la Ley Federal de
Consulta Popular. Se turna a la Comisión de Gober-
nación, para dictamen.

– Que reforma el artículo segundo de la Ley de la Co-
misión Nacional para el Desarrollo de los Pueblos In-
dígenas. Se turna a la Comisión de Asuntos Indíge-
nas, para dictamen.

– Que reforma los artículos veinte, y veintiuno de la
Ley Federal de Cinematografía. Se turna a la Comi-
sión de Cultura y Cinematografía, para dictamen.

• Gustavo Enrique Madero Muñoz, y suscrita por dipu-
tados integrantes de la Comisión de Grupos Vulnera-
bles, que reforma el artículo doscientos ochenta de la
Ley General de Instituciones y Procedimientos Electo-
rales. Se turna a la Comisión de Gobernación, para dic-
tamen; y a la Comisión de Atención a Grupos Vulnera-
bles, para opinión.

• Julio Saldaña Morán, del Partido de la Revolución De-
mocrática, que reforma el artículo ciento dos de la Ley
del Seguro Social. Se turna a la Comisión de Seguridad
Social, para dictamen.
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• Lorena Corona Valdés, del Partido Verde Ecologista de
México, que reforma el artículo ciento cinco de la Cons-
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos. Se
turna a la Comisión de Puntos Constitucionales, para
dictamen.

• Rene Cervera García, de Movimiento Ciudadano, que
reforma los artículos cuarto sexto, y sesenta y dos de la
Ley de Vivienda. Se turna a la Comisión de Vivienda,
para dictamen.

• Ángel García Yañez, de Nueva Alianza, que reforma el
artículo veinticinco de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos. Se turna a la Comisión de
Puntos Constitucionales, para dictamen.

• Martha Lorena Covarrubias Anaya, y Rafael Yerena
Zambrano, del Partido Revolucionario Institucional,
que reforma el artículo treinta y tres, y adiciona un artí-
culo treinta y cuatro Bis a la Ley General para la Igual-
dad entre Mujeres y Hombres. Se turna a la Comisión de
Igualdad de Género, para dictamen.

Presidencia de la diputada
María Bárbara Botello Santibáñez

• Leticia Amparano Gamez, y suscrita por el diputado
Daniel Ignacio Olivas Gutiérrez, del Partido Acción Na-
cional, que reforma y adiciona diversas disposiciones de
la Ley Federal del Trabajo y de la Ley del Instituto del
Fondo Nacional de la Vivienda para los Trabajadores.
Se turna a las Comisiones Unidas de Trabajo y Previ-
sión Social, y de Vivienda, para dictamen.

• José Santiago López, del Partido de la Revolución De-
mocrática, que reforma los artículos veinticinco, y se-
tenta y tres de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos. Se turna a la Comisión de Puntos
Constitucionales, para dictamen.

• José de Jesús Galindo Rosas, y suscrita por diputados
integrantes del Partido Verde Ecologista de México, que
reforma los artículos cincuenta y seis, y cincuenta y sie-
te de la Ley General de Desarrollo Forestal Sustentable.
Se turna a la Comisión de Medio Ambiente y Recursos
Naturales, para dictamen.

• María Antonia Cárdenas Mariscal, y suscrita por el
diputado Roberto Alejandro Cañedo Jiménez, de More-

na, que reforma el artículo séptimo de la Ley General de
Turismo. Se turna a la Comisión de Turismo, para dic-
tamen.

• Germán Ernesto Ralis Cumplido, de Movimiento Ciu-
dadano, que reforma los artículos veintisiete, veintio-
cho, y ciento cuarenta y ocho de la Ley del Impuesto
Sobre la Renta. Se turna a la Comisión de Hacienda y
Crédito Público, para dictamen.

Presidencia del diputado
José de Jesús Zambrano Grijalva

• Marco Antonio Aguilar Yunes, del Partido Revolucio-
nario Institucional:

– Que reforma y adiciona diversas disposiciones de
la Ley del Seguro Social. Se turna a la Comisión de
Seguridad Social, para dictamen.

– Que reforma y adiciona diversas disposiciones de
la Ley del Impuesto Sobre la Renta. Se turna a la Co-
misión de Hacienda y Crédito Público, para dicta-
men.

– Que reforma los artículos quinto, y dieciséis, y adi-
ciona el artículo cuarenta y uno Bis de la Ley del Ins-
tituto del Fondo Nacional de la Vivienda para los
Trabajadores. Se turna a la Comisión de Vivienda,
para dictamen.

• Elva Lidia Valles Olvera, del Partido Acción Nacional,
que reforma los artículos séptimo, y cuarenta y ocho de
la Ley Orgánica de la Financiera Nacional de Desarro-
llo Agropecuario, Rural, Forestal y Pesquero. Se turna a
la Comisión de Hacienda y Crédito Público, para dicta-
men.

• Waldo Fernández González, del Partido de la Revolu-
ción Democrática, que reforma los artículos séptimo, y
treinta y tres de la Ley General de Educación. Se turna
a la Comisión de Educación Pública y Servicios Educa-
tivos, para dictamen.

• Enrique Zamora Morlet, del Partido Verde Ecologista
de México, que reforma y adiciona diversas disposicio-
nes de la Ley de Aviación Civil. Se turna a la Comisión
de Transportes, para dictamen.



Presidencia del diputado
Edmundo Javier Bolaños Aguilar

• Virgilio Dante Caballero Pedraza, de Morena, que re-
forma el artículo segundo de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos. Se turna a la Comisión
de Puntos Constitucionales, para dictamen.

Se recibieron iniciativas con proyecto de decreto de la
diputada María Elena Orantes López, de Movimiento Ciu-
dadano:

• Que reforma el artículo ciento quince de la Constitu-
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos. Se tur-
na a la Comisión de Puntos Constitucionales, para dic-
tamen.

• Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la
Ley Orgánica de la Administración Pública Federal. Se
turna a la Comisión de Gobernación, para dictamen.

Continúan haciendo uso de la palabra para presentar ini-
ciativas con proyecto de decreto las siguientes diputadas y
diputados:

• Pedro Luis Noble Monterrubio, del Partido Revolu-
cionario Institucional, que reforma el artículo veintio-
cho de la Ley General de Desarrollo Social. Se turna a
la Comisión de Desarrollo Social, para dictamen.

• Luz Argelia Paniagua Figueroa, del Partido Acción
Nacional, que reforma el artículo ciento veintitrés de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.
Se turna a la Comisión de Puntos Constitucionales, pa-
ra dictamen.

Presidencia del diputado
José de Jesús Zambrano Grijalva

• Maricela Contreras Julián, del Partido de la Revolu-
ción Democrática, que adiciona los artículos cuarenta y
dos, y cuarenta y nueve, de la Ley General de Acceso a
las Mujeres a una Vida Libre de Violencia. Se turna a la
Comisión de Igualdad de Género, para dictamen.

• Tomás Roberto Montoya Díaz, del Partido Revolucio-
nario Institucional.

– Que reforma y adiciona diversas disposiciones de
la Ley General del Sistema Nacional de Seguridad

Pública, y de la Ley de Coordinación Fiscal. Se tur-
na a las Comisiones Unidas de Seguridad Pública y
de Hacienda y Crédito Público, para dictamen.

– Que reforma el artículo ciento veintitrés de la Ley
General de los Derechos de Niñas, Niños y Adoles-
centes. Se turna a la Comisión de Derechos de la Ni-
ñez, para dictamen.

Se da cuenta con acuerdo de la Junta de Coordinación Po-
lítica por que exhorta a la Secretaría de Gobernación, y a la
Secretaría de Relaciones Exteriores, a salvaguardar la inte-
gridad del connacional Gustavo Castro Soto, al cual no se
le permite abandonar el país de Honduras. Desde su curul
realiza comentarios sobre el acuerdo la diputada María
Candelaria Ochoa Avalos, de Movimiento Ciudadano. En
votación económica se aprueba. Comuníquese.

Agotados los asuntos del Orden del Día, el Presidente cita
para la próxima Sesión Ordinaria que tendrá lugar mañana
jueves treinta y uno de marzo de dos mil dieciséis, a las on-
ce horas, y levanta la sesión a las quince horas con diez mi-
nutos.»

El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijalva:
Proceda la Secretaría a poner a discusión el acta.

La Secretaria diputada Ana Guadalupe Perea Santos:
Está a discusión el acta. No habiendo quien haga uso de la
palabra en votación económica se pregunta si se aprueba.
Las diputadas y los diputados que estén por la afirmativa,
sírvanse manifestarlo. Las diputadas y los diputados que
estén por la negativa, sírvanse manifestarlo. Señor presi-
dente, mayoría por la afirmativa.

El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijalva:
Aprobada el acta. 

Continuamos con el capítulo de Comunicaciones oficiales.

COMUNICACIONES OFICIALES

La Secretaria diputada Ernestina Godoy Ramos: «Es-
cudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.— Po-
der Legislativo Federal.— Cámara de Diputados.
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Honorable Asamblea:

Esta Presidencia comunica que se recibió acuerdo de la Co-
misión de Presupuesto y Cuenta Pública por el que se tie-
nen por atendidas las proposiciones con punto de acuerdo
y las solicitudes de gestión o ampliación de recursos rela-
cionadas con el proceso de examen y discusión del proyec-
to de Presupuesto de Egresos de la Federación para el Ejer-
cicio Fiscal de 2016(1), mismo que fue publicado en la
Gaceta Parlamentaria.

(1) El acuerdo solo será consultable en la versión elec-
trónica del Diario de los Debates de esta fecha en el
Anexo “A”.

Se tienen por atendidas, actualícense los registros parla-
mentarios.

Atentamente

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 30 de marzo de 2016.— Diputado
José de Jesús Zambrano Grijalva (rúbrica), Presidente.»

El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijalva:
De enterado. Actualícense los registros parlamentarios
y archívense los expedientes como asuntos totalmente
concluidos. 

Proceda la Secretaría a dar lectura al oficio de la Mesa Di-
rectiva por el que se comunica la modificación de turno de
iniciativa.

———————— o ————————

La Secretaria diputada Ernestina Godoy Ramos: «Es-
cudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.— Po-
der Legislativo Federal.— Cámara de Diputados.— Mesa
Directiva.

Honorable Asamblea:

La Presidencia de la Mesa Directiva de conformidad con lo
que establecen los artículos 73 y 74, numeral 2 del Regla-
mento de la Cámara de Diputados, comunica que se reali-
zó modificación de turno a:

• Iniciativa con proyecto de decreto por el que se expi-
de la Ley para Prevenir el Desperdicio de Alimentos,
presentada por la diputada Rocío Nahle García, del Gru-
po Parlamentario de Morena, el 10 de marzo de 2016.

“Se turna a las Comisiones Unidas de Desarrollo
Social y de Economía, para dictamen, y a la Co-
misión de Presupuesto y Cuenta Pública, para
opinión.”

Atentamente

Ciudad de México, a 31 de marzo de 2016.— Diputado José de Jesús
Zambrano Grijalva (rúbrica), Presidente.»

El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijalva:
De conformidad con lo que establecen los artículos 73 y
74, numeral 2 del Reglamento de la Cámara de Dipu-
tados, se modifica el turno. En consecuencia, actualí-
cense los registros parlamentarios.

———————— o ————————

La diputada Araceli Damián González (desde la curul):
Presidente.

El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijalva:
Sonido en la curul de la diputada Araceli Damián, por fa-
vor.

La diputada Araceli Damián González (desde la curul):
Gracias, señor presidente. En relación a lo que aprobó la
Junta de Coordinación Política para la visita de los padres,
que se considere la posibilidad de hacer uso del pleno aun-
que no sea en sesión, dado que están solicitando que estén
presentes los 500 diputados y no tenemos ninguna instala-
ción en la Cámara donde quepamos los 500 diputados.

Por otro lado, quisiera decir que el gobierno federal, a tra-
vés del Secretario de Gobernación ha dicho que no se re-
novará el período del GIEI y que se considere que el acuer-
do firmado con la Comisión Interamericana de los
Derechos Humanos requiere el acuerdo de las víctimas, la
permanencia del GIEI. Sería todo.

El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijalva:
Gracias. Quedan, desde luego registradas las expresiones
de la diputada Araceli Damián, y debo decir que en rela-
ción con el primer punto la Junta de Coordinación Política
tomó un acuerdo en el que se está, precisamente haciendo
las consultas correspondientes con el propósito de llegar a
un acuerdo, que pueda permitir atender de manera esencial
la petición que han hecho los padres de los muchachos des-
aparecidos. Continúe la Secretaría.



La Secretaria diputada Ernestina Godoy Ramos: «Es-
cudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.— Cá-
mara de Diputados.— LXIII Legislatura.

Diputado José de Jesús Zambrano Grijalva, Presidente de
la Mesa Directiva de la LXIII Legislatura.— Presente.

Con fundamento en el artículo 79, numeral 2, fracción VII,
del Reglamento de la Cámara de Diputados, solicito gire
sus apreciables instrucciones a quien corresponda, a efecto
de ser retirada de los registros parlamentarios la “proposi-
ción con punto de acuerdo por el que se exhorta al gobier-
no del estado de Jalisco, a fin de instalar el Consejo para el
Desarrollo Metropolitano de la Zona Metropolitana de
Ocotlán”, presentada por el suscrito en la sesión del 10 de
marzo de 2016.

Sin más por el momento, aprovechamos la ocasión para en-
viarle un cordial saludo.

Atentamente

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 29 de marzo de 2016.— Diputado
Salvador Zamora Zamora (rúbrica).»

El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijalva:
Se tiene por retirada. Actualícense los registros parla-
mentarios.

———————— o ————————

El Secretario diputado Ramón Bañales Arambula: De
la Secretaría de Gobernación, con el que remite cuatro con-
testaciones a Puntos de Acuerdo aprobados por la Cámara
de Diputados:

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Secretaría de Gobernación.

Integrantes de la Mesa Directiva de la Cámara de Dipu-
tados del Honorable Congreso de la Unión.— Presentes.

En respuesta al oficio número D.G.P.L. 63-II-1-0529, sig-
nado por la diputada María Bárbara Botella Santibáñez, vi-
cepresidenta de la Mesa Directiva de ese órgano legislati-
vo, me permito remitir para los fines procedentes, copia del
similar número SEGOB/CNS/ 0076 /2016, suscrito por el
licenciado Renato Sales Heredia, comisionado nacional de
Seguridad, mediante el cual responde el punto de acuerdo
por el que se exhorta al Poder Ejecutivo federal instruya a

las dependencias a su cargo a que continúen y refuercen los
operativos de prevención y persecución del delito, que for-
talezcan la seguridad pública del estado de Oaxaca, en es-
pecial la región mixteca.

Sin otro particular, aprovecho la ocasión para reiterarles la
seguridad de mi consideración distinguida.

Ciudad de México, a 28 de marzo de 2016.— Licenciado Felipe Solís
Acero, subsecretario de Enlace Legislativo y Acuerdos Políticos.»

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Secretaría de Gobernación.

Licenciado Felipe Solís Acero, subsecretario de Enlace Le-
gislativo y Acuerdos Políticos.— Presente.

Distinguido subsecretario Solís:

En atención al oficio número SELAP/300/262/16, por me-
dio del cual comunicó el contenido del punto de acuerdo
aprobado por el Honorable Congreso de la Unión, en se-
sión celebrada el 3 de febrero del año en curso, mismo que
a continuación se transcribe:

“Primero. La Cámara de Diputados exhorta respetuo-
samente a los titulares del Poder Ejecutivo federal y es-
tatal, para que en el ámbito de sus atribuciones y de ma-
nera coordinada, instruyan a las dependencias a su cargo
a que continúen y refuercen los operativos de preven-
ción y persecución del delito, que fortalezcan la seguri-
dad pública del estado de Oaxaca, en especial la región
mixteca.

”Segundo. La Cámara de Diputados exhorta respetuo-
samente al titular de la Policía federal, que analice el en-
vío de elementos de la División de Gendarmería Nacio-
nal a la región mixteca del estado de Oaxaca, para
fortalecer los esfuerzos llevados a cabo por las fuerzas
adscritas a la región de manera permanente.”

Al respecto, me permito informar lo siguiente:

La oficina del comisionado nacional de Seguridad a través
del órgano administrativo desconcentrado de la Policía Fe-
deral, en cumplimiento de las atribuciones conferidas en el
artículo 8 de la ley que la rige, lleva a cabo acciones orien-
tadas a salvaguardar la integridad de las personas, garanti-
zar, mantener y restablecer el orden y la paz públicos en las
zonas de jurisdicción federal, así como prevenir la comi-
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sión de delitos en todo el territorio nacional, en el ámbito
de su competencia.

En ese contexto, realiza labores de vigilancia, seguridad e
inspección en aeropuertos, puertos marítimos y puntos de
revisión aduaneros, recorridos perimetrales de verificación
en los cruces internacionales y a lo largo de las fronteras,
asimismo, mantiene patrullaje permanente en la red carre-
tera federal del país.

Actualmente, la Policía Federal mantiene en el estado de
Oaxaca, un despliegue operativo de 1,650 elementos, de
los cuáles 582 pertenecen a la Gendarmería; lo que ha per-
mitido reforzar las tareas de vigilancia y proximidad social
en beneficio de la ciudadanía.

Grupo de Coordinación Estatal

Cabe resaltar, que la Policía Federal participa conjunta-
mente con la Sedena, Semar, PGR, CISEN, y las autorida-
des estatales, en las reuniones del Grupo de Coordinación
Oaxaca, que preside el gobernador de la entidad; donde se
generan los acuerdos para la planeación, implementación
y/o reorientación de estrategias, acciones y operativos co-
ordinados, que se consideran pertinentes para atender la
problemática local en materia de seguridad.

Asimismo, en el ámbito de competencia, la Policía Federal
se encuentra trabajando de manera permanente en el esta-
do de Oaxaca, llevando a cabo acciones en materia de se-
guridad pública, prevención del delito y proximidad social;
asimismo, ha instrumentado y/o participa conjuntamente
con autoridades federales, estatales y municipales, en di-
versos programas y operativos Institucionales e Interinsti-
tucionales, entre los que destacan los siguientes:

Operativo antiasalto

Se han reforzado e incrementado las acciones de seguridad
y vigilancia en carreteras, con el objetivo de garantizar la
seguridad de las personas que viajan en vehículos y auto-
buses, así como del traslado de cargas por los caminos na-
cionales de jurisdicción federal; para ello, se han imple-
mentado puntos de revisión del autotransporte de carga y
de pasajeros, en lugares y horarios estratégicos, lo que ha
contribuido a inhibir la comisión de los delitos de robo y
asalto en carretera, así como a generar un clima de mayor
tranquilidad para la población.

Principalmente en los puntos identificados como zona de
riesgo para los usuarios de las carreteras, en los límites de
los estados de Puebla y Veracruz con Oaxaca, respectiva-
mente; así como en los pasos superiores a las vías, a fin de
evitar que sean utilizados por delincuentes para acechar y
arrojar objetos a los vehículos, con la intención de que de-
tengan su marcha.

Programa Cuadrantes Carreteros

Se mantiene la aplicación del Programa de Cuadrantes Ca-
rreteros, que son puntos de revisión estratégicos instalados
con la finalidad de reducir los índices de siniestralidad y
procurar seguridad a la integridad física y patrimonio de la
población que circula por la red carretera federal, así como
reducir los índices de siniestralidad, inhibir la comisión de
delitos y acotar los espacios de operación de las organiza-
ciones delictivas.

El estado de Oaxaca cuenta con 2 cuadrantes, que abarcan
135.57 kilómetros:

En este sentido, se han incrementado las acciones de segu-
ridad en tramos carreteros de mayor afluencia vehicular, a
través de esquemas de vigilancia móvil, estacionaria y
mixta, con el propósito de prevenir accidentes, proporcio-
nar auxilio vial; así como para disuadir las conductas de-
lictivas.

Operativos migratorios

En el marco del Operativo Contención Frontera Sur, se co-
adyuva con el Instituto Nacional de Migración (INM),
brindando apoyo en la seguridad perimetral, así como en el
rescate, resguardo y traslado de los migrantes a las estacio-
nes migratorias, ello, durante las labores de control, verifi-
cación y vigilancia, que el INM efectúa en los transportes
de pasajeros, en la zona de San Pedro Tapanatepec, en los
límites con el estado de Chiapas.

Proximidad social

Las tareas de proximidad social se llevan a cabo a fin de
fortalecer la seguridad en la entidad, promover el acerca-
miento con la población, mejorar la precepción ciudadana,
salvaguardar a las personas y sus fuentes de empleo, reac-
tivar el ciclo productivo del turismo e inhibir los delitos pa-



trimoniales, narcomenudeo y contra la Ley Federal de Ar-
mas de Fuego y Explosivos.

Esto mediante la impartición de pláticas, conferencias y ta-
lleres en centros educativos de nivel primaria hasta licen-
ciatura, dirigidas a estudiantes, docentes, padres de familia,
adultos mayores, comerciantes, así como a los diversos
sectores de la sociedad, sobre temas en materia de preven-
ción del delito, prevención de adicciones, delitos cibernéti-
cos, seguridad vial, valores, cultura de la legalidad, cuida-
do de datos personales en internet, promoción de la
denuncia ciudadana, equidad y género, y otros más.

En este rubro se ha brindado atención al Instituto de Estu-
dios Superiores de Oaxaca, Colegio de Bachilleres de Oa-
xaca (planteles números 34, 46 y 65), Escuela Secundaria
Técnica No. 6. Instituto Renacimiento del Valle, Instituto
de Estudios de Bachillerato número 271, Casa del Adulto
Mayor “Los Tamayo”, Coordinación Nacional de Organi-
zaciones Cafetaleras, Hospital de Alta Especialización de
Oaxaca, Instituto de la Juventud del estado de Oaxaca, Ins-
tituto Euroamericano Humanista y Comité Estatal contra
las Adicciones, entre otros.

De igual manera, se llevan a cabo reuniones con la comuni-
dad, integrantes de los sectores académico, empresarial, in-
dustrial, turístico, automotriz, transportistas, instituciones
públicas y privadas, líderes comunitarios, y demás grupos de
la sociedad civil, a fin de conocer sus inquietudes y necesi-
dades en materia de seguridad, para el análisis e implemen-
tación de estrategias orientadas a atender la problemática
planteada.

Bajo este esquema, se han realizado reuniones con la Fun-
dación arte y manos oaxaqueñas. Corporativo Pepsico,
Grupo Oxxo, hotel La Casona del Llano, Cinemex, Cerve-
cería Cuauhtémoc, Grupo Gamesa, Transportes Urbanos
del Sur, Consejo Regulador del Mezcal, Coppel. Asocia-
ción de Artesanos, Yakult, Walmart, Femsa, y las agencias
automotrices Subarú, Mazda, Dinastía Ford, Hundai, Che-
vrolet, entre otras.

En lo que va del presente año, elementos de Gendarmería
de la Policía Federal, han mantenido presencia y desplega-
do acciones en los siguientes municipios:

Ánimas de Trujano, Ayoquezco de Aldama, San Pedro
Mártir Yucuxaco, Ocotlán de Morelos, San Antonio
Castillo de Velasco, Mitla, Montealbán, San Antonio de
la Cal, San Pedro Ixtlahuaca, San Dionisio Ocotepec,

San Agustín de las Juntas, San Sebastián Teitipac, San-
ta Cruz Xoxocotlán, San Bartolo Coyotepec, Santa Ma-
ría del Tule, San Martín Lachilá, San Jerónimo Tlaco-
chahuaya, Zimatlán de Álvarez, Villa de Etla, Asunción
de Nochixtlán, Magdalena Apasco, Matías Romero A
ven daño, Heroica Ciudad de Huajuapan de León, Sali-
na Cruz, Oaxaca de Juárez, Miahuatlán de Porfirio Dí-
az, San Pablo Etla, Pinotepa de Don Luis, Santiago Pi-
notepa Nacional, San Juan Bautista Tuxtepec, Santa
María Colotepec, Villa de Tamazulapam del Progreso,
San Pedro Tapanatepec.

También se efectúan vigilancias estacionarias en puntos fi-
jos en tramos carreteros, acciones de seguridad perimetral,
patrullajes CRP y pie tierra en instalaciones del aeropuerto
internacional de Oaxaca, en las de Pemex, así como en el
andador turístico en la capital de la entidad, donde se con-
centra el turismo en su mayor parte.

Asimismo, durante la celebración de festividades regiona-
les de amplia concurrencia, como es el caso de la Guela-
guetza, se intensifican los recorridos pie tierra en puntos
estratégicos como parte de las labores de prevención del
delito, con el propósito de brindar orientación y apoyo a la
población.

Es importante señalar que durante las tareas de vigilancia,
que se realizan en las comunidades y zonas urbanas del es-
tado de Oaxaca, la Policía Federal atiende las solicitudes
de auxilio de la población, derivado de ello, se ha logrado
el aseguramiento de presuntos responsables de los delitos
de robo a transeúnte, robo de vehículos, narcomenudeo,
violación a la Ley Federal de Armas de Fuego y Explosi-
vos. secuestro y extorsión, entre otros; contribuyendo con
ello al fortalecimiento de la seguridad de la población oa-
xaqueña.

Cada una de estas acciones se llevan a cabo en cumpli-
miento a las facultades y obligaciones conferidas en la Ley
de la Policía Federal, y en un marco de respeto a las atri-
buciones y ámbito de competencia. entre las instancias de
la federación, los estados y los municipios, de conformidad
a lo establecido en los artículos 21, párrafos octavo y no-
veno de la Constitución Política de los Estados Unidos Me-
xicanos, 4 y 7 fracción X de la Ley General del Sistema
Nacional de Seguridad Pública.

Resulta evidente el interés y compromiso que tiene la Poli-
cía Federal en brindar el mayor apoyo posible a la entidad,
toda vez, que ante las distintas problemáticas y situaciones
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complejas, ha actuado con determinación, responsabilidad,
oportunidad, proporcionalidad y pleno respeto a los dere-
chos humanos, a fin de salvaguardar la seguridad de la po-
blación, así como a mantener el orden y la paz públicos.

Ahora bien, resulta importante tomar en consideración, que
la Policía Federal se encuentra acotada en su disponibilidad
operativa, que mantiene un despliegue itinerante de sus in-
tegrantes en las entidades federativas, y que este se realiza
en función del estado de fuerza con que cuenta la institu-
ción, las prioridades establecidas por el Gobierno de la Re-
pública, así como las actuales responsabilidades y retos en
materia de seguridad pública, que día a día se atienden en
todo el territorio nacional, con la finalidad de brindar se-
guridad y tranquilidad de todos los mexicanos.

Finalmente, se refrenda el compromiso y disposición de la
Policía Federal, para mantener una participación activa y
coordinada con autoridades de los tres órdenes de gobier-
no, en acciones que contribuyan a fortalecer las condicio-
nes de seguridad pública en el estado de Oaxaca, y a aten-
der el fenómeno delictivo en el ámbito de competencia.

Sin otro particular, aprovecho la oportunidad para enviarle
un cordial saludo.

Atentamente

México, DF, a 26 de febrero de 2016.— Licenciado Renato Sales He-
redia (rúbrica), Comisionado Nacional de Seguridad.»

El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijalva:
Se remite a la Comisión de Seguridad Pública, para su
conocimiento.

———————— o ————————

El Secretario diputado Ramón Bañales Arambula: «Es-
cudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.— Secre-
taría de Gobernación. 

Integrantes de la Mesa Directiva de la Cámara de Dipu-
tados del Honorable Congreso de la Unión.— Presentes.

En respuesta al oficio DGPL 63-II-8-0945, signado por el
diputados Jerónimo Alejandro Ojeda Anguiano, vicepresi-
dente de la Mesa Directiva de ese órgano legislativo, me
permito remitir para los fines procedentes, copia del simi-
lar número UCVPS/636/2016, suscrito por el doctor Er-

nesto H. Monroy Yurrieta, titular de la Unidad Coordina-
dora de Vinculación y Participación Social de la Secretaría
de Salud, así como de su anexo, mediante los cuales res-
ponde el punto de acuerdo por el que se solicita incluir la
detección, la atención y el tratamiento médico oportunos
del cáncer epitelial de ovario en el Catálogo Universal de
Servicios de Salud del Seguro Popular.

Sin otro particular, aprovecho la ocasión para reiterarles la
seguridad de mi consideración distinguida.

Ciudad de México, a 29 de marzo de 2016.— Maestro Valentín Martí-
nez Garza (rúbrica), titular.»

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Secretaría de Salud.

Maestro Valentín Martínez Garza, titular de la Unidad de
Enlace Legislativo de la Secretaría de Gobernación.— Pre-
sente.

Me refiero al oficio SELAP/UEL/311/496/16, de fecha 09
de marzo de 2016, mediante el cual informó que en la se-
sión de la Cámara de Diputados, celebrada el día 08 de
marzo del 2016, se aprobó el Punto de Acuerdo, que a con-
tinuación se transcribe:

Único. La Cámara de Diputados exhorta a la Secretaría
de Salud para que incluya la detección, la atención y el
tratamiento médico oportunos del cáncer epitelial de
ovario en el Catálogo Universal de Servicios de Salud
del Seguro Popular.

Al respecto me permito acompañar oficio CNPSS-DGAF-
DGAN-645-2016, suscrito por el licenciado Andrés Jesús
Sotelo Velázquez, director general adjunto de Normativi-
dad de la Comisión Nacional de Protección Social en Sa-
lud.

Con base en lo anterior he de agradecer su amable inter-
vención a efecto de remitir esta información al órgano le-
gislativo para su desahogo.

Sin otro particular, aprovecho la ocasión para enviarle un
cordial saludo.

Atentamente 

México, Ciudad de México, a 22 de marzo de 2016.— Doctor Ernesto
H. Monroy Yurrieta (rúbrica), titular de la Unidad.»



«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Secretaría de Salud.

Doctor Ernesto H. Monroy Yurrieta, titular de la Unidad
Coordinadora de Vinculación y Participación Social.—
Presente.

Me refiero a su oficio número UCVPS/601/2016, el cual es
relativo a la solicitud de opinión por parte de esta Comisión
Nacional, respecto del punto de acuerdo aprobado por la
Cámara de Diputados, en sesión celebrada el pasado 8 de
marzo de 2016, que refiere:

Único. La Cámara de Diputados exhorta a la Secretaría
de Salud para que incluya la detección, la atención y el
tratamiento médico oportuno del cáncer epitelial de
ovario en el Catálogo Universal de Servicios de Salud
del Seguro Popular”.

Al respecto, y dentro del ámbito de competencia de esta
Comisión Nacional de Protección social en Salud, me per-
mito comentarle que conforme a lo establecido en el artí-
culo 77 bis 1 de la Ley General de Salud, el Sistema de
Protección Social en Salud (SPSS) es un mecanismo de fi-
nanciamiento por el que el Estado garantiza el acceso efec-
tivo, oportuno y de calidad, sin desembolso al momento de
utilización y sin discriminación a los servicios médicos
–quirúrgicos, farmacéuticos y hospitalarios que satisfagan
de manera integral las necesidades de salud de sus benefi-
ciarios; las intervenciones actualmente cubiertas, son se-
leccionadas de forma prioritaria tomando en consideración
la sustentabilidad financiera del Sistema.

Ahora bien, se informa que en la actualidad, el cáncer de
ovario epitelial, es una patología clasificada como gasto
catastrófico por el Consejo de Salubridad General, por lo
que esta Comisión Nacional está llevando a cabo las ges-
tiones necesarias para su incorporación en la cobertura del
Sistema de Protección Social en Salud.

Sin más por el momento, reciba un cordial saludo.

Ciudad de México, a 17 de marzo de 2016.— Licenciado Andrés Jesús
Sotelo Velázquez (rúbrica), director general adjunto.»

El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijalva:
Se turna a la Comisión de Salud, para su conocimiento.

———————— o ————————

El Secretario diputado Ramón Bañales Arambula: «Es-
cudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.— Secre-
taría de Gobernación. 

Integrantes de la Mesa Directiva de la Cámara de Dipu-
tados del Honorable Congreso de la Unión.— Presentes.

En respuesta al oficio DGPL 63-II-3-259 signado por el
diputado Jerónimo Alejandro Ojeda Anguiano, entonces
vicepresidente de la Mesa Directiva de ese órgano legisla-
tivo, me permito remitir, para los fines procedentes, copia
del similar número UCVPS/612/2016 suscrito por el doc-
tor Ernesto Héctor Monroy Yurrieta, titular de la Unidad
Coordinadora de Vinculación y Participación Social de la
Secretaría de Salud, así como de sus anexos, mediante los
cuales responde el punto de acuerdo por el que se solicita
intensificar, en todos los establecimientos de atención mé-
dica del Sistema Nacional de Salud las acciones de pre-
vención de las enfermedades cardiovasculares en mujeres.

Sin otro, particular, aprovechó la ocasión para reiterarles la
seguridad de mi consideración distinguida.

Ciudad de México, a 29 de marzo de 2016.— Maestro Valentín Martí-
nez Garza (rúbrica), titular de la Unidad de Enlace Legislativo de la Se-
cretaría de Gobernación.»

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Secretaría de Salud.

Maestro Valentín Martínez Garza, titular de la Unidad de
Enlace Legislativo de la Secretaría de Gobernación.— Pre-
sente.

Me refiero al oficio SELAP/UEL/311/2567/15, de fecha 17
de diciembre de 2015, mediante el cual informó que en la
sesión de la Cámara de Diputados, celebrada el 15 de di-
ciembre de 2015, se aprobó el punto de acuerdo; que a con-
tinuación se transcribe:

“Primero. La Cámara de Diputados exhorta respetuosa-
mente a la Secretaría de Salud para que, en el ámbito de
sus facultades, intensifique en todos los establecimien-
tos de atención médica del Sistema Nacional de Salud
las acciones de prevención de las enfermedades cardio-
vasculares en mujeres; con especial atención, en aqué-
llas que epidemiológicamente se encuentren en mayor
riesgo de padecer alguna de ellas.
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Segundo. La Cámara de Diputados exhorta respetuosa-
mente a la Secretaría de Salud a que, en el ámbito de sus
facultades, realice con la mayor brevedad la evaluación
de los programas y acciones en materia de prevención
de enfermedades cardiovasculares en mujeres, a fin de
instrumentar las modificaciones necesarias para obtener
mejores resultados. Asimismo, para que realice las ac-
ciones pertinentes para el desarrollo de modelos inno-
vadores en la atención de dichas enfermedades.”

Al respecto me permito acompañar oficios CCINSHAE-
DGCINS-205-2016 y anexo, suscrito por el doctor Simón
Kawa Karasik, director general de Coordinación de Insti-
tutos Nacionales de Salud y SPPS-CAS-0420-2016 y ane-
xo, suscrito por el doctor Miguel Ángel Lutzow Steiner,
coordinador de Asesores de la Subsecretaría de Prevención
y Promoción de la Salud.

Con base en lo anterior he de agradecer su amable inter-
vención a efecto de remitir esta información al órgano le-
gislativo para su desahogo.

Sin otro particular, aprovecho la ocasión para enviarle un
cordial saludo.

Atentamente 

Ciudad de México, a 18 de marzo de 2016— Doctor Ernesto Héctor
Monroy Yurrieta (rúbrica), titular de la Unidad Coordinadora de Vin-
culación y Participación Social de la Secretaría de Salud.»

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Secretaría de Salud.

Doctor Ernesto Héctor Monroy Yurrieta, titular de la Uni-
dad Coordinadora de Vinculación y Participación Social.—
Presente.

Por instrucciones del titular de la Comisión Coordinadora
de Institutos Nacionales de Salud y Hospitales de Alta Es-
pecialidad, doctor Guillermo M. Ruiz Palacios y Santos,
hago referencia a su oficio número UCVPS/221/2016, me-
diante el cual nos informó que en la sesión de la Cámara de
Diputados, celebrada el 15 de diciembre de 2015, se apro-
bó el punto de acuerdo, que a continuación se transcribe:

“Primero. La Cámara de Diputados exhorta respetuosa-
mente a la Secretaría de Salud para que, en el ámbito de
sus facultades, intensifique en todos los establecimien-

tos de atención médica del Sistema Nacional de Salud
las acciones de prevención de las enfermedades cardio-
vasculares en mujeres; con especial atención en aquéllas
que epidemiológicamente se encuentren en mayor ries-
go de padecer alguna de ellas.

Segundo. La Cámara de Diputados exhorta respetuosa-
mente a la Secretaría de Salud a que, en el ámbito de sus
facultades, realice con la mayor brevedad la evaluación
de los programas y acciones en materia de prevención
de enfermedades cardiovasculares en mujeres, a fin de
instrumentar las modificaciones necesarias para obtener
mejores resultados. Asimismo, para que realice las ac-
ciones pertinentes para el desarrollo de modelos inno-
vadores en la atención de dichas enfermedades.”

Al respecto, anexo al presente encontrará copia simple del
oficio número INC.DM.DOC.016.023, suscrito por el di-
rector médico del Instituto Nacional de Cancerología Igna-
cio Chávez, doctor Juan Verdejo París, mismo que vierte
algunos comentarios al citado punto de acuerdo, con el
propósito de coadyuvar a fijar una postura institucional.

Sin otro particular, reciba un cordial saludo.

Atentamente

Ciudad de México, a 17 de febrero de 2016.— Doctor Simón Kawa
Karasik (rúbrica), director general de Coordinación de Institutos Na-
cionales de Salud.»

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Secretaría de Salud.

Doctor Simón Kawa Karasik, director general de Coordi-
nación de Institutos Nacionales de Salud.— Presente.

Por instrucciones del doctor Marco A. Martínez Ríos, di-
rector general de este instituto y en atención al oficio de re-
ferencia CCINSHAE-DGCINS-88-2016, de fecha 22 de
enero del presente año, mediante el cual hace referencia al
escrito UCVPS/221/2016 emitido por el titular de la Uni-
dad de Vinculación Social y Participación Social, doctor
Ernesto Héctor Monroy Yurrieta, relacionado con el punto
de acuerdo aprobado en la sesión de la Cámara de Dipu-
tados, el 15 de diciembre de 2015, me permito informar a
usted, que una vez autorizadas las propuestas realizadas
por el Consejo de Salud de la Cámara de Diputados, esta-
mos de acuerdo, tanto en su contenido como en su desa-



rrollo, aunque ambos se encuentran enmarcados en los pla-
nes de trabajo de las instituciones y a su vez en el Plan Na-
cional de Desarrollo del Ejecutivo federal.

Sin otro particular, le envío un cordial saludo.

Atentamente

Ciudad de México, a 12 de febrero de 2016.— Doctor Juan Verdejo Pa-
rís (rúbrica), director médico.»

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Secretaría de Salud.

Doctor Ernesto Héctor Monroy Yurrieta, titular de la Uni-
dad Coordinadora de Vinculación y Participación Social.—
Presente.

Por instrucciones del doctor Pablo Kuri Morales, subsecre-
tario de Prevención y Promoción de la Salud, me permito
enviarle en documento anexo, los comentarios al punto de
acuerdo con número de oficio UCVPS/220/2016, que re-
fiere:

“Primero. La Cámara de Diputados exhorta respetuosa-
mente a la Secretaría de Salud para que, en el ámbito de
sus facultades, intensifique en todos los establecimien-
tos de atención médica del Sistema Nacional de Salud
las acciones de prevención de las enfermedades cardio-
vasculares en mujeres; con especial atención en aquéllas
que epidemiológicamente se encuentren en mayor ries-
go de padecer alguna de ellas.

Segundo. La Cámara de Diputados exhorta respetuosa-
mente a la Secretaría de Salud a que, en el ámbito de sus
facultades, realice con la mayor brevedad la evaluación
de los programas y acciones en materia de prevención
de enfermedades cardiovasculares en mujeres, a fin de
instrumentar las modificaciones necesarias para obtener
mejores resultados. Asimismo, para que realice las ac-
ciones pertinentes para el desarrollo de modelos inno-
vadores en la atención de dichas enfermedades.”

Sin otro particular, reciba un cordial saludo.

Atentamente

Ciudad de México, a 28 de enero de 2016.— Doctor Miguel Ángel
Lutzow Steiner (rúbrica), coordinador de asesores.»

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Secretaría de Salud.

Doctor Miguel Ángel Lutzow Steiner, coordinador de ase-
sores de la Subsecretaría de Prevención y Promoción de la
Salud.

En respuesta al oficio SPPS-CAS-0198-2016 con fecha 14
de enero de 2016, el cual hace referencia al oficio SE-
LAP/UEL/311/2567/15, suscrito por el maestro Valentín
Martínez Garza, titular de la Unidad de Enlace Legislativo
de la Secretaría de Gobernación, me permito enviarle en
documento anexo los comentarios correspondientes al pun-
to de acuerdo.

Sin otro particular, reciba un cordial saludo.

Atentamente

Doctor Jesús Felipe González Roldán (rúbrica), Director General.»

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Secretaría de Salud.

En relación con la exposición de motivos, al acuerdo legis-
lativo que se expone en el oficio SPPS-CAS-0198-2016, se
desprenden los siguientes comentarios:

“Primero. La Cámara de Diputados exhorta respetuosa-
mente a la Secretaría de Salud para que, en el ámbito de
sus facultades, intensifique en todos los establecimien-
tos de atención médica del Sistema Nacional de Salud
las acciones de prevención de las enfermedades cardio-
vasculares en mujeres; con especial atención en aquéllas
que epidemiológicamente se encuentren en mayor ries-
go de padecer alguna de ellas.

Segundo. La Cámara de Diputados exhorta respetuosa-
mente a la Secretaría de Salud a que, en el ámbito de sus
facultades, realice con la mayor brevedad la evaluación
de los programas y acciones en materia de prevención
de enfermedades cardiovasculares en mujeres, a fin de
instrumentar las modificaciones necesarias para obtener
mejores resultados. Asimismo, para que realice las ac-
ciones pertinentes para el desarrollo de modelos inno-
vadores en la atención de dichas enfermedades.”

Con relación a la exposición de motivos, al punto de acuer-
do se desprenden los siguientes comentarios:
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En el Plan Nacional de Desarrollo, en la meta nacional,
México Incluye, Estrategia 2.3.2: incluye el “Hacer de las
acciones de protección, promoción y prevención en eje
prioritario para el mejoramiento de la salud”, está contem-
plado “Reducir la carga de morbilidad y mortalidad de en-
fermedades crónicas no transmisibles, principalmente dia-
betes e hipertensión”; así como “Instrumentar acciones
para la prevención y control del sobrepeso, obesidad y dia-
betes”.

En el año 2013 se implementó la Estrategia Nacional para
la Prevención y el Control del Sobrepeso, la Obesidad y la
Diabetes, que contempla acciones de promoción de la sa-
lud, educación en salud, prevención, detección, diagnósti-
co, tratamiento, control y seguimiento de las personas con
factores de riesgo o que ya padecen de estas enfermedades.

El Centro Nacional de Programas Preventivos de Control
de Enfermedades tiene a su cargo el Programa de Acción
Específico Prevención y Control de Obesidad y Riesgo
Cardiovascular 2013-2018, a través del cual se realizan ac-
ciones de prevención, detección oportuna, ingreso a trata-
miento, control y seguimiento en población de 20 años y
más. El programa contribuye al cumplimiento de la Estra-
tegia Transversal de Perspectiva de Género del PND 2013-
2018 al enfocar las acciones de alimentación y actividad fí-
sica saludables en mujeres y hombres reconociendo sus
diferencias biológicas, físicas y sociales.

“Que el acuerdo puede aprobarse, dado que en nuestros
programas en rectoría ya se contempla la sugerencia
propuesta”.»

El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijalva:
Se remite a la Comisión de Salud, para su conocimiento.

———————— o ————————

El Secretario diputado Ramón Bañales Arambula: «Es-
cudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.— Secre-
taría de Gobernación. 

Integrantes de la Mesa Directiva de la Cámara de Dipu-
tados del Honorable Congreso de la Unión.— Presentes.

En respuesta al oficio número DGPL 63–II–6–0256, signa-
do por la diputada Daniela de los Santos Torres, entonces
vicepresidenta de la Mesa Directiva de ese órgano legisla-
tivo, me permito remitir para los fines procedentes, copia
del similar número UCVPS/628/2016 suscrito por el doc-

tor Ernesto H. Monroy Yurrieta, titular de la Unidad Coor-
dinadora de Vinculación y Participación Social de la Se-
cretaría de Salud, así como de sus anexos, mediante los
cuales responde el punto de acuerdo por el que se exhorta
a esa dependencia a implementar medidas urgentes para la
prevención, atención y reducción de la mortalidad materna
y del embarazo adolescente con un enfoque de pleno res-
peto y promoción de los derechos humanos, priorizando
además la información con campañas de difusión y el ac-
ceso a los servicios de salud de calidad.

Sin otro  particular, aprovecho la ocasión para reiterarles la
seguridad de mi consideración distinguida.

Ciudad de México, a 29 de marzo de 2016.— Maestro Valentín Martí-
nez Garza (rúbrica), titular.»

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Secretaría de Salud.

Maestro Valentín Martínez Garza, titular de la Unidad de
Enlace Legislativo de la Secretaría de Gobernación.— Pre-
sente.

Me refiero al oficio SELAP/UEL/311/2563/15, de fecha 17
de diciembre de 2015, mediante el cual informó que en la
sesión de la Cámara de Diputados, celebrada el día 15 de
diciembre de 2015, se aprobó el punto de acuerdo, que a
continuación se transcribe:

Único. La Honorable Cámara de Diputados exhorta res-
petuosamente al gobierno federal, por conducto de la
Secretaría de Salud, a que implemente medidas urgentes
para la prevención, atención y reducción de la mortali-
dad materna y del embarazo adolescente con un enfoque
de pleno respeto y promoción de los derecho humanos,
priorizando además la información con campañas de di-
fusión y el acceso a los servicios de salud de calidad.

Al respecto me permito acompañar oficio SPPS–CAS–
1280–2016 y anexo, suscrito por el doctor Miguel Ángel
Lutzow Steiner, Coordinador de Asesores de la Subsecre-
taría de Prevención y Promoción de la Salud.

Con base en lo anterior he de agradecer su amable inter-
vención a efecto de remitir esta información al órgano le-
gislativo para su desahogo.

Sin otro particular, aprovecho la ocasión para enviarle un
cordial saludo.



Atentamente 

México, Ciudad de México, a 18 de marzo de 2016.— Doctor Ernesto
H. Monroy Yurrieta (rúbrica), titular de la Unidad.»

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Secretaría de Salud.

Doctor Ernesto H. Monroy Yurrieta, titular de la Unidad
Coordinadora de Vinculación y Participación Social.—
Presente.

Por instrucciones del doctor Pablo Kuri Morales, subsecre-
tario de Prevención y Promoción de la Salud, me permito
enviarle en documento anexo, los comentarios al punto de
acuerdo con número de oficio UCVPS/215/2016, que re-
fiere:

Único. La Honorable Cámara de Diputados exhorta res-
petuosamente al gobierno federal, por conducto de la
Secretaria de Salud, a que implemente medidas urgentes
para la prevención, atención y reducción de la mortali-
dad materna y del embarazo adolescente con un enfoque
de pleno respeto y promoción de los derecho humanos,
priorizando además la información con campañas de di-
fusión y el acceso a los servicios de salud de calidad.

Sin otro particular, reciba un cordial saludo.

Atentamente

Doctor Miguel Ángel Lutzow Steiner (rúbrica), coordinador de aseso-
res.»

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Secretaría de Salud.

Doctor Miguel Ángel Lutzow Steiner, coordinador de ase-
sores.

En atención a su oficio SPPS–CAS–1302–2016 fechado el
22 de enero de 2016, mediante el cual informa respecto del
punto de acuerdo aprobado por la Honorable Cámara de
Senadores que refiere:

Único. La Honorable Cámara de Diputados exhorta respe-
tuosamente al gobierno federal, por conducto de la Secre-
taría de Salud, a que implemente medidas urgentes para la
prevención, atención y reducción de la mortalidad materna

y del embarazo adolescente con un enfoque de pleno res-
peto y promoción de los derecho humanos, priorizando
además la información con campañas de difusión y el ac-
ceso a los servicios de salud de calidad.

Anexo al presente encontrará en formato libre las acciones
que se promueven y vigilan en este Centro Nacional a mi
cargo.

Sin otro particular le envío un cordial saludo.

Doctor Ricardo Juan García Cavazos (rúbrica), Director General.»

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Secretaría de Salud.

La mortalidad materna es un indicador básico del desarro-
llo de un país, las intervenciones oportunas y coordinadas
de prevención, promoción de la salud, atención prenatal,
seguimiento a embarazos de alto riesgo incluidos aquello
que ocurren en la población adolescente, y la mejora en la
atención de las emergencias obstétricas, han contribuido a
este gran logro.

En el marco del Programa de Acción Específico
2013–2018 de la Secretaría de Salud y, en relación al Pro-
grama de Salud Materna y Perinatal se llevan a cabo las si-
guientes líneas de acción:

– Contribuir a mejorar la calidad y la seguridad en la
atención, con base en evidencia científica y mejores
prácticas, eliminando intervenciones nocivas e innece-
sarias.

– Implemetar el desarrollo de intervenciones comunita-
rias y participativas para mejor la salud materna, peri-
natal y paternidad responsable.

– Promover, mantener y mejorar la salud de las embara-
zadas y de sus recién nacidos con un enfoque intercul-
tural y género.

– Contribuir al fortalecimiento de acciones para preve-
nir la transmisión vertical del VIH y sífilis congénita.

– Identificar oportuna riesgos en el embarazo para la
emergencia oportuna a la evaluación especializada y
contrareferencia efectiva.
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– Fortalecer la atención oportuna y de calidad en emer-
gencias obstétricas considerando redes interinstitucio-
nales efectivas de servicios.

– Fortalecer y desarrollar acciones específicas para la
prevención detección y manejo de los defectos al naci-
miento.

– Fomentar la alimentación de calidad con micronu-
trientes que favorezcan la salud materna y fetal.

– Impulsar la lactancia materna exclusiva durante los
primeros seis meses.

– Fortalecer el manejo nutricional del prematuro extre-
mo sustentado en evidencia científicas actuales y bue-
nas prácticas.

– Favorecer la disponibilidad de personal capacitado pa-
ra la atención preconcepcional, prenatal, parto, puerpe-
rio, las emergencias obstétricas y neonatales.

– Sensibilizar y capacitar al personal, para brindar aten-
ción materna y perinatal segura, competente y respetuo-
sa de los derechos humanos.

– Favorecer el acceso de métodos anticonceptivos efec-
tivos en mujeres y hombres con enfermedades que in-
crementan riesgos en el embarazo.

– Promover acciones efectivas en el embarazo y el pos-
tparto para acceder a métodos anticonceptivos acordes a
su condición.

– Promover la adquisición de insumos y equipo estraté-
gico para la atención materna y neonatal priorizando lo-
calidades de alta marginación y concentración.

– Apoyar la implantación de las unidades de atención de
parto centradas en necesidades y preferencias intercul-
turales.

– Contribuir al fortalecimiento y vinculación de los sis-
temas de información y vigilancia de la salud materna y
perinatal.

–Fortalecer e impulsar los comités para el estudio de la
muerte materna, morbilidad severa y muerte perinatal
para identificar deficiencias y corregirlas.

– Supervisar el desarrollo del programa y dar segui-
miento a las desviaciones y recomendaciones emitidas.

– Dar seguimiento al uso eficiente de los recursos y su
vinculación con resultados.

La Secretaría de Salud, ha tenido una activa participación
en el diseño e instrumentación de la Estrategia Nacional
para la Prevención del Embarazo en Adolescentes, presen-
tada por el presidente de la República el 23 de enero de
2015.

En apoyo a esta Estrategia, operan en la Secretaría de Sa-
lud, mil 278 Servicios Amigables para Adolescentes, espa-
cios creados en unidades médicas de la institución, en don-
de se proporciona información y servicios por personal
empático, sensibilizado y capacitado, en un clima de con-
fidencialidad y privacidad con absoluto respeto a los dere-
chos sexuales y reproductivos de los adolescentes.

En este sentido el Centro Nacional de Equidad de Género
y Salud Reproductiva, en el marco del Programa de Acción
Específico 2013-2018, lleva a cabo el Programa Salud Se-
xual y Responsabilidad para Adolescentes con las siguien-
tes líneas de acción.

– Difundir los derechos sexuales y reproductivos y el
respeto a la diversidad sexual de la población adoles-
cente.

–Promover la educación integral en sexualidad en coor-
dinación con diversas instancias de la Secretaría de
Educación Pública.

–Realizar y difundir campañas para prevenir embarazos
e infecciones de transmisión sexual, incluyendo el
VIH/sida, en población adolescente.

–Establecer coordinación con instituciones de Salud y
educación para homologar los contenidos educativos en
la materia.

–Implementar tecnologías de información y comunica-
ción de vanguardia para la difusión de mensajes educa-
tivos entre la población adolescente.

– Implementar campañas de información, educación y
comunicación sobre salud sexual y reproductiva que
atiendan las necesidades particulares de adolescentes.



– Promover la formación de redes comunitarias de pro-
motores juveniles en materia de salud sexual y repro-
ductiva.

– Promover la formación de redes comunitarias de pro-
motores juveniles en materia de salud sexual y repro-
ductiva.

– Diseñar e instrumentare  un modelo de atención en sa-
lud sexual y reproductiva para adolescentes indígenas,
con perspectiva intercultural.

– Fomentar la coordinación con las Organizaciones de
la Sociedad Civil (OSC) para prevenir embarazos no
planeados e infecciones de Transmisión Sexual (ITS),
incluyendo el VIH en áreas rurales e indígenas.

– Genera diversas modalidades para brindar servicios
específicos de atención a la salud sexual y reproductiva
de la población adolescente.

– Reducir las barreras institucionales y culturales que li-
mitan el acceso efectivo de adolescentes a servicio de
salud sexual y reproductiva.

– Promover la disponibilidad de servicios específicos de
salud sexual y reproductiva para adolescentes en todas
las instituciones públicas de salud.

– Desarrollar estrategias comunitarias para ampliar la
cobertura del programa.

– Fortalecer la coordinación institucional, interinstitu-
cional e intersectorial, así como con OSC, en materia de
salud sexual y reproductiva para adolescentes.

– Fortalecer la competencia técnica y humanista del per-
sonal que proporciona servicios específicos de la salud
sexual y reproductiva para adolescentes.

– Fomentar la oferta de paquete básico de salud sexual y
reproductiva en los servicios de atención a adolescentes.

– Impulsar la implementación del modelo de atención
integral en salud sexual y reproductiva para adolescen-
tes en instituciones públicas de salud.

– Mejorar el abasto de anticonceptivos y ampliar la ga-
ma de opciones, incluyendo anticonceptivos de emer-
gencia, para prevenir embarazos e ITS.

– Promover la atención del embarazo en adolescentes
como embarazo de alto riesgo, particularmente en me-
nores de 15 años.

– Fortalecer la infraestructura de servicios específicos
para este tipo de población.

– Promover la prueba de VIH entre mujeres con factor
de riesgo y fortalecer la orientación consejería en este
tema.

– Impulsar la implementación de sistemas de informa-
ción institucionales homogéneos para monitorear y dar
seguimiento a las acciones del programa.

– Favorecer la rendición de cuentas, así como la evalua-
ción y seguimiento de compromisos nacionales e inter-
nacionales en la materia.

– Gestionar el desarrollo de proyectos de investigación
para apoyar la toma de decisiones basadas en evidencia
científica.

– Establecer mecanismos de supervisión y asesoría con-
tinua a los servicios de salud sexual y reproductiva para
adolescentes.

– Elaborar informes periódicos sobre la operación y
avance del programa.

– Sensibilizar a actores clave de la población para favo-
recer el respeto a los derechos sexuales y reproductivos
de adolescentes.

– Capacitar al personal de salud en aspectos técnicos ba-
sados en evidencia científica y en las mejores prácticas.

– Difundir el marco jurídico y normativo de los dere-
chos sexuales y reproductivos de la población adoles-
cente.

– Favorecer la aplicación de leyes que regulan los usos
y costumbres que transgreden los derechos humanos de
la población adolescente.

– Colaborar en acciones interinstitucionales para propi-
ciar el desarrollo económico y social de la población
adolescente.
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– Impulsar la implementación de normas oficiales y li-
neamientos técnicos en la atención a la salud sexual y
reproductiva de adolescentes.

– Fomentar la capacitación de docentes y personal de
salud para identificar y referir casos de abuso y violen-
cia sexual entre adolescentes.

– Propiciar el acceso oportuno a métodos anticoncepti-
vos y anticoncepción de emergencia a toda adolescente
en situación de violencia sexual.

– Establecer procedimientos institucionales para la rea-
lización del aborto médico, de conformidad con lo pre-
visto en la ley.

– Incentivar la búsqueda intencionada de casos de vio-
lencia sexual en toda adolescente embarazada, princi-
palmente en menores de 15 años de edad.

– Impulsar la aplicación de la normatividad sobre vio-
lencia, en unidades que proporcionan servicios de salud
sexual y reproductiva para adolescentes.

– Promover la investigación sobre las formas de violen-
cia sexual contra adolescentes.

En el marco de los derechos humanos y con base en la
“Guía para la aplicación del enfoque de derechos humanos
a la salud materna”, del Alto comisionado de las Naciones
Unidas para los Derechos Humanos, en México se ha pues-
to en marcha a través de su difusión en el Comité Nacional
de “Arranque Parejo en la Vida” y en el Subcomité de Eva-
luación y Seguimiento de referido Comité Nacional, lo
cual:

1.  Permite ocuparse de la salud en general y no de en-
fermedades aisladas.

2. Promover la mejora la calidad de la atención en salud
materna y no solamente evita defunciones o la morbili-
dad asociadas a la maternidad.

3. Deja de ver a las mujeres como receptoras pasivas de
tratamiento médico, para verlas como agentes activas
con el derecho a participar en las decisiones que se to-
man sobre sus cuerpos y sus vidas.

4. Empodera a las mujeres para que reivindiquen sus de-
rechos.

5. Logra transformar al sistema nacional de salud de un
aparato administrativo de intervenciones e insumos bá-
sicos, a un sistema justo y efectivo de la salud.

6. Implica que los servicios de salud se otorgan como
parte de las obligaciones

Jurídicamente vinculantes que tiene el Estado, para ga-
rantizar los derechos fundamentales de las mujeres.

7. Incluye la entrega de servicios de salud oportunos, re-
solutivos y de calidad que satisfacen las necesidades de
las mujeres al mismo tiempo que garantizan el derecho
a la salud, a la no discriminación, al consentimiento in-
formado, al buen trato, entre otros.

8. Implica adoptar medidas para garantizar la totalidad
de los derechos vinculados a la salud sexual y repro-
ductiva.

9. en el caso de México, implica adoptar las medidas
apropiadas para eliminar la discriminación contra la
mujer, la violencia basada en el género, el matrimonio
precoz y/o forzado, el embarazo a temprana edad y,
otras prácticas nocivas que aún se mantienen vigentes
en muchas de nuestras comunidades.

Lo anterior, favorece a crear un entorno propicio para que
las mujeres reclamen sus derechos, lo que implica:

– Garantizar el acceso a la educación integral de la se-
xualidad, el acceso a información sobre salud sexual re-
productiva, y la eliminación de las leyes y prácticas.

– Trabajar a favor del acceso universal a los servicios de
salud materna, incluyendo los servicios de anticoncep-
ción y planificación familiar, lo que implica.

• La cobertura universal de los servicios para toda la
población, incluyendo a las personas que viven en
situación de pobreza y las/los adolescentes.

• La expansión de los servicios para que éstos lle-
guen a todas las localidades incluyendo aquellas ais-
ladas y dispersas.

• Asegurar que las instalaciones, bienes y servicios,
estén disponibles, accesibles, aceptables y de buena
calidad.»



El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijalva:
Se turna a la Comisión de Salud, para su conocimiento.

———————— o ————————

El Secretario diputado Ramón Bañales Arambula: «Es-
cudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.— Comi-
sión Nacional de los Derechos Humanos.

Diputado José de Jesús Zambrano Grijalva, Presidente de
la Mesa Directiva de la Cámara de Diputados del Honora-
ble Congreso de la Unión de la LXIII Legislatura.— Pre-
sente.

Distinguido diputado federal:

Con fecha 16 de marzo del año en curso, con fundamento
en los artículos 102, Apartado B, de la Constitución Políti-
ca de los Estados Unidos Mexicanos; 6o., fracciones VII,
VIII, XII Y XIII, así como 15, fracción VIII, de la ley que
rige la actuación de la Comisión Nacional de los Derechos
Humanos, y que la faculta para impulsar acciones encami-
nadas a reforzar la protección y observancia plena de los
derechos humanos, a través de recomendaciones, diagnós-
ticos y opiniones, entre otros documentos que constituyen
un referente para ello, se emitió el Pronunciamiento sobre
el derecho a la protección de la salud de las personas inter-
nas en los Centros Penitenciarios de la República Mexica-
na.(2)

(2) El documento solo será consultable en la versión
electrónica del Diario de los Debates de esta fecha en el
Anexo “A”.

Derivado de lo anterior, me permito enviarlo anexo al pre-
sente, en espera de que éste contribuya a orientar las polí-
ticas públicas que garanticen el respeto por los derechos
humanos de las personas que se encuentran en los centros
de reclusión.

Sin otro particular, reitero a usted la seguridad de mi con-
sideración distinguida.

Ciudad de México, a 29 de marzo de 2016.— Licenciado Luis Raúl
González Pérez (rúbrica), Presidente.»

El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijalva:
Remítase a la Comisión de Derechos Humanos, para su
conocimiento.

———————— o ————————

El Secretario diputado Ramón Bañales Arambula: «Es-
cudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.— Secre-
taría de Hacienda y Crédito Público.

Diputado José de Jesús Zambrano Grijalva, Presidente de
la Mesa Directiva de la Cámara de Diputados del Honora-
ble Congreso de la Unión.— Presente.

Con fundamento en lo dispuesto en el artículo 107, frac-
ción II, de la Ley Federal de Presupuesto y Responsabili-
dad Hacendaria, me permito enviar la información relativa
a la evolución de las finanzas públicas, incluyendo los re-
querimientos financieros del sector público y su saldo his-
tórico, los montos de endeudamiento interno neto, el canje
o refinanciamiento de obligaciones del erario federal, en
los términos de la Ley General de Deuda Pública, y el cos-
to total de las emisiones de deuda interna y externa corres-
pondientes a febrero de 2016.(3)

(3) El documento solo será consultable en la versión
electrónica del Diario de los Debates de esta fecha en el
Anexo “A”.

Asimismo se informa sobre la recaudación federal partici-
pable que sirvió de base para el cálculo del pago de las par-
ticipaciones a las entidades federativas, así como el pago
de éstas, desagregadas por tipo de fondo, de acuerdo con lo
establecido en la Ley de Coordinación Fiscal, y por entidad
federativa, efectuando en ambos casos la comparación co-
rrespondiente con febrero de 2015.

De igual forma, en términos del artículo 22, fracción I, de
la Ley del Servicio de Administración Tributaria, se pro-
porciona la información sobre la evolución de la recauda-
ción para febrero de 2016.

Sin otro particular, reciba un cordial saludo.

Ciudad de México, a 30 de marzo de 2016.— Fernando Aportela Ro-
dríguez (rúbrica), Subsecretario de Hacienda y Crédito Público.»

El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijalva:
Remítase a las Comisiones de Hacienda y Crédito Pú-
blico, y de Presupuesto y Cuenta Pública, para su cono-
cimiento.

———————— o ————————
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El Secretario diputado Juan Manuel Celis Aguirre:
«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Cámara de Diputados.— Comisión de Presupuesto y
Cuenta Pública.

Diputado José de Jesús Zambrano Grijalva, Presidente de la
Mesa Directiva de la Cámara de Diputados.— Presente.

En cumplimiento de lo dispuesto por el artículo décimo ter-
cero transitorio del Presupuesto de Egresos de la Federa-
ción para el Ejercicio Fiscal 2016, y con fundamento en el
artículo 45, numeral 6, inciso g), de la Ley Orgánica del
Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos, así
como en los artículos 150, numeral 1, fracción VIII, y 157,
numeral 1, fracción II, del Reglamento de la Cámara de
Diputados, se presenta el reporte siguiente:
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Aprovecho la ocasión para saludarle cordialmente.

Atentamente

Palacio Legislativo, a 30 de marzo de 2016.— Diputado Alfredo del
Mazo Maza (rúbrica), Presidente de la Comisión de Presupuesto y
Cuenta Pública.»

El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijalva:
De enterado.



SOLICITUD DE LICENCIA

El Secretario diputado Juan Manuel Celis Aguirre:
«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Cámara de Diputados.— LXIII Legislatura.

Diputado José de Jesús Zambrano Grijalva, Presidente de
la Mesa Directiva de la Cámara de Diputados.— Presente.

El que suscribe, en su carácter de diputado federal inte-
grante de la LXIII Legislatura y perteneciente al Grupo
Parlamentario del Partido Revolucionario Institucional, se
permite exponer:

Que con base en lo establecido en los artículos 6o., frac-
ción XVI, y 13 del Reglamento de la Cámara de Diputados,
me permito solicitar a usted licencia para separarme del
ejercicio de mi encargo, a partir del 29 de marzo del pre-
sente año y por tiempo indefinido.

Por lo expuesto, solicito que se dé el curso legal que co-
rresponda a mi solicitud. Sin más por el momento, agra-
dezco sus finas atenciones.

Atentamente

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 29 de marzo de 2016.— Diputado
Alberto Silva Ramos (rúbrica).»

El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijalva:
A la Secretaría pido dar cuenta con los puntos de acuerdo.

El Secretario diputado Juan Manuel Celis Aguirre: Pri-
mero. Se concede licencia por tiempo indefinido al dipu-
tado Alberto Silva Ramos, para separarse de sus funciones
como diputado federal electo en el tercer distrito electoral
del estado de Veracruz, a partir de esta fecha.

Segundo. Llámese al suplente.

El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijalva:
Consulte la Secretaría, en votación económica, si son de
aprobarse los puntos de acuerdo.

El Secretario diputado Juan Manuel Celis Aguirre: Las
diputadas y los diputados que estén por la afirmativa sír-
vanse manifestarlo, gracias. Las diputadas y los diputados
que estén por la negativa sírvanse manifestarlo. Señor pre-
sidente, mayoría por la afirmativa.

El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijalva:
Aprobada. Comuníquese.

MINUTA

LEY FEDERAL DE PROCEDIMIENTO CONTENCIO-
SO ADMINISTRATIVO

El Secretario diputado Juan Manuel Celis Aguirre:
«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Cámara de Senadores.— México, DF.

Secretarios de la Cámara de Diputados.— Presentes.

Para los efectos constitucionales, me permito remitir a us-
tedes expediente que contiene proyecto de decreto por el
que se reforman, adicionan y derogan diversas disposicio-
nes de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Ad-
ministrativo.

Atentamente

Ciudad de México, a 17 de marzo de 2016.— Senadora Rosa Adriana
Díaz Lizama (rúbrica), vicepresidenta.»

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Cámara de Senadores.— México, DF.

Proyecto de

Decreto por el que se reforman, adicionan y derogan di-
versas disposiciones de la Ley Federal de Procedimien-
to Contencioso Administrativo

Artículo Único. Se reforman la fracción III del artículo 1-
A; la fracción III del artículo 7; las fracciones I y II del artí-
culo 13; los párrafos primero y segundo de la fracción I y úl-
timo párrafo del artículo 14; el párrafo primero del artículo
17; el párrafo primero del artículo 18; el párrafo primero del
artículo 19; los párrafos primero, segundo y tercero del artí-
culo 24; el párrafo primero del artículo 25; el artículo 26; el
primer párrafo y se elimina el segundo párrafo del artículo
27; las fracciones III y IV y se elimina el tercer párrafo del
inciso b) de la fracción II del artículo 28; el artículo 47; el
párrafo segundo, inciso a), fracción I del artículo 48; el pri-
mer párrafo del artículo 49; los párrafos segundo y sexto del
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artículo 52; el último párrafo del artículo 53; la fracción II y
se eliminan los párrafos penúltimo y último del artículo 57;
el último párrafo del artículo 58; el artículo 58-J; el artículo
58-2; el artículo 58-13; el artículo 59; el artículo 65; el artí-
culo 66; el párrafo primero, la fracción II y el párrafo se-
gundo del artículo 67; el artículo 68; el primer párrafo del ar-
tículo 75; el primer párrafo del artículo 77. Se adicionan la
fracción III Bis del artículo 1-A; el segundo párrafo del artí-
culo 4, recorriéndose el subsecuente; un párrafo tercero al
artículo 5, recorriéndose los subsecuentes; el artículo 7 Bis;
la fracción XVI al artículo 8, recorriéndose la subsecuente;
un cuarto párrafo al artículo 19; el artículo 28 Bis; un párra-
fo segundo a la fracción I y los párrafos segundo, tercero y
cuarto del artículo 43; un párrafo segundo al artículo 58-12;
la fracción X al artículo 63; un tercer y cuarto párrafo al ar-
tículo 67. Se DEROGAN: la fracción X del artículo 1-A; el
párrafo segundo del artículo 27; la fracción III del artículo
52; las fracciones III y IV del artículo 67; y el artículo 69, to-
dos de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Admi-
nistrativo, para quedar de la siguiente manera:

Artículo 1-A. …

I. y II. …

III. Boletín Jurisdiccional: Medio de comunicación ofi-
cial electrónico, a través del cual el Tribunal da a cono-
cer las actuaciones o resoluciones en los juicios conten-
ciosos administrativos federales que se tramitan ante el
mismo.

III Bis. Aviso electrónico: Mensaje enviado a la direc-
ción de correo electrónico de las partes de que se reali-
zará una notificación por Boletín Jurisdiccional.

I. a IX. …

X. (Se deroga)

XI. a XVI. …

Artículo 4o. …

Las personas morales para presentar una demanda o cual-
quier promoción podrán optar por utilizar su firma electró-
nica avanzada o bien hacerlo con la firma electrónica avan-
zada de su representante legal; en el primer caso, el titular
del certificado de firma será la persona moral.

Artículo 5o. …

Se presumirá, salvo prueba en contrario, que la presenta-
ción en el Sistema de Justicia en Línea de demandas o pro-
mociones enviadas con la firma electrónica avanzada de
una persona moral, la hizo el Administrador Único o el
Presidente del Consejo de Administración de dicha perso-
na, atendiendo a quien ocupe dicho cargo al momento de la
presentación.

Artículo 7o. …

I. y II. …

III. Informan el estado procesal que guarda el juicio a
personas que no estén autorizadas por las partes en los
términos de esta Ley, salvo que se trate de notificacio-
nes por Boletín Jurisdiccional o en los supuestos en que
la legislación en materia de transparencia y acceso a la
información pública, disponga que tal cuestión deba ha-
cerse de su conocimiento.

…

Artículo 7o Bis. Las partes, representantes legales, autori-
zados, delegados, testigos, peritos y cualquier otra persona,
tienen el deber de conducirse con probidad y respeto hacia
sus contrapartes y funcionarios del Tribunal en todos los
escritos, promociones, oficios, comparecencias o diligen-
cias en que intervengan; en caso contrario, el Magistrado
Instructor, los Magistrados Presidentes de las Secciones o
el Magistrado Presidente del Tribunal, previo apercibi-
miento, podrán imponer a la persona que haya firmado la
promoción o incurrido en la falta en la diligencia o compa-
recencia, una multa entre cien y mil quinientas veces el sa-
lario mínimo general vigente en el Distrito Federal al mo-
mento en que se incurrió en la falta. De igual manera,
podrá imponerse una multa, con esos parámetros, a quien
interponga demandas, recursos o promociones notoriamen-
te frívolas e improcedentes.

Artículo 8o. …

I. a XV. …

XVI. Cuando la demanda se hubiere interpuesto por la
misma parte y en contra del mismo acto impugnado, por
dos o más ocasiones.



XVII. En los demás casos en que la improcedencia re-
sulte de alguna disposición de esta Ley o de una ley fis-
cal o administrativa.

…

Artículo 13. …

I. De treinta días siguientes a aquél en el que se dé al-
guno de los supuestos siguientes:

a)…

b)…

II. De treinta días siguientes a aquél en el que surta
efectos la notificación de la resolución de la Sala o Sec-
ción que habiendo conocido una queja, decida que la
misma es improcedente y deba tramitarse como juicio.
Para ello, deberá prevenirse al promovente para que,
dentro de dicho plazo, presente demanda en contra de la
resolución administrativa que tenga carácter definitivo.

III. …

…

…

…

Artículo 14.

I. El nombre del demandante, domicilio fiscal, así como
domicilio para oír y recibir notificaciones dentro de la
jurisdicción de la Sala Regional competente, y su direc-
ción de correo electrónico.

Cuando se presente alguno de los supuestos a que se re-
fiere el Capítulo XI, del Título II, de esta Ley, el juicio
será tramitado por el Magistrado Instructor en la vía su-
maria.

II. a VIII. …

…

…

…

…

…

Cuando no se señale dirección de correo electrónico, no
se enviará el aviso electrónico que corresponda.

Artículo 17. Se podrá ampliar la demanda, dentro de los
diez días siguientes a aquél en que surta efectos la notifi-
cación del acuerdo que admita su contestación, en los ca-
sos siguientes:

I. a V. …

Artículo 18. El tercero, dentro de los treinta días siguien-
tes a aquél en que se corra traslado de la demanda, podrá
apersonarse en juicio mediante escrito que contendrá los
requisitos de la demanda o de la contestación, según sea el
caso, así como la justificación de su derecho para interve-
nir en el asunto.

Artículo 19. Admitida la demanda se correrá traslado de
ella al demandado, emplazándolo para que la conteste den-
tro de los treinta días siguientes a aquél en que surta efec-
tos el emplazamiento. El plazo para contestar la ampliación
de la demanda será de diez días siguientes a aquél en que
surta efectos la notificación del acuerdo que admita la am-
pliación. Si no se produce la contestación en tiempo y for-
ma, o ésta no se refiere a todos los hechos, se tendrán co-
mo ciertos los que el actor impute de manera precisa al
demandado, salvo que por las pruebas rendidas o por he-
chos notorios resulten desvirtuados.

…

…

Las dependencias, organismos o autoridades cuyos actos
o resoluciones sean susceptibles de impugnarse ante el
tribunal, así como aquéllas encargadas de su defensa en
el juicio y quienes puedan promover juicio de lesividad,
deben registrar su dirección de correo electrónico insti-
tucional, así como el domicilio oficial de las unidades
administrativas a las que corresponda su representación
en los juicios contencioso administrativos, para el efecto
del envío del aviso electrónico, salvo en los casos en que
ya se encuentren registrados en el Sistema de Justicia en
Línea.
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Artículo 24. Una vez iniciado el juicio contencioso admi-
nistrativo, salvo en los casos en que se ocasione perjuicio
al interés social o se contravengan disposiciones de orden
público, y con el fin de asegurar la eficacia de la sentencia,
el magistrado instructor podrá decretar la suspensión de la
ejecución del acto impugnado, a fin de mantener la situa-
ción de hecho existente en el estado en que se encuentra,
así como todas las medidas cautelares positivas necesarias
para evitar que el litigio quede sin materia o se cause un da-
ño irreparable al actor.

La suspensión de la ejecución del acto impugnado se tra-
mitará y resolverá exclusivamente de conformidad con el
procedimiento previsto en el artículo 28 de esta ley.

Las demás medidas cautelares se tramitarán y resolverán
de conformidad con el procedimiento previsto en la pre-
sente disposición jurídica y los artículos 24 Bis, 25, 26 y 27
de esta ley.

Artículo 25. El acuerdo que admita el incidente de petición
de medidas cautelares, deberá emitirse dentro de las vein-
ticuatro horas siguientes a su interposición, en dicho acuer-
do se ordenará correr traslado a quien se impute el acto ad-
ministrativo o los hechos objeto de la controversia,
pidiéndole un informe que deberá rendir en un plazo de se-
tenta y dos horas siguientes a aquél en que surta efectos la
notificación del acuerdo respectivo. Si no se rinde el infor-
me o si éste no se refiere específicamente a los hechos que
le impute el promovente, dichos hechos se tendrán por
ciertos. En el acuerdo a que se refiere este párrafo, el Ma-
gistrado Instructor resolverá sobre las medidas cautelares
previas que se le hayan solicitado.

Artículo 26. El magistrado instructor podrá decretar medi-
das cautelares positivas, entre otros casos, cuando, tratán-
dose de situaciones jurídicas duraderas, se produzcan da-
ños substanciales al actor o una lesión importante del
derecho que pretende por el simple transcurso del tiempo.

Artículo 27. En los casos en los que las medidas cautela-
res puedan causar daños a terceros, el Magistrado Instruc-
tor las ordenará siempre que el actor otorgue garantía bas-
tante para reparar, mediante indemnización, los daños y
perjuicios que con ellas pudieran causarse si no obtiene
sentencia favorable en el juicio; garantía que deberá expe-
dirse a favor de los terceros que pudieran tener derecho a
la reparación del daño o a la indemnización citada y que-
dará a disposición de la Sala Regional que corresponda. Si

no es cuantificable la indemnización respectiva, se fijará
discrecionalmente el importe de la garantía, expresando los
razonamientos lógicos y jurídicos respectivos. Si se carece
por completo de datos que permitan el ejercicio de esta fa-
cultad, se requerirá a las partes afectadas para que propor-
cionen todos aquéllos que permitan conocer el valor pro-
bable del negocio y hagan posible la fijación del monto de
la garantía.

Por su parte, la autoridad podrá obligarse a resarcir los da-
ños y perjuicios que se pudieran causar al particular; en cu-
yo caso, el Tribunal, considerando las circunstancias del
caso, podrá no dictar las medidas cautelares. En este caso,
si la sentencia definitiva es contraria a la autoridad, el Ma-
gistrado Instructor, la Sala Regional, la Sección o el Pleno,
deberá condenarla a pagar la indemnización administrativa
que corresponda.

Artículo 28. …

I. …

a)…

b)

II. …

a)…

1. …

2. …

b) En los casos en que la suspensión pudiera causar
daños o perjuicios a terceros, se concederá si el soli-
citante otorga garantía bastante para reparar el daño
o indemnizar el perjuicio que con ella se cause, si és-
te no obtiene sentencia favorable.

En caso de afectaciones no estimables en dinero, de
proceder la suspensión, se fijará discrecionalmente
el importe de la garantía.

c)…

d)…

III. ...



a) La solicitud podrá ser formulada en la demanda o
en escrito diverso presentado ante la Sala en que se
encuentre radicado el juicio, en cualquier tiempo
mientras no se dicte sentencia definitiva.

b)…

c) El magistrado instructor deberá proveer sobre la
suspensión provisional de la ejecución, dentro de las
veinticuatro horas siguientes a la presentación de la
solicitud.

d) El magistrado instructor requerirá a la autoridad
demandada un informe relativo a la suspensión de-
finitiva, el que se deberá rendir en el término de
cuarenta y ocho horas siguientes a aquél en que
surta efectos la notificación del acuerdo respecti-
vo. Vencido el término, con el informe o sin él, el
Magistrado resolverá lo que corresponda, dentro
de los cinco días siguientes.

IV. Mientras no se dicte sentencia definitiva en el juicio,
el magistrado instructor podrá modificar o revocar la re-
solución que haya concedido o negado la suspensión de-
finitiva, cuando ocurra un hecho superveniente que lo
justifique.

V. …

Artículo 28 Bis. Las medidas cautelares positivas y la sus-
pensión de la ejecución del acto impugnado podrán quedar
sin efecto si la contraparte exhibe contragarantía para in-
demnizar los daños y perjuicios que pudieran causarse a la
parte actora. Además la contragarantía deberá cubrir los
costos de la garantía que hubiese otorgado la parte actora,
la cual comprenderá, entre otros aspectos, los siguientes:

I. Los gastos o primas pagados, conforme a la ley, a la
empresa legalmente autorizada que haya otorgado la ga-
rantía;

II. Los gastos legales de la escritura respectiva y su re-
gistro, así como los de cancelación y su registro, cuan-
do la parte actora hubiere otorgado garantía hipotecaria;

III. Los gastos legales acreditados para constituir el de-
pósito; y/o

IV. Los gastos efectivamente erogados para constituir la
garantía, siempre que estén debidamente comprobados
con la documentación correspondiente.

No se admitirá la contragarantía si de ejecutarse el acto im-
pugnado o de no concederse la medida cautelar positiva
queda sin materia el juicio o cuando resulte en extremo di-
fícil restituir las cosas al estado que guardaban antes del
inicio del juicio, lo cual deberá ser motivado por el Magis-
trado Instructor.

Artículo 43. …

I. …

Los peritos deberán rendir su propio dictamen autóno-
mo e independiente y exponer sus razones o sustentos
en los que se apoyan, por lo que no deberán sustentar su
dictamen en las respuestas expuestas por otro perito, ni
remitirse a ellas para justificar su opinión técnica.

II. a V. …

El magistrado instructor, dentro del plazo de tres días pos-
teriores a la notificación del acuerdo que tenga por rendido
el dictamen del perito tercero, podrá ordenar que se lleve a
cabo el desahogo de una junta de peritos, en la cual se plan-
teen aclaraciones en relación a los dictámenes. El acuerdo
por el que se fije el lugar, día y hora para la celebración de
la junta de peritos deberá notificarse a todas las partes, así
como a los peritos.

En la audiencia, el magistrado instructor podrá requerir que
los peritos hagan las aclaraciones correspondientes, de-
biendo levantar el acta circunstanciada correspondiente.

En el caso de la Sala Superior del Tribunal, el magistrado
ponente podrá ordenar directamente la reapertura de la ins-
trucción del juicio, a efecto de que la junta de peritos se re-
alice en la Secretaría General o Adjunta de Acuerdos o en
la Sala Regional, la cual podrá llevarse a cabo a través de
medios electrónicos.

Artículo 47. El magistrado instructor, cinco días después
de que haya concluido la sustanciación del juicio y/o no
existiere ninguna cuestión pendiente que impida su resolu-
ción, notificará a las partes que tienen un término de cinco
días para formular alegatos de lo bien probado por escrito.
Los alegatos presentados en tiempo deberán ser considera-
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dos al dictar sentencia; dichos alegatos no pueden ampliar
la litis fijada en los acuerdos de admisión a la demanda o
de admisión a la ampliación a la demanda, en su caso.

Al vencer el plazo de cinco días a que se refiere el párrafo
anterior, con alegatos o sin ellos, quedará cerrada la ins-
trucción del juicio, sin necesidad de una declaratoria ex-
presa, y a partir del día siguiente empezarán a computarse
los plazos previstos en el artículo 49 de esta Ley.

Artículo 48. …

I. …

a)…

Tratándose de la cuantía, el valor del negocio será
determinado por el pleno jurisdiccional de la Sala
Superior, mediante la emisión del acuerdo general
correspondiente.

b)…

II. …

a) a d)…

Artículo 49. La sentencia se pronunciará por unanimidad o
mayoría de votos de los magistrados integrantes de la sala,
dentro de los cuarenta y cinco días siguientes a aquél en
que haya quedado cerrada la instrucción en el juicio. Para
este efecto, el magistrado instructor formulará el proyecto
respectivo dentro de los treinta días siguientes al cierre de
instrucción. Para dictar resolución en los casos de sobre-
seimiento, por alguna de las causas previstas en el artículo
9o de esta Ley, no será necesario que se hubiese cerrado la
instrucción.

…

…

…

Artículo 52. …

I. y II. …

III. (Se deroga)

IV. y V. …

Si la sentencia obliga a la autoridad a realizar un deter-
minado acto o iniciar un procedimiento, conforme a lo
dispuesto en la fracción IV, deberá cumplirse en un pla-
zo de cuatro meses tratándose del Juicio Ordinario o un
mes tratándose del Juicio Sumario de conformidad con
lo previsto en el artículo 58-14 de la presente Ley, con-
tados a partir de que la sentencia quede firme.

…

…

…

Transcurridos los plazos establecidos en este precepto,
sin que se haya dictado la resolución definitiva, preclui-
rá el derecho de la autoridad para emitirla salvo en los
casos en que el particular, con motivo de la sentencia,
tenga derecho a una resolución definitiva que le confie-
ra una prestación, le reconozca un derecho o le abra la
posibilidad de obtenerlo.

…

…

Artículo 53.

I. a III. …

A partir de que quede firme una sentencia y cause eje-
cutoria, correrán los plazos para el cumplimiento de las
sentencias, previstos en los artículos 52 y 58-14 de esta
ley.

Artículo 57. …

I. …

II. En los casos de condena, la sentencia deberá precisar
la forma y los plazos en los que la autoridad cumplirá
con la obligación respectiva, conforme a las reglas esta-
blecidas en el artículo 52 de esta Ley.

Cuando se interponga el juicio de amparo o el recurso
de revisión, se suspenderá el efecto de la sentencia has-
ta que se dicte la resolución que ponga fin a la contro-
versia.



Artículo 58. …

I. a IV. …

Existiendo resolución administrativa definitiva, si el
Magistrado Instructor, la Sala Regional, la Sección o el
Pleno consideran que la queja es improcedente, porque
se plantean cuestiones novedosas que no fueron materia
de la sentencia, prevendrán al promovente para que pre-
sente su demanda dentro de los treinta días siguientes a
aquél en que surta efectos la notificación del auto res-
pectivo, reuniendo los requisitos legales, en la vía co-
rrespondiente, ante la misma Sala Regional que conoció
del primer juicio, la que será turnada al mismo Magis-
trado Instructor de la queja. No deberá ordenarse el trá-
mite de un juicio nuevo si la queja es improcedente por
la falta de un requisito procesal para su interposición.

Artículo 58-J. Cualquier actuación en el Juicio en Línea se
efectuará a través del Sistema de Justicia en Línea del Tri-
bunal en términos del presente capítulo. Dichas actuacio-
nes serán validadas con las firmas electrónicas avanzadas
de los magistrados y secretarios de acuerdos que den fe se-
gún corresponda.

Artículo 58-2. Cuando se impugnen resoluciones definiti-
vas cuyo importe no exceda de quince veces el salario mí-
nimo general vigente en el Distrito Federal elevado al año
al momento de su emisión, procederá el Juicio en la vía
Sumaria siempre que se trate de alguna de las resoluciones
definitivas siguientes:

I. a V. …

Para determinar la cuantía en los casos en los incisos I),
III), y V), sólo se considerará el crédito principal sin ac-
cesorios ni actualizaciones. Cuando en un mismo acto
se contenga más de una resolución de las mencionadas
anteriormente no se acumulará el monto de cada una de
ellas para efectos de determinar la procedencia de esta
vía.

La demanda deberá presentarse dentro de los treinta dí-
as siguientes a aquél en que surta efectos la notificación
de la resolución impugnada, de conformidad con las dis-
posiciones de esta Ley ante la Sala Regional competen-
te.

La interposición del juicio en la vía incorrecta no gene-
ra el desechamiento, improcedencia o sobreseimiento.

En todos los casos, y en cualquier fase del procedimien-
to, mientras no haya quedado cerrada la instrucción, el
magistrado instructor debe reconducir el juicio en la vía
correcta, debiendo realizar las regularizaciones que co-
rrespondan, siempre y cuando no impliquen repetir al-
guna promoción de las partes.

Artículo 58-12.

En el momento en que el Magistrado Instructor advierta
que el expediente se encuentra debidamente integrado,
otorgará a las partes un término de tres días para que for-
mulen alegatos, quedando cerrada la instrucción una vez
fenecido dicho plazo, con o sin la presentación de dichos
alegatos.

Artículo 58-13. Una vez cerrada la instrucción, el magis-
trado pronunciará sentencia dentro de los diez días si-
guientes, salvo en los casos en que se haya ejercido facul-
tad de atracción, o se actualice la competencia especial de
la Sala Superior, supuestos en los cuales, deberá estarse a
lo dispuesto por el artículo 48, fracción II, inciso d), de es-
ta Ley, a efecto de que sea resuelto por el Pleno o la Sec-
ción respectiva, con los plazos y las reglas correspondien-
tes a ello, de conformidad con esta ley.

Artículo 59. El recurso de reclamación procederá en con-
tra de las resoluciones del magistrado instructor que admi-
tan, desechen o tengan por no presentada la demanda, la
contestación, la ampliación de ambas o alguna prueba; las
que decreten o nieguen el sobreseimiento del juicio antes
del cierre de instrucción; aquéllas que admitan o rechacen
la intervención del tercero. La reclamación se interpondrá
ante la Sala o Sección respectiva, dentro de los diez días si-
guientes a aquél en que surta efectos la notificación de que
se trate.

Artículo 63. …

I. a IX. …

X. Que en la sentencia se haya declarado la nulidad, con
motivo de la inaplicación de una norma general, en ejer-
cicio del control difuso de la constitucionalidad y de la
convencionalidad realizado por la sala, sección o pleno
de la Sala Superior.

…

…
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…

…

Artículo 65. Las notificaciones a los particulares y a las
autoridades en el juicio deberán realizarse por medio del
Boletín Jurisdiccional, enviándose previamente un aviso
electrónico a su dirección de correo electrónico o dirección
de correo electrónico institucional según sea el caso, de
que se realizará la notificación, a más tardar el tercer día si-
guiente a aquél en que el expediente haya sido turnado al
actuario para ese efecto. El aviso de notificación deberá ser
enviado cuando menos con tres días de anticipación a la
publicación del acuerdo, resolución o sentencia de que se
trate en el Boletín Jurisdiccional.

Las notificaciones electrónicas a las partes se entenderán
realizadas con la sola publicación en el Boletín Jurisdic-
cional, y con independencia del envío, cuando así proceda,
de los avisos electrónicos.

Los particulares y las autoridades, mientras no se haya re-
alizado la notificación por Boletín Jurisdiccional, podrán
apersonarse en el Tribunal para ser notificados personal-
mente. Una vez realizada la notificación por Boletín Juris-
diccional, las partes, cuando esto proceda, deberán acudir
al Tribunal a recoger sus traslados de ley, en el entendido
de que con o sin la entrega de los traslados, los plazos co-
menzarán a computarse a partir del día siguiente al en que
surta efectos la notificación correspondiente. El Actuario o
el Secretario de Acuerdos, en todos los casos, previo le-
vantamiento de razón, entregará los traslados de ley.

La notificación surtirá sus efectos al tercer día hábil si-
guiente a aquél en que se haya realizado la publicación en
el Boletín Jurisdiccional o al día hábil siguiente a aquél en
que las partes sean notificadas personalmente en las insta-
laciones designadas por el Tribunal, cuando así proceda, en
términos de lo establecido por el artículo 67 de esta ley.

Dicho aviso deberá incluir el archivo electrónico que con-
tenga el acuerdo y en el caso del emplazamiento, el escrito
de demanda correspondiente.

Artículo 66. La lista de autos y resoluciones dictados por
un Magistrado o Sala, se publicará en el Boletín Jurisdic-
cional.

En el Boletín Jurisdiccional deberá indicarse la denomina-
ción de la Sala y ponencia del magistrado que corresponda,

el número de expediente, la identificación de las autorida-
des a notificar y, en términos de la normatividad aplicable
en materia de protección de datos personales, en su caso, el
nombre del particular; así como una síntesis del auto, reso-
lución o sentencia. El Boletín Jurisdiccional podrá consul-
tarse en la página electrónica del Tribunal o en los módu-
los ubicados en la Sala en que estén radicados los juicios.

La Junta de Gobierno y Administración, mediante linea-
mientos, establecerá el contenido de la síntesis del auto, re-
solución o sentencia, así como las áreas, dentro del Tribu-
nal, en las cuales serán entregados los traslados de ley; y en
su caso, los mecanismos que permitan a las partes conocer
el auto, resolución o sentencia correspondiente.

Artículo 67. Las notificaciones únicamente deberán reali-
zarse personalmente, o por correo certificado con acuse de
recibo, cuando se trate de las resoluciones siguientes:

I. …

II. La que mande citar al testigo que no pueda ser pre-
sentado por la parte oferente.

III. Se deroga.

IV. Se deroga.

En los demás casos, las notificaciones deberán realizarse
por medio del Boletín Jurisdiccional.

Para los efectos señalados en las fracciones anteriores, una
vez que las partes y el testigo se apersonen en el juicio, y
el perito haya comparecido para aceptar y protestar el car-
go, deberán señalar dirección de correo electrónico, bajo el
apercibimiento que, de no hacerlo, se procederá en los tér-
minos del artículo 14, último párrafo, de la presente ley.

El magistrado instructor podrá, excepcionalmente, ordenar
la notificación personal, por oficio o por correo certificado
con acuse de recibo a las partes, atendiendo a su situación
concreta, para lo cual deberá fundar y motivar esa determi-
nación en el acuerdo respectivo.

Artículo 68. El actuario deberá asentar razón de las notifi-
caciones por Boletín Jurisdiccional, de las notificaciones
personales o del envío por correo certificado, atendiendo al
caso de que se trate. Los acuses de recibo del correo certi-
ficado se agregarán como constancia al expediente.



Al actuario que sin causa justificada no cumpla con esta
obligación, se le impondrá una multa de una a tres veces el
salario mínimo general de la zona económica correspon-
diente al Distrito Federal, elevado al mes, sin que exceda
del 30 por ciento de su salario. Será destituido, sin respon-
sabilidad para el Estado, en caso de reincidencia.

El tribunal llevará en archivo especial las publicaciones
atrasadas del Boletín Jurisdiccional y hará la certificación
que corresponda, a través de los servidores públicos com-
petentes.

Artículo 69. (Se deroga)

Artículo 75. Las tesis sustentadas en las sentencias pro-
nunciadas por el Pleno de la Sala Superior, aprobadas por
lo menos por siete Magistrados, constituirán precedente,
una vez publicadas en la Revista del Tribunal.

…

…

Artículo 77. En el caso de contradicción de sentencias, in-
terlocutorias o definitivas, cualquiera de los magistrados
del tribunal o las partes en los juicios en las que tales tesis
se sustentaron, podrán denunciar tal situación ante el presi-
dente del Tribunal, para que éste la haga del conocimiento
del Pleno el cual, con un quorum mínimo de siete Magis-
trados, decidirá por mayoría la que debe prevalecer, cons-
tituyendo jurisprudencia.

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor a partir del
día siguiente a la fecha de su publicación en el Diario Ofi-
cial de la Federación.

Segundo. Los juicios que se encuentren en trámite ante el
Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, al
momento de entrar en vigor la presente Ley, se tramitarán
hasta su total resolución conforme a las disposiciones lega-
les vigentes en el momento de presentación de la demanda.

Tercero. Para los efectos de lo dispuesto en el artículo 19,
penúltimo párrafo, de esta Ley, las dependencias, organis-
mos o autoridades contarán con un plazo de tres meses pa-
ra registrar su dirección de correo electrónico institucional,
así como el domicilio oficial de las unidades administrati-
vas a las que corresponda su representación en los juicios

contencioso administrativos, contados a partir de la entra-
da en vigor del presente Decreto.

Cuarto. A partir de la entrada en vigor del presente Decre-
to, todas las referencias hechas al Boletín Electrónico, se
entenderán realizadas al Boletín Jurisdiccional.

Quinto. Respecto de los montos señalados en la presente
Ley, para determinar la cuantía de los juicios que se trami-
tan en la vía sumaria, así como para fijar las multas que se
impondrán en caso de no cumplimentar lo estipulado en el
articulado de la presente Ley, dejará de considerarse al sa-
lario mínimo como unidad de medida una vez que entre en
vigor la Ley Reglamentaria al “Decreto por el que se de-
clara reformadas y adicionadas diversas disposiciones de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en
materia de desindexación del salario mínimo”, publicado
en el Diario Oficial de la Federación, el 7 de enero de 2016.

Senadora Rosa Adriana Díaz Lizama (rúbrica), vicepresidenta; senador
César Octavio Pedroza Gaitán (rúbrica), secretario.»

El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijalva:
Túrnese a la Comisión de Justicia, para dictamen.

El siguiente capítulo es el referido a la presentación de ini-
ciativas de diputadas y diputados. 

INICIATIVAS DE LAS DIPUTADAS Y LOS DIPU-
TADOS

LEY DE FOMENTO PARA LA LECTURA Y EL LIBRO
Y LEY FEDERAL DE PROTECCIÓN AL CONSUMIDOR

El Secretario diputado Juan Manuel Celis Aguirre:
«Iniciativa que reforma y adiciona diversas disposiciones
de las Leyes de Fomento para la Lectura y el Libro, y Fe-
deral de Protección al Consumidor, a cargo de la diputada
Brenda Velázquez Valdez, del Grupo Parlamentario del
PAN

La suscrita, Brenda Velázquez Valdez, diputada integrante
de la LXIII Legislatura del Congreso de la Unión, con fun-
damento en lo dispuesto por los artículos 71, fracción II, de
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos
y 6, fracción I, del Reglamento de la Cámara de Diputados,
somete a consideración del pleno la siguiente iniciativa que
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contiene proyecto de decreto por el que se reforma el pri-
mer párrafo del artículo 27, se adicionan el inciso E al ar-
tículo 5, y el último párrafo al artículo 27 de la Ley de Fo-
mento para la Lectura y el Libro; se adiciona la fracción
XIII Bis al artículo 24 de la Ley Federal de Protección al
Consumidor.

Exposición de Motivos

El libro es uno de los pilares de la cultura y una de las ba-
ses de la civilización. En el libro se plasma y se difunde el
conocimiento, las artes y el progreso científico. Este ins-
trumento cultural es un derecho, y lo conforman la igual-
dad, la dignidad humana y la no discriminación. Nadie de-
be quedar excluido de la oportunidad de leer y de participar
en la libre circulación de las ideas por medio de la palabra
y de la imagen. Así lo garantiza nuestra Carta Magna. Es
obligación del Estado promover a lectura y velar porque se
cumplan estos preceptos constitucionales.

Para cumplir este propósito, que nos beneficia a todos, las
editoriales independientes juegan un papel fundamental:
hacen posible la publicación y difusión de los bienes lite-
rarios, creados por mexicanos que, de lo contrario, difícil-
mente llegarían a ser publicados por las editoriales comer-
ciales. Y es que las editoriales independientes ofrecen muy
buenos contenidos culturales. Lo hacen, porque no forman
parte de ninguna cadena exclusivamente mercantil. Por
tanto, no predominan en ellas los criterios de rentabilidad.
Esta es una ventaja para la diversidad cultural. Y es una
ventaja para el público lector.

Esta es la razón por la que las editoriales independientes
son consideradas por la Organización de las Naciones
Unidas para la Educación, la Ciencia y la Cultura
(UNESCO) como industrias de gran valor cultural. Y en
México tenemos muchas y muy buenas. Leo algunas ci-
fras del Informe Estadístico de Librerías, 2014, que pre-
sentó la Cámara Nacional de la Industria Editorial Mexi-
cana: de un total de mil 204 puntos de venta de libro
encuestados, 62 por ciento son librerías tradicionales, 19
por ciento editoriales independientes y 7 por ciento li-
brerías universitarias.

Como puede verse, en México hay menos editoriales inde-
pendientes que librerías tradicionales. Esta disparidad no
es casual; se debe a que aquí no existe libre competencia.
Las editoriales comerciales más poderosas brindan mayo-
res descuentos a las librerías tradicionales, dejando fuera
de estas ventajas a las editoriales independientes. Si no ha-

cemos algo, si no legislamos al respecto, a la larga las edi-
toriales independientes terminarán por desaparecer del
mercado, desplazadas por la competencia mercantilista. No
podemos aceptarlo.

Recordemos que la Ley de Fomento para la Lectura y el Li-
bro señala, en su artículo 22, que: “El editor o importador
fijará libremente el precio de venta al público, que regirá
como precio único”. Sin embargo, en la práctica, no hay un
precio único para la venta del libro. El suelo no es parejo;
muchas editoriales no respetan esta ley. La competencia
entre editoriales comerciales e independientes es injusta y
desigual. Predominan los intereses comerciales sobre los
culturales.

Hace falta legislar para sancionar a quienes violen el artí-
culo 22 de la Ley de Fomento para la Lectura y el Libro.
Hace falta que la Procuraduría Federal del Consumidor
aplique las sanciones correspondientes a quienes incum-
plan la ley. Hace falta garantizar la permanencia de las li-
brerías de editoriales independientes. Tengamos claro que
está de por medio el derecho a la libre expresión de las ide-
as. Y, sobre todo, la preparación y la cultura que debemos
inculcar a nuestros hijos.

Por lo anterior, someto a consideración de esta honorable
asamblea, se presenta el siguiente

Decreto por el que se reforma el primer párrafo del ar-
tículo 27, se adicionan el inciso E al artículo 5, y el últi-
mo párrafo al artículo 27 de la Ley de Fomento para la
Lectura y el Libro; se adiciona la fracción XIII Bis al
artículo 24 de la Ley Federal de Protección al Consu-
midor

Artículo 1. Se propone reformar el primer párrafo del artí-
culo 27, se adicionan el inciso E al artículo 5, y el último
párrafo al artículo 27 de la Ley de Fomento para la Lectu-
ra y el Libro, para quedar de la manera siguiente: 

Artículo 5. Son autoridades encargadas de la aplicación de
la presente ley en el ámbito de sus respectivas competen-
cias:

…

E. La Procuraduría Federal del Consumidor.

Artículo 27. Las acciones para detener y reparar las viola-
ciones al precio único establecido en esta ley pueden ser

Año I, Segundo Periodo, 31 de marzo de 2016 Diario de los Debates de la Cámara de Diputados60



emprendidas por cualquier competidor, por profesionales
de la edición y difusión del libro, así como por autores o
por cualquier organización de defensa de autores, y por
consumidores o por cualquier organización de defensa
de consumidores.

…

Siendo la Procuraduría Federal del Consumidor el or-
ganismo competente para proteger y vigilar la venta de
libros a los consumidores, y recibir las denuncias de
violaciones al precio único establecido en esta ley y, en
su caso, aplicar las sanciones y medidas correspondien-
tes aplicables previstas en la Ley Federal de Protección
al Consumidor.

Artículo 2. Se propone adicionar la fracción XIII Bis al
artículo 24 de la Ley Federal de Protección al Consumi-
dor, para quedar de la siguiente manera;

Artículo 24. La procuraduría tiene las siguientes atri-
buciones:

I. a XIII. …

XIII Bis. En el caso del precio único del libro, vigilar y
verificar el cumplimiento de las disposiciones en la ma-
teria previstas en la Ley de Fomento para la Lectura y el
Libro y, en su caso, aplicar las sanciones y demás medi-
das aplicables establecidas en esta ley;

XIV. a XXIV. …

Transitorio

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la Fe-
deración.

Segundo. El Ejecutivo federal deberá realizar las adecua-
ciones reglamentarias necesarias en un plazo de sesenta dí-
as hábiles a partir de la entrada en vigor del presente de-
creto.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 31 de marzo de 2016.— Diputada
Brenda Velázquez Valdez (rúbrica).»

El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijalva:
Túrnese a las Comisiones Unidas de Educación Pública
y Servicios Educativos, y de Economía, para dictamen.

LEY DEL IMPUESTO SOBRE LA RENTA

El Secretario diputado Juan Manuel Celis Aguirre:
«Iniciativa que reforma el artículo 34 de la Ley del Im-
puesto Sobre la Renta, a cargo de la diputada Claudia So-
fía Corichi García, del Grupo Parlamentario de Movimien-
to Ciudadano

La suscrita Claudia Sofía Corichi García, diputada federal
integrante del Grupo Parlamentario de Movimiento Ciuda-
dano en esta LXIII Legislatura del Honorable Congreso de
la Unión con fundamento en los artículos 71, fracción II, y
78 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexi-
canos; y 55, 176, 179 y demás aplicables del Reglamento
para el Gobierno Interior del Congreso General de los Es-
tados Unidos Mexicanos, somete a consideración de esta
asamblea iniciativa con proyecto de decreto por el que se
reforma la fracción I, del Artículo 34 de la Ley del Im-
puesto sobre la Renta, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

I. En los últimos años, y al día de hoy, tenemos en México
un fuerte estancamiento de la economía causado entre otros
factores por la pérdida de inversión derivada de la baja
confianza empresarial y el tipo de cambio del dólar.

II. Por otra parte la industria de la construcción ha venido
con una racha negativa en los últimos años, con constantes
caídas y una gran volatilidad. Siendo que desarrolladoras
como ARA han tenido que salir del índice de precios y co-
tizaciones (IPC), y otras como GEO, han caído en concur-
so mercantil. 

III. La política de vivienda ha intentado incrementar el nú-
mero de créditos otorgados por el Instituto del Fondo Na-
cional de Vivienda para los Trabajadores, buscando un dina-
mismo en el sector de la vivienda. Sin embargo, a partir del
año 2008 ha venido aumentando la cartera vencida hipote-
caria para casi todas las instituciones que otorgan este tipo de
crédito y dado que ni el empleo ni el crecimiento económi-
co han aumentado, las personas que adquirieron un crédito,
y quedaron desempleadas, dejaron de pagarlo y de aportar
sus cuotas. 

IV. Como sector estratégico, el sector de la construcción
aporta cerca del 6% del Producto Interno Bruto (PIB) y
participa en la generación de casi 6 millones de empleos,
según datos del INEGI, por lo cual, para reactivar al sector
y a su vez lograr que las familias tengan acceso a una vi-
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vienda, es necesario reactivar las expectativas de las em-
presas y la generación de empleos formales que permitan
que los créditos sean pagados. 

V. Por otro lado, la Ley del Impuesto sobre la Renta esta-
blece para la deducción de los inmuebles que adquieren las
personas físicas o morales, para la realización de sus acti-
vidades profesionales o empresariales, el sistema de depre-
ciación; es decir, el costo por la adquisición de un inmue-
ble no se recupera en el ejercicio en que se eroga sino que
se va recuperando a lo largo del tiempo.

VI. En relación con lo anterior, los artículos 33, 34 y 35 de
la Ley del Impuesto sobre la Renta vigente, establecen los
porcentajes máximos de deducción que son aplicables a los
distintos activos fijos que pueden deducir las personas físi-
cas y morales con actividades profesionales o con alguna
actividad comercial, al encontrarse dentro del Título Se-
gundo de la Ley del Impuesto sobre la Renta que regula la
tributación de las personas morales y por remisión del pro-
pio Título Cuarto de la Ley en comento, que para el caso
que nos ocupa estable lo siguiente:

Artículo 34. Los por cientos máximos autorizados, tra-
tándose de activos fijos por tipo de bien son los si-
guientes:

I. Tratándose de construcciones:

a) 10% para inmuebles declarados como monumentos
arqueológicos, artísticos, históricos o patrimoniales,
conforme a la Ley Federal sobre Monumentos y Zonas
Arqueológicos, Artísticos e Históricos, que cuenten con
el certificado de restauración expedido por el Instituto
Nacional de Antropología e Historia o el Instituto Na-
cional de Bellas Artes.

b) 5% en los demás casos.

Como se puede observar este porcentaje es muy bajo,
considerando la situación de recesión y estancamiento
económico que vive el país, pues si un comerciante ad-
quiere un inmueble para realizar un negocio tardaría 20
años en recuperar el costo.

VII. La recesión obliga a tomar medidas para reactivar la
economía y fomentar el comercio. En éste contexto, y sien-
do que el gasto público a lo mucho representa cerca del

20% del PIB, y el gasto familiar alcanza el 80% restante, la
lógica sería fortalecer el ingreso familiar e incentivar el
consumo de bienes y servicios.

VIII. Tenemos también que contrario a la lógica esperada,
para la Reforma Fiscal que entró en vigor a partir de enero
de 2014, se aumentaron impuestos a asalariados, profesio-
nistas y pequeños comerciantes, entre otros; es decir, al
sostén de la economía. Asimismo, en vez de buscar im-
puestos con una tendencia de “expensig” o depreciaciones
aceleradas a fin de fomentar el consumo, la tendencia fue a
desaparecer las deducciones aceleradas en las Leyes Fisca-
les. Esta no es una medida que ayude a fomentar el consu-
mo y la economía

IX. En esa misma lógica se propone que se regrese a un sis-
tema que fomente las deducciones aceleradas, entendiendo
“aquellas que se realizan de tal forma que el activo fijo de
que trate quede completamente deducido en el ejercicio en
que se adquiere”; o bien, a un sistema mixto como el que
se contenía el la Ley del Impuesto sobre la Renta vigente
hasta el 31 de Diciembre de 2013 y que es “aquel en don-
de un porcentaje importante del activo fijo de que se trate
se deduce en el ejercicio en que se adquiere”, dejando el
resto del porcentaje a recuperarse por depreciación duran-
te los años siguientes. 

El objetivo de lo anterior es que el contribuyente pueda re-
cuperar una mayor parte de su costo en el ejercicio en que
se eroga, dándole a las compra de activos fijos y demás in-
versiones la modalidad de un impuesto que fomentará el
consumo, tal y como en su momento lo hacía el Impuesto
Empresarial a Tasa Única actualmente derogado, y consi-
derando que: Ingreso = Consumo (+) Ahorro. 

X. Para tales efectos y buscando un equilibrio que no afec-
te negativamente y de golpe la recaudación, se propone que
el tiempo en que los comerciantes puedan recuperar el cos-
to de los inmuebles que adquieren para realizar su negocio
se reduzca de 20 años a 10 años, y que, tratándose de in-
muebles que se vayan a destinar a la construcción de casa
habitación, el contribuyente pueda recuperar su costo en
solo 4 años.

Por estas razones, propongo reformar la fracción I, del ar-
tículo 34 de la Ley del Impuesto sobre la Renta, modifi-
cando el inciso a y b), y adicionar un inciso c), para ampliar
el porcentaje máximo de deducción para la adquisición de
inmuebles y estableciendo un nuevo porcentaje para la ad-
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quisición de inmuebles que se destinen a la construcción de
vivienda.

Por todo lo anteriormente expuesto, es que someto a consi-
deración del pleno de esta honorable asamblea, la siguien-
te iniciativa con proyecto de

Decreto por el que se modifica la fracción I, del Artícu-
lo 34, de la Ley del Impuesto sobre la Renta, para que-
dar como sigue: 

Artículo 34. Los por cientos máximos autorizados, tratán-
dose de activos fijos por tipo de bien son los siguientes:

I. Tratándose de construcciones:

a) 20% para inmuebles declarados como monumen-
tos arqueológicos, artísticos, históricos o patrimo-
niales, conforme a la Ley Federal sobre Monumen-
tos y Zonas Arqueológicos, Artísticos e Históricos,
que cuenten con el certificado de restauración expe-
dido por el Instituto Nacional de Antropología e His-
toria o el Instituto Nacional de Bellas Artes.

b) 25% para inmuebles que hayan de destinarse
a la construcción de casa habitación.

c) 10% en los demás casos.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguien-
te al de su publicación en el Diario Oficial de la Federa-
ción.

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a los 23 días del mes de
febrero de 2016.— Diputada Claudia Sofía Corichi García (rúbri-
ca).»

El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijalva:
Túrnese a la Comisión de Hacienda y Crédito Público,
para dictamen.

LEY FEDERAL DEL IMPUESTO SOBRE AUTOMÓ-
VILES NUEVOS

El Secretario diputado Juan Manuel Celis Aguirre:
«Iniciativa que reforma el artículo 8o. de la Ley Federal del
Impuesto sobre Automóviles Nuevos, a cargo de la dipu-
tada Ma. Victoria Mercado Sánchez, del Grupo Parlamen-
tario de Movimiento Ciudadano

La suscrita, diputada Ma. Victoria Mercado Sánchez, inte-
grante del Grupo Parlamentario de Movimiento Ciudadano
en la LXIII Legislatura, de conformidad a lo dispuesto en
los artículos 71, fracción II, 135 de la Constitución Políti-
ca de los Estados Unidos Mexicanos y en atención a lo se-
ñalado dentro del Reglamento de la Cámara de Diputados,
en los numerales 6, 77 y 78, es de someter a consideración
de este pleno iniciativa de decreto, para reformar el Artícu-
lo 8 de la Ley Federal del Impuesto sobre Automóviles
Nuevos, dejando exento del pago a los vehículos eléctricos
e híbridos de este impuesto, para lo cual presento la si-
guiente

Exposición de Motivos

El transporte es el mayor causante de la contaminación at-
mosférica y la cantidad de vehículos particulares que tran-
sitan por nuestras ciudades y carreteras hacen que este pro-
blema se incremente día con día, en las grandes y medianas
ciudades de nuestro país el problema de como resultado se-
manas de contingencia ambiental grave, por lo tanto este
fenómeno es el principal culpable de la mala situación de
la calidad del aire, lo cual significa que el uso del coche
provoca en gran medida el grave problema de contamina-
ción.

Nuestras actividades cotidianas se han organizado en rela-
ción con el transporte, tanto particular o público, no enten-
deríamos el funcionamiento de nuestras ciudades sin estos
elementos, a medida que hemos ido tecnificando nuestro
entorno, los medios de transporte han adquirido un carác-
ter más mecanizado, buscando satisfacer dos tendencias
básicas, por un lado aumentar las velocidades y por otro
propiciar la independencia relativa del usuario, somos una
sociedad que ha buscado una mayor comodidad y eficien-
cia pero, por otra parte, hemos originado un crecimiento en
muchos casos intolerable de los impactos ambientales y so-
ciales asociados a esta actividad, entre ellos la contamina-
ción del aire y un tráfico desquiciado.
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Si atendemos al transporte por carretera y en ciudad, el co-
che privado consume menos de la mitad de los recursos
energéticos totales que se consumen en el país, mientras
que el transporte público únicamente el 10 por ciento aun-
que este último es mucho más contaminante, emite entre el
30 y el 40 por ciento de los óxidos de nitrógeno y las par-
tículas en suspensión, son también responsables de la ma-
yoría de las emisiones de dióxido de azufre, este transpor-
te circula tanto en carreteras como en las ciudades, lo que
genera un gran problema, se ha demostrado que la atmós-
fera puede albergar sustancias contaminantes, aunque en
cantidades menores pueden ser eliminadas sin afectar a su
capacidad de regeneración, sin embargo, a partir de deter-
minado nivel de concentración se pueden producir efectos
nocivos, sobre los seres vivos y también sobre los materia-
les.

La contaminación generada excede la capacidad de la at-
mósfera para procesarla, dando lugar a una concentración
amenazante para la vida, las personas que viven en las
grandes ciudades o con mucha contaminación, presentan
más síntomas de enfermedades respiratorias y altas posibi-
lidades de sufrir infartos, algunos estudios científicos afir-
man que existe una correspondencia directa entre el au-
mento de las partículas contaminantes y el engrosamiento
de la pared interna de las arterias, y puede llegar a provo-
car afecciones cardiovasculares como el infarto. Otros
efectos que observamos en la salud y tristemente en los ca-
sos de niños, es la bronquitis y lento crecimiento pulmonar,
también es un factor que algunas mujeres embarazadas,
que viven en zonas contaminadas, tuvieron bebés con me-
nos peso de lo esperado.

Para los que vivimos en las grandes ciudades es muy co-
mún sentir estos síntomas, irritación de ojos, nariz y gar-
ganta, dificultad e infecciones respiratorias, ataques de as-
ma y taquicardias, sabemos que no es algo normal, pero
estamos resignándonos a vivir con estos efectos que a la
larga nos acarrearán enfermedades respiratorias crónicas,
enfermedades del corazón, cáncer de pulmón, el costo de la
contaminación es muy alto, debemos ser conscientes y
ponderar la diferencia entre la acción recaudatoria de la
Ley a reformar, con la prevención y conservación de la sa-
lud. 

Los más vulnerables frente a la contaminación atmos-
férica son los niños, los ancianos, las embarazadas y los
enfermos de las vías respiratorias, señores legisladores
es nuestra obligación estructurar políticas públicas que
generen un impacto benéfico en la población, el hacer

un medio ambiente más sano, de mejor calidad y pre-
venir enfermedades, estaríamos cumpliendo con esta
misiva, al reformar la Ley en comento daríamos el pe-
queño incentivo de adquirir vehículos más amigables
con el entorno, este incentivo no debería ni siquiera po-
nerse en la balanza de costo beneficio; La Ley Federal
del Impuesto sobre Automóviles Nuevos, es de carácter
recaudatoria, su frutos son repartidos entre las entidades fe-
derativas, pero el beneficio de obtener un ambiente limpio
y sin carga contaminante directamente beneficia toda la po-
blación y al mundo entero en sí. 

El índice medio de ocupación de los vehículos privados es
de 1,2 personas por coche, la mitad de los desplazamientos
que se realizan en coche son para recorrer menos de 3 ki-
lómetros, y un 10 por ciento para menos de 500 metros, si
tuviéramos la mayoría de vehículos eléctricos e híbridos el
índice de contaminación seria mínimo y la misma natura-
leza en encargaría de eliminar los excedentes, los vehícu-
los eléctricos se dividen en dos tecnologías principales, los
coches eléctricos de baterías (BEV siglas en inglés para re-
ferirles) y los de pila de combustible (FCEV) y los vehícu-
los híbridos (HEV), que no son más que un coche que com-
bina dos tipos de propulsión, combustión interna y
eléctrica. 

Los beneficios de los vehículos eléctricos es que no pro-
ducen ninguna emisión contaminante en su entorno a la
hora de estar en uso, solo se produce contaminación en
los lugares de generación la energía eléctrica, pero en mu-
cho menor escala a la que se produciría en el desplaza-
miento del carro con combustión interna, para producir
electricidad se realiza en lugares aislados de las poblacio-
nes, controlados y en menor cantidad de contaminación, lo
que le da la oportunidad a la naturaleza de hacer la labor de
regenerativa y si sumamos que el origen de la energía sea
renovable solar, eólica, mareomotriz, o geotérmica las emi-
siones serian mínimas, por otra parte, estos vehículos son
lo más eficiente que hay, convierten en movimiento más
del 90 por ciento de la energía que consumen, siendo un
beneficio mucho mayor.

Los autos híbridos cuentan con dos tipos de motores uno
eléctrico y una de combustión interna y funcionan inter-
cambiando estas dos tecnologías lo que hace que sean muy
eficientes, ya que el motor eléctrico se utiliza para mover
el coche con o sin el motor de combustión y el motor eléc-
trico está en función cuando se encuentra inerte el carro y
con poca aceleración y el de combustión entra en operación
cuando requieres una mayor aceleración, este cambio se
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realiza lo más suave posible, en automático alcanzando
cierta velocidad, haciendo muy económico el consumo de
combustible y por lo tanto disminuyendo considerable-
mente la contaminación emitida.

El cambio climático es uno de los males que la humanidad
debe afrontar, sin vacilación, la electricidad es el futuro, se
puede sacar de cualquier lado y la naturaleza la da todos los
días, debemos comenzar a incentivar la compra y produc-
ción de este tipo de vehículos, al realizar esta reforma es-
taríamos en sintonía con un beneficio sin precedentes para
nuestra vida y las futuras generaciones, los coches híbridos
tendrán un compromiso entre las ventajas de los dos mun-
dos el actual y el futuro y pocos inconvenientes, es necesa-
rio ocuparnos realmente de nuestro medio ambiente y de-
jar a un lado la demagogia y entrar en acción.

Por lo anteriormete expuesto, someto a la consideración de
esta honorable asamblea, la presente iniciativa con proyec-
to de 

Decreto por el que se adiciona la fracción IV de la Ley
Federal del Impuesto sobre Automóviles Nuevos

Artículo Único. Se adiciona la fracción IV al artículo 8
de la Ley Federal del Impuesto sobre Automóviles Nue-
vos, para quedar como sigue:

De 1 a 7 …

Artículo 8o. No se pagará el impuesto establecido en esta
ley, en los siguientes casos:

I. . . .

II. . . . 

III. . . .

IV. En la enajenación al consumidor por el fabrican-
te, ensamblador, distribuidor autorizado o comer-
ciante en el ramo de vehículos, a los vehículos eléc-
tricos o híbridos, sea cual fuere su precio, capacidad
de carga, cilindraje, y actividad.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguien-
te al de su publicación en el Diario Oficial de la Federa-
ción.

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a 17 de marzo de
2016.— Diputada Ma. Victoria Mercado Sánchez (rúbrica).»

El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijalva:
Túrnese a la Comisión de Hacienda y Crédito Público,
para dictamen.

CÓDIGO CIVIL FEDERAL Y CÓDIGO FEDERAL DE
PROCEDIMIENTOS CIVILES

El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijalva:
Tiene ahora la palabra por cinco minutos, el diputado Fran-
cisco Saracho Navarro, del Grupo Parlamentario del PRI,
para presentar iniciativa con proyecto de decreto que refor-
ma, adiciona y deroga diversas disposiciones del Código
Civil Federal y del Código Federal de Procedimientos Ci-
viles, así como también para presentar iniciativa con pro-
yecto de decreto que reforma y deroga diversas disposicio-
nes del Código Civil Federal, en una sola intervención.
Adelante, diputado.

El diputado Francisco Saracho Navarro: Con su permi-
so, señor presidente. Presento iniciativa con proyecto de
decreto, por el que se derogan y reforman diversas disposi-
ciones del Código Civil Federal y se adicionan diversas
disposiciones del Código Federal de Procedimientos Civi-
les.

Como una forma de fortalecer la protección a los derechos
humanos previstos en la Constitución Política y en los tra-
tados internacionales, resulta necesario que los criterios y
principios en los que se basa dicha tutela sean incorporados
a toda la legislación de nuestro país.

Se observa que en el Código Civil federal aún se regulan
las causales de divorcio y, por consecuencia, su acredita-
miento es indispensable para disolver el vínculo matrimo-
nial que une a los interesados, lo cual constituye una carga
procesal que condiciona el ejercicio de su dignidad huma-
na y del libre desarrollo de la personalidad, como derechos
humanos, lo cual es preocupante, razón por el que el texto
legal debe modificarse para eliminar aquellas disposicio-
nes anacrónicas.

En la misma situación se encuentra el Código Federal de
Procedimientos Civiles, cuya redacción actual también se
propone modificar mediante esta iniciativa, para hacer co-
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rresponder con los ajustes que se hagan al Código Civil fe-
deral.

Al respecto, la Suprema Corte de Justicia de la Nación re-
cientemente se ha pronunciado sobre el particular, median-
te una jurisprudencia y diversas tesis aisladas, los cuales
son criterios que refieren que las causales de divorcio, co-
mo una figura inconstitucional, por lo que resulta indis-
pensable que toda la legislación sea ajustada a la realidad.

Asimismo presento otra iniciativa con proyecto de decreto
también del Código Civil federal, que si bien es cierto que
la Ley General de Derechos de las Niñas, Niños y Adoles-
centes cuyo artículo 41 establece la prohibición de contraer
matrimonio a los menores de 18 años, también es una rea-
lidad que existen pendientes al respecto, ya que no toda la
legislación se encuentra armonizada en dichos términos, tal
como sucede en el Código Civil federal. Por lo que es ne-
cesario que este ordenamiento sea ajustado. Así, dicha ini-
ciativa busca derogar y reformar aquellas disposiciones del
Código Civil federal para prohibir que los menores de 18
años contraigan matrimonio y, de esta manera, armonizar
con el artículo 45 de la Ley General de los Derechos de los
Niños, Niñas y Adolescentes, situación que fortalecerá di-
cha prohibición y ampliará sus efectos.

Tal propuesta encuentra sustento en una recomendación
emitida en el 2015 por el Comité de los Derechos de las Ni-
ñas de las Naciones Unidas, lo cual señala que el Estado
mexicano debe tomar las medidas legislativas necesarias
para garantizar la eficaz implementación de dicha prohibi-
ción legal.

De aprobarse esta iniciativa, se estaría contribuyendo a la
protección de la juventud mexicana, al robustecer la tutela
de sus derechos fundamentales y sumarse al combate con-
tra aquellos factores que la perjudican y ponen en riesgo su
bienestar. Es cuanto, señor presidente.

«Iniciativa que reforma, adiciona y deroga diversas dispo-
siciones de los Códigos Civil Federal, y Federal de Proce-
dimientos Civiles, a cargo del diputado Francisco Saracho
Navarro, del Grupo Parlamentario del PRI

De conformidad con lo dispuesto por los artículos 71, frac-
ción II, y 72 de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos, y los artículos, 6o., fracción I, 77 y 78 del
Reglamento de la Cámara de Diputados, el diputado fede-
ral Francisco Saracho Navarro, del Grupo Parlamentario

del Partido Revolucionario Institucional de esta LXIII Le-
gislatura, pone a consideración de esta honorable sobera-
nía, iniciativa con proyecto de decreto por la que se dero-
gan y reforman diversas disposiciones del Código Civil
Federal, así como también se adicionan diversas disposi-
ciones al Código Federal de Procedimientos Civiles, al te-
nor de la siguiente

Exposición de Motivos

La promoción, respeto, protección y garantía que hace la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos
respecto de los derechos humanos de las personas que se
encuentren en territorio nacional, ha significado un cambio
de paradigma para el sistema jurídico mexicano, puesto
que se han ampliado los márgenes de esa protección, mis-
ma que se debe efectuar bajo los principios de universali-
dad, interdependencia, indivisibilidad y progresividad, en
términos de lo previsto en el artículo 1o. de la referida Car-
ta Magna, generándose implícitamente la obligación para
que todas las autoridades se apeguen a ello, y para que di-
chos estándares se armonicen y prevalezcan en la legisla-
ción ordinaria.

En ese sentido, es importante que el espíritu de esa protec-
ción constitucional a los derechos humanos sea incorpora-
do a la legislación federal, local y normatividad municipal,
con la finalidad de que dicha obligación que tienen todas
las autoridades de nuestro país, también sea visible en los
ordenamientos en los que fundamentan el ejercicio de sus
facultades, lo cual puede repercutir en la simplificación de
los tramites, ejercicio de sus derechos o en los procedi-
mientos o recursos legales previstos en las diferentes orde-
namientos.

Así, la redacción de aquellas disposiciones que aún regulan
las causales de divorcio en el Código Civil Federal, vio-
lentan la dignidad humana y del libre desarrollo de la per-
sonalidad, como derechos humanos de las personas, pues-
to que imponer como carga procesal su acreditación en
juicio, constituye un condicionamiento para que las perso-
nas puedan decidir libremente sobre la conducción de su
vida, y en este rubro se encuentra la decisión de disolver el
vínculo matrimonial, lo cual puede responder a diversas
causas, pero siempre buscando eliminar toda circunstancia
que sea nociva para las personas inmersas en ese núcleo o
que obstaculice su desenvolvimiento como persona, para
generar nuevas circunstancias en las que sea posible su
bienestar.
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En ese sentido, debemos comprender a la dignidad huma-
na y al libre desarrollo de la personalidad en términos del
siguiente criterio emitido por la Suprema Corte de Justicia
de la Nación, que a la letra dice:

Época: Novena 
Época Registro: 165822 
Instancia: Pleno 
Tipo de Tesis: Aislada 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su
Gaceta Tomo XXX, Diciembre de 2009 
Materia(s): Civil, Constitucional 
Tesis: P. LXVI/2009 Página: 7 

Derecho al libre desarrollo de la personalidad. As-
pectos que comprende. De la dignidad humana, como
derecho fundamental superior reconocido por el orden
jurídico mexicano, deriva, entre otros derechos persona-
lísimos, el de todo individuo a elegir en forma libre y
autónoma su proyecto de vida. Así, acorde a la doctrina
y jurisprudencia comparadas, tal derecho es el reconoci-
miento del Estado sobre la facultad natural de toda per-
sona a ser individualmente como quiere ser, sin coac-
ción ni controles injustificados, con el fin de cumplir las
metas u objetivos que se ha fijado, de acuerdo con sus
valores, ideas, expectativas, gustos, etcétera. Por tanto,
el libre desarrollo de la personalidad comprende, entre
otras expresiones, la libertad de contraer matrimonio o
no hacerlo; de procrear hijos y cuántos, o bien, decidir
no tenerlos; de escoger su apariencia personal; su profe-
sión o actividad laboral, así como la libre opción sexual,
en tanto que todos estos aspectos son parte de la forma
en que una persona desea proyectarse y vivir su vida y
que, por tanto, sólo a ella corresponde decidir autóno-
mamente. 

Amparo directo 6/2008. 6 de enero de 2009. Once vo-
tos. Ponente: Sergio A. Valls Hernández. Secretaria:
Laura García Velasco.

El Tribunal Pleno, el diecinueve de octubre en curso,
aprobó, con el número LXVI/2009, la tesis aislada que
antecede. México, Distrito Federal, a diecinueve de oc-
tubre de dos mil nueve.

En ese orden de ideas, la propuesta que el suscrito rea-
liza, tiene como finalidad la armonización de diversas
disposiciones del Código Civil Federal, con el conteni-
do del artículo 1º Constitucional, derogando aquellas
disposiciones que aun regulen las causales de divorcio,

así como reformar aquellas otras en las que se haga re-
ferencia a las mismas, al ser un impedimento para que
las personas puedan ejercer libremente sus derechos hu-
manos sin restricción alguna, máxime si se trata de la
conducción y de su proyecto de vida.

El libre albedrío de las personas y sus manifestaciones
de su voluntad, siempre serán un presupuesto del goce y
disfrute de sus derechos humanos, puesto que al contar
con un proyecto y planes de vida, pueden decidir la for-
ma de conducirla, por lo que así como pudieron haber
decidido contraer nupcias con determinada persona, de
ese mismo modo pueden decidir dar por terminada la
unión en comento, independientemente de la causa en la
que basen su determinación, lo que es aún más justifi-
cable cuando se trata por conflictos o desgaste en el vín-
culo, dejando a salvo los derechos de tercero para poder
resolver jurídicamente las consecuencias inherentes de
la ruptura matrimonial, como es el caso de los alimen-
tos que deben recibir los menores de edad, la guarda
custodia, así como el régimen de visitas y convivencias
al que deben sujetarse con alguno de sus padres.

En muchas de las ocasiones la decisión de disolver el
vínculo matrimonial, puede obedecer a la existencia de
circunstancias que hacen imposible la consecución de
las finalidades de dicha unión y que han generado un
desgaste en los lazos afectivos que deben existir en ella,
razón por la que resulta justificable que ante tales cir-
cunstancias, se opte por el divorcio, lo cual evitara la
existencia de un ambiente inapropiado para los cónyu-
ges, y más aun de los menores de edad que hayan pro-
creado, si es el caso.  

A pesar de que también se encuentra regulada la disolu-
ción voluntaria del matrimonio, al firmarse conjunta-
mente una demanda por ambos cónyuges, es necesario
que también se prevea la posibilidad en la que debido a
la ausencia de condiciones, sea sólo uno de los cónyu-
ges el que presente la demanda de divorcio para resol-
ver la problemática familiar en la que se encuentra in-
merso, sin que ello implique la obligación procesal de
acreditar las referidas causales y la calidad de cónyuge
culpable de su contraparte.

La problemática de mantener esta redacción en el Códi-
go Civil Federal,  radica en que sí a consideración del
juzgador, el promovente del divorcio no logra acreditar
durante la secuela procesal las circunstancias o aquellos
aspectos que tengan repercusiones negativas, no sólo en
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su persona, sino también en los hijos que se hayan pro-
creado, sí es el caso, dicho vinculo seguirá existente y
ese núcleo familiar continuara envuelto en esas circuns-
tancias negativas, prologándose en el tiempo los daños
y repercusiones que pudieran seguirse ocasionando en
el sano desarrollo físico y mental tanto de los menores
de edad, como de los aun cónyuges.      

Tal situación es preocupante, ya que se desnaturaliza el
objetivo primordial de las leyes, al darle prioridad a una
rigidez procesal, en lugar de buscar proteger los dere-
chos humanos de las personas que se encuentran en un
núcleo familiar desgastado y que no garantiza un am-
biente apto para el sano desarrollo físico y mental de las
menores de edad, cuando es el caso, además de someter
a los cónyuges a la continuidad de un vínculo proclive a
la agudización de los conflictos.

Este tipo de propuestas, forman parte de una moderni-
zación que se debe de realizar en la regulación de este
tipo de figuras, mismas que se encuentran previstas en
ordenamientos federales, por lo que toda la legislación
en su conjunto, debe guardar consonancia  con la Carta
Magna, tal como lo refieren los siguientes criterios emi-
tidos por la Suprema Corte de Justicia de la Nación,
mismos que a la letra dicen lo siguiente:

Época: Décima Época 
Registro: 2009591 
Instancia: Primera Sala 
Tipo de Tesis: Jurisprudencia 
Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federa-
ción 
Libro 20, Julio de 2015, Tomo I 
Materia(s): Constitucional 
Tesis: 1a./J. 28/2015 (10a.) 
Página: 570 

Divorcio necesario. El régimen de disolución del ma-
trimonio que exige la acreditación de causales, vul-
nera el derecho al libre desarrollo de la personalidad
(Códigos de Morelos, Veracruz y legislaciones análo-
gas). El libre desarrollo de la personalidad constituye la
expresión jurídica del principio liberal de “autonomía
de la persona”, de acuerdo con el cual al ser valiosa en
sí misma la libre elección individual de planes de vida,
el Estado tiene prohibido interferir en la elección de és-
tos, debiéndose limitar a diseñar instituciones que faci-
liten la persecución individual de esos planes de vida y
la satisfacción de los ideales de virtud que cada uno eli-

ja, así como a impedir la interferencia de otras personas
en su persecución. En el ordenamiento mexicano, el li-
bre desarrollo de la personalidad es un derecho funda-
mental que permite a los individuos elegir y materiali-
zar los planes de vida que estimen convenientes, cuyos
límites externos son exclusivamente el orden público y
los derechos de terceros. De acuerdo con lo anterior, el
régimen de disolución del matrimonio contemplado en
las legislaciones de Morelos y Veracruz (y ordenamien-
tos análogos), que exige la acreditación de causales
cuando no existe mutuo consentimiento de los contra-
yentes, incide en el contenido prima facie del derecho al
libre desarrollo de la personalidad. En este sentido, se
trata de una medida legislativa que restringe injustifica-
damente ese derecho fundamental, toda vez que no re-
sulta idónea para perseguir ninguno de los límites que
imponen los derechos de terceros y de orden público.
En consecuencia, los artículos 175 del Código Fami-
liar para el Estado de Morelos y 141 del Código Ci-
vil para el Estado de Veracruz, en los cuales se esta-
blecen las causales que hay que acreditar para que
pueda decretarse la disolución del matrimonio cuan-
do no existe mutuo consentimiento de los cónyuges,
son inconstitucionales. De acuerdo con lo anterior,
los jueces de esas entidades federativas no pueden
condicionar el otorgamiento del divorcio a la prueba
de alguna causal, de tal manera que para decretar la
disolución del vínculo matrimonial basta con que
uno de los cónyuges lo solicite sin necesidad de ex-
presar motivo alguno. No obstante, el hecho de que
en esos casos se decrete el divorcio sin la existencia
de cónyuge culpable no implica desconocer la necesi-
dad de resolver las cuestiones familiares relaciona-
das con la disolución del matrimonio, como pudieran
ser la guarda y custodia de los hijos, el régimen de
convivencias con el padre no custodio, los alimentos
o alguna otra cuestión semejante.

Contradicción de tesis 73/2014. Suscitada entre el Cuar-
to Tribunal Colegiado del Décimo Octavo Circuito y el
Segundo Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Au-
xiliar de la Cuarta Región, en apoyo del Primer Tribunal
Colegiado en Materia Civil del Séptimo Circuito. 25 de
febrero de 2015. La votación se dividió en dos partes:
mayoría de cuatro votos por la competencia. Disidente:
José Ramón Cossío Díaz. Mayoría de tres votos de los
Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón
Cossío Díaz, quien reservó su derecho para formular vo-
to concurrente y Olga Sánchez Cordero de García Ville-
gas, en cuanto al fondo. Disidentes: Jorge Mario Pardo
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Rebolledo, quien formuló voto particular y Alfredo Gu-
tiérrez Ortiz Mena, quien formuló voto particular. Po-
nente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: Artu-
ro Bárcena Zubieta.

Tesis de jurisprudencia 28/2015 (10a.). Aprobada por la
Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión de fecha
quince de abril de dos mil quince.

Esta tesis se publicó el viernes 10 de julio de 2015 a las
10:05 horas en el Semanario Judicial de la Federación y,
por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir
del lunes 13 de julio de 2015, para los efectos previstos
en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario
19/2013.

Época: Décima Época 
Registro: 2010495 
Instancia: Primera Sala 
Tipo de Tesis: Aislada 
Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federa-
ción 
Libro 24, Noviembre de 2015, Tomo I 
Materia(s): Civil 
Tesis: 1a. CCCLXVI/2015 (10a.) 
Página: 975 

Divorcio necesario. La inexistencia de la categoría de
cónyuge culpable no incide en las instituciones del
derecho familiar (legislación del estado de Jalisco).
Esta Primera Sala ha establecido que el artículo 404
del Código Civil del Estado de Jalisco, en el cual se
establecen las causales que hay que acreditar para
que pueda decretarse la disolución del matrimonio
cuando no existe mutuo consentimiento de los cón-
yuges para divorciarse, resulta inconstitucional,
pues constituye una medida legislativa que restringe
injustificadamente el derecho al libre desarrollo de
la personalidad. Por ende, el juzgador debe decretar
el divorcio sin necesidad de acreditar la figura de
“cónyuge culpable”. La eliminación de dicha categoría
no incide en las instituciones del derecho familiar, como
alimentos, guarda y custodia, compensación, etc., en
tanto que estas instituciones deberán tramitarse y resol-
verse de acuerdo a su propia naturaleza y características,
funcionando de manera independiente al sistema de
causales de divorcio.

Amparo directo en revisión 3979/2014. 25 de febrero de
2015. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Arturo

Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz,
quien reservó su derecho para formular voto concurren-
te, Olga Sánchez Cordero de García Villegas y Alfredo
Gutiérrez Ortiz Mena, quien formuló voto concurrente.
Disidente: Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien reservó
su derecho para formular voto particular. Ponente: Artu-
ro Zaldívar Lelo de Larrea. Secretarios: Arturo Bárcena
Zubieta y Ana María Ibarra Olguín.

Esta tesis se publicó el viernes 27 de noviembre de 2015
a las 11:15 horas en el Semanario Judicial de la Federa-
ción.

Época: Décima Época 
Registro: 2010056 
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito 
Tipo de Tesis: Aislada 
Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federa-
ción 
Libro 22, Septiembre de 2015, Tomo III 
Materia(s): Constitucional 
Tesis: XX.2o.2 C (10a.) 
Página: 2067 

Divorcio necesario. El artículo 263 del Código Civil
para el estado de Chiapas, al exigir, en el régimen de
disolución del matrimonio, la acreditación de causa-
les, vulnera el derecho al libre desarrollo de la per-
sonalidad. El libre desarrollo de la personalidad en el
ordenamiento jurídico mexicano y conforme a los line-
amientos del Pleno de la Suprema Corte de Justicia de
la Nación plasmados en la tesis aislada P. LXVI/2009,
publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su
Gaceta, Novena Época, Tomo XXX, diciembre de 2009,
página 7, de rubro: “Derecho al libre desarrollo de la
personalidad. Aspectos que comprende.”, es un dere-
cho fundamental que permite a los individuos elegir
y materializar los planes de vida que estimen conve-
nientes, cuyos límites externos son exclusivamente el
orden público y los derechos de terceros. Por tanto,
el artículo 263 del Código Civil para el Estado de
Chiapas, al exigir, en el régimen de disolución del
matrimonio, la acreditación de causales, cuando no
existe mutuo consentimiento de los contrayentes,
vulnera el derecho al libre desarrollo de la persona-
lidad y lo restringe injustificadamente, toda vez que
no resulta idóneo para perseguir alguno de los lími-
tes que imponen los derechos de terceros y de orden
público, por lo que es inconstitucional. En conse-
cuencia, los Jueces de esta entidad no pueden condi-
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cionar el otorgamiento del divorcio a la prueba de al-
guna causal; de tal manera que, para decretarlo,
basta con que uno de los cónyuges lo solicite sin ne-
cesidad de expresar motivo alguno. Sin embargo, el
hecho de que en esos casos se decrete el divorcio sin
la existencia de cónyuge culpable no implica desco-
nocer la necesidad de resolver las cuestiones familia-
res relacionadas con la disolución del matrimonio,
como pudieran ser la guarda y custodia de los hijos,
el régimen de convivencia con el padre, los alimentos
o alguna otra cuestión semejante.

Segundo Tribunal Colegiado del Vigésimo Circuito.

Amparo directo 341/2015. 25 de junio de 2015. Unani-
midad de votos. Ponente: Daniel Sánchez Montalvo. Se-
cretario: Luis Alfredo Gómez Canchola.

Amparo directo 413/2015. 3 de septiembre de 2015.
Unanimidad de votos. Ponente: Daniel Sánchez Montal-
vo. Secretaria: Irma Elizabeth Monzón Velasco.

Esta tesis se publicó el viernes 25 de septiembre de 2015
a las 10:30 horas en el Semanario Judicial de la Federa-
ción.

Época: Décima Época 
Registro: 2009512 
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito 
Tipo de Tesis: Aislada 
Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federa-
ción 
Libro 19, Junio de 2015, Tomo III 
Materia(s): Constitucional 
Tesis: III.2o.C.25 C (10a.) 
Página: 2076 

Divorcio. El artículo 404 del Código Civil del Estado
de Jalisco al exigir la acreditación de una causal pa-
ra disolver el vínculo matrimonial vulnera el derecho
de libre desarrollo de la personalidad y, por tanto, de
la dignidad humana. El Pleno de la Suprema Corte de
Justicia de la Nación ha considerado que la dignidad hu-
mana resulta fundamento de cualquier institución jurídi-
ca y social; por ello, en la interpretación constitucional,
el parámetro constante y clave es la justificación y solu-
ción del conflicto jurídico, teniendo en cuenta, en todo
momento, el principio de la dignidad humana, como ba-
se que edifica la entidad del sistema jurídico y orienta su
formación, comprensión y ejecución. El derecho a que

se respete la dignidad de todo ser humano, es funda-
mental, pues ello salvaguarda el incuantificable valor
que tiene toda persona por el solo hecho de serlo, lo que
condiciona el disfrute de los demás derechos. Existe una
serie de derechos que tienen por objeto que la dignidad
humana sea garantizada y, por tanto, permiten que toda
persona alcance un estado de plenitud física y mental,
entre ellos, se encuentra el libre desarrollo de la perso-
nalidad, derecho fundamental superior que, de acuerdo
con Anabella del Moral Ferrer, en su obra “El libre de-
sarrollo de la personalidad en la jurisprudencia
constitucional colombiana”, Cuestiones Jurídicas,
Vol. VI, Núm. 2, julio-diciembre, 2012, pp. 63-96,
Universidad Rafael Urdaneta, Maracaibo, Venezue-
la, se integra por tres elementos: 1) La libertad gene-
ral de actuar; 2) La autonomía (que implica la auto-
determinación); y, 3) La libertad de elección u
opción. Lo anterior incluye la libertad de hacer o no
hacer lo que se considere conveniente para la exis-
tencia de cada ser humano, como el contraer o no
matrimonio. Su propia naturaleza precisa que el Es-
tado no sólo se abstenga de interferir en el desarrollo
autónomo del individuo; sino por el contrario, de-
manda que garantice y procure las condiciones más
favorables para que todos los habitantes alcancen
sus aspiraciones y, por tanto, su realización personal
y de vida. Con base en ello, si la libre voluntad de las
partes es un elemento esencial del matrimonio, es in-
dudable que aquélla también debe ser tomada en
cuenta para decidir, legalmente, si dicha unión con-
yugal seguirá existiendo o si se disolverá, pues no
puede ser reconocida sólo al momento de celebrarse
el matrimonio, y soslayarse una vez tramitado el di-
vorcio. Así, el artículo 404 del Código Civil del Esta-
do de Jalisco vulnera el derecho al libre desarrollo de
la personalidad y, por tanto, la dignidad humana, al
exigir la acreditación de una causal de divorcio para
disolver el vínculo matrimonial, pues la libertad del
cónyuge para diseñar de manera autónoma su pro-
yecto de vida, no puede condicionarse a la demostra-
ción de las causales que invocó en su escrito inicial de
demanda, pues esta imposición incidiría de manera
perniciosa en el libre desarrollo de su personalidad y
dignidad humana; por tanto, la única causa determi-
nante que puede considerarse como constitucional-
mente válida, no es más que la libre voluntad que ex-
presó en su demanda, con independencia de que
dicha decisión haya sido motivada o no, por alguna
de las conductas que enumera el citado precepto de
la legislación civil de Jalisco.
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Segundo Tribunal Colegiado en Materia Civil del Tercer
Circuito.

Amparo directo 553/2014. 25 de noviembre de 2014.
Mayoría de votos. Disidente: Víctor Jáuregui Quintero.
Ponente: Gerardo Domínguez. Secretario: Manuel Aya-
la Reyes.

Esta tesis se publicó el viernes 26 de junio de 2015 a las
9:20 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

Uno de los beneficios que se traería con esta propuesta, es
la reducción procesal, es decir, los procedimientos en los
que se disuelvan los vínculos matrimoniales serían muy
abreviados, en los que únicamente se tendría que notificar
del procedimiento al otro cónyuge, otorgándole un plazo
para que conteste la demanda hecha valer en su contra, ra-
tificar la misma por la parte actora, y tratar de resolver las
consecuencias inherentes al divorcio, tales como los ali-
mentos que deben recibir los menores de edad, la guarda
custodia, así como el régimen de visitas y convivencias al
que deben sujetarse con alguno de sus padres, las cuales
podrían quedar pendientes para su posterior resolución vía
incidental, sólo para el caso de que no haya acuerdo sobre
el particular, sin que ello impida la disolución del vínculo
matrimonial mediante la pronunciación de una sentencia
por parte del juzgador; una vez iniciado el procedimiento,
el cónyuge promovente sería la única persona que median-
te su desistimiento, podría dejar sin efectos la demanda in-
terpuesto, siempre que ello sea antes de que se cite a sen-
tencia a las partes.

Lo anterior también implicaría efectuar modificaciones al
Código Federal de Procedimientos Civiles, con la idea de
que los ajustes propuestos al Código Civil Federal, sean
operativos y los beneficios descritos, sean materializados
en la pronta resolución de las controversias suscitadas con
esta naturaleza.     

No se omite mencionar, que para la redacción que se pro-
pone en los artículos referidos en el decreto de la presente
iniciativa, se tomó en consideración la regulación que so-
bre el particular se realiza en el Código Civil del Distrito
Federal, el Código de Procedimientos Civiles del Distrito
Federal, el Código de Procedimientos Familiares para el
Estado de Coahuila de Zaragoza y la Ley para la Familia
del Estado de Coahuila de Zaragoza, haciéndose los ajus-
tes necesarios en el decreto de la propuesta planteada por
el suscrito. 

Como parte de los esfuerzos que se vienen realizando des-
de el Congreso de la Unión para fomentar la promoción,
respeto, protección y garantía de los derechos humanos en
nuestro país, es que presento la iniciativa de mérito, con la
finalidad de abonar al fortalecimiento y armonización de la
legislación de nuestro país, lo cual se encuentra sostenido
en los argumentos expuestos, mismos que se complemen-
tan con los criterios hechos valer tienen guardando conso-
nancia con las diferentes disposiciones citadas a lo largo
del presente documento.

Por lo anteriormente expuesto, se propone ante esta hono-
rable asamblea, el siguiente proyecto de

Decreto

Primero. Se reforman los artículos 266, 267 y 281 del Có-
digo Civil Federal, para quedar de la siguiente manera:

Artículo 266. El divorcio disuelve el vínculo del matrimo-
nio y deja a los cónyuges en aptitud de contraer otro. Uno
de los cónyuges o ambos, podrán manifestar su inten-
ción ante la autoridad judicial, para no continuar con el
vínculo matrimonial que los une, y solicitar su disolu-
ción, sin que le sea requerido señalar y acreditar la cau-
sa en la que basa su petición, siempre que cuando me-
nos, haya transcurrido un año desde su celebración.

Se decretará el divorcio siempre que se cumplan los re-
quisitos exigidos en el siguiente artículo.

Artículo 267. El cónyuge que promueva la solicitud de
divorcio, deberá adjuntar a su escrito inicial, una pro-
puesta de convenio en el que se regulen cada una de las
consecuencias inherentes a la disolución del matrimo-
nio, debiendo contener los siguientes requisitos:

I. La designación de la persona a la que le será otor-
gada la guarda y custodia de los hijos menores de
edad o incapaces;

II. Un régimen de visitas y convivencias en el que el
progenitor que no tenga la guarda y custodia de los
menores de edad o incapaces, podrá convivir con
ellos, respetando los horarios de comidas, descanso y
estudio de los hijos, quedando en libertad los divor-
ciantes para establecer las reglas y los términos bajo
los cuales se ejercerá este régimen;
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III. El monto, la forma, lugar y fecha de pago de la
pensión alimenticia para cubrir las necesidades de
los hijos y, en su caso, del cónyuge a quien deba dar-
se alimentos, así como la forma en que se deberá ga-
rantizar su cumplimiento;

IV. Designación del cónyuge que podrá disfrutar del
domicilio conyugal, si es el caso, así como su menaje;

V. La forma en que se administrarán los bienes que
formen parte de la sociedad conyugal durante el pro-
cedimiento, mientras se liquida, así como la forma de
liquidarla, para lo cual será necesario exhibir las ca-
pitulaciones matrimoniales, el inventario, avalúo y el
proyecto de partición, siempre que ello sea pertinen-
te;

VI. Cuando el matrimonio se haya celebrado bajo el
régimen de separación de bienes, el promovente de-
berá señalar la compensación que propone le sea en-
tregada al cónyuge que no haya acrecentado su pa-
trimonio durante el matrimonio, por haber realizado
preponderantemente actividades del hogar y/o al
cuidado de los hijos, prestación que no podrá ser in-
ferior al 50% del valor de los bienes que el otro cón-
yuge haya adquirido. Si no hay acuerdo al respecto
entre los divorciantes, el juzgador resolverá aten-
diendo a las circunstancias especiales de cada caso.

En el caso de que el divorcio sea solicitado volunta-
riamente por ambos cónyuges, de igual forma, debe-
rán adjuntar a su escrito inicial los requisitos señala-
dos en las fracciones anteriores, sólo que será
necesario que su solicitud sea ratificada ante la pre-
sencia jurisdiccional, para que la disolución del vín-
culo matrimonial sea decretada. 

Artículo 281. El cónyuge que haya promovido el divor-
cio puede desistirse del mismo con la finalidad de que
subsista el vínculo matrimonial, hasta antes de que se
pronuncie la sentencia que ponga fin al procedimiento.

Segundo. Se derogan los artículos  268, 269, 270, 277,
278, 279, 286 y los párrafos segundo y tercero del artículo
289 del Código Civil Federal, para quedar de la siguiente
manera:

Artículo 268. Derogado.

Artículo 269. Derogado.

Artículo 270. Derogado.

Artículo 277. Derogado.

Artículo 278. Derogado.

Artículo 279. Derogado.

Artículo 286. Derogado.

Artículo 289. … 

Derogado.

Derogado.

Tercero. Se adiciona una fracción V al artículo 322, reco-
rriéndose la actual en un orden progresivo, un párrafo se-
gundo al artículo 329, un párrafo segundo al artículo 333,
un artículo 336 bis, al Código Federal de Procedimientos
Civiles, para quedar de la siguiente manera:

Artículo 322. …

I. a IV. …

V. Cuando se trata de asuntos de divorcio, deberá
adjuntarse al escrito inicial de solicitud, la propues-
ta de convenio en los términos que se establece en el
artículo 267 del Código Civil Federal, con excepción
de lo establecido en la fracción III del presente artí-
culo, debiendo ofrecer las pruebas conducentes, úni-
camente para acreditar la procedencia del convenio
propuesto; y

VI. …

Artículo 329. …

En los asuntos de divorcio, el demandado podrá mani-
festar su conformidad con el convenio propuesto por su
contraparte, o en su caso, presentar una contrapro-
puesta, debiendo relacionar las pruebas conducentes
respectivas relacionadas con la misma.

Artículo 333. …

En los asuntos de divorcio, si los cónyuges llegan a un
acuerdo respecto al convenio propuesto, el juez pro-
nunciara un acuerdo en el que se decrete la disolución
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del matrimonio, así como la aprobación del convenio,
sin que haya necesidad de pronunciar una sentencia.

Artículo 336 Bis. En los asuntos de divorcio, no se abri-
rá el periodo probatorio a que se refiere el artículo 337
de este código, toda vez que las pruebas relacionadas
con el convenio propuesto se deben ofrecer al momento
de presentarse el escrito inicial de solicitud de divorcio
y, en su caso, la contestación a la misma, por lo que úni-
camente se ordenará su preparación y se señalará fecha
para que tenga lugar su desahogo en el incidente corres-
pondiente.

El divorcio podrá ser decretado por el juez, una vez que
se haya contestado la solicitud presentada o en su de-
fecto, haya precluido el término para contestarla. En
caso de que no exista acuerdos  entre los convenios pro-
puestos por las partes, el juez las citará para tratar de
avenir los intereses y procurar un acuerdo que resuelva
en definitiva la controversia, dentro de los cinco días si-
guientes. De no ser así, se procederá en los términos del
artículo 358 de este ordenamiento.

Transitorios

Primero. Publíquese el presente decreto en el Diario Ofi-
cial de la Federación. 

Segundo. El presente decreto entrará en vigor al día si-
guiente de su publicación en el Diario Oficial de la Fede-
ración. 

Tercero. Por lo que hace a los juicios de divorcio en trá-
mite, será decisión de las partes optar por la aplicación de
las reformas establecidas en el presente decreto, o en su ca-
so, seguir la tramitación del procedimiento bajo las dispo-
siciones vigentes anteriores a la publicación del presente
decreto, hasta su total conclusión. 

Presentada en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a dieciséis de fe-
brero de dos mil dieciséis.— Diputados y diputadas: Francisco Sara-
cho Navarro, Armando Luna Canales, Flor Estela Rentería Medina,
María Guadalupe Oyervides Valdez (rúbricas).»

El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijalva:
Gracias, diputado Saracho. Túrnese a la Comisión de
Justica, para dictamen.

CÓDIGO CIVIL FEDERAL

El diputado Francisco Saracho Navarro: «Iniciativa que
reforma y deroga diversas disposiciones del Código Civil
Federal, a cargo del diputado Francisco Saracho Navarro,
del Grupo Parlamentario del PRI

De conformidad con lo dispuesto por los artículos 71, frac-
ción II, y 72 de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos, y los artículos, 6o., fracción I, 77 y 78 del
Reglamento de la Cámara de Diputados, el diputado fede-
ral Francisco Saracho Navarro, del Grupo Parlamentario
del Partido Revolucionario Institucional de esta LXIII Le-
gislatura, pone a consideración de esta honorable sobera-
nía, iniciativa con proyecto de decreto por el que se dero-
gan y reforman diversas disposiciones del Código Civil
Federal, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

En el último año de ejercicio de la LXII Legislatura, fue
aprobada y expedida la nueva Ley General de Derechos de
Niñas, Niños y Adolescentes, misma que fue publicada en
el Diario Oficial de la Federación el 4 de diciembre de
2014, lo cual ha constituido uno de los grandes logros le-
gislativos más recientes en lo que hace a la protección de
los derechos humanos de ese sector poblacional, quienes
por su propia naturaleza puede ser un grupo vulnerable, de-
bido a las diversas circunstancias que los rodean.

En ese sentido, al ser una materia concurrente en términos
de la fracción XXIX-P del artículo 73 constitucional, los
tres órdenes de gobierno tendrán en dicho ordenamiento,
un instrumento jurídico en el que se establece una base mí-
nima de protección, respeto y promoción de los derechos
humanos de las niñas, niños y adolescentes, a la luz de la
Carta Magna y de los Tratados Internacionales, además de
que en dicha regulación se observaran los principios recto-
res y criterios de la política nacional en la materia, así co-
mo la creación y regulación del Sistema Nacional de Pro-
tección Integral de los Derechos de Niñas, Niños y
Adolescentes que deberá operar en todo el país, por lo que
dichas acciones se emprenderán no sólo desde el ámbito ju-
rídico, sino también desde el ámbito administrativo. 

Es importante señalar que en términos del artículo 5 de la
referida Ley General, se establece que serán considerados
como niñas y niños los menores de 12 años de edad, mien-
tras que los que se encuentren entre 12 y 18 años de edad
serán considerados como adolescentes; al respecto, la Con-
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vención sobre los Derechos de los Niños señala que todos
los menores de 18 años serán considerados como niños.

De ese modo es que dicha ley busca combatir y erradicar
aquellas circunstancias que generen afectaciones a los de-
rechos humanos de las niñas, niños y adolescentes en nues-
tro país, y que por ende, obstaculizan su sano desarrollo,
llegando a comprometer su integridad física e incluso su
vida. 

Así, es importante que toda la legislación, criterios y demás
normatividad que regulen los derechos de las niñas, niños
y adolescentes en nuestro país, tanto a nivel federal, como
local, sea armonizada con la Ley General de Derechos de
Niñas, Niños y Adolescentes, para hacer un combate más
efectivo a esas circunstancias que colocan en riesgo o vul-
nerabilidad a ese sector de la población, buscando mejorar
su calidad de vida y propiciarles condiciones para acceder
a un desarrollo integral durante esa etapa, así como en su
vida adulta.

Debido a que es una obligación del Estado mexicano ga-
rantizar la máxima protección de los derechos fundamenta-
les de los menores de edad, es imperioso eliminar de la le-
gislación, aquellas disposiciones cuyo contenido ha
permitido que sus derechos hayan sido vulnerados por dé-
cadas, tal como sucede al momento de que se ven involu-
crados en la celebración de un matrimonio, ya sea que se
celebre entre menores de edad o entre un adulto y un me-
nor de edad, situación que aún es regulada en diversos pre-
ceptos del Código Civil Federal, a pesar de que el artículo
45 de la Ley General de Derechos de Niñas, Niños y Ado-
lescentes prohíbe que el matrimonio se efectúe con meno-
res de edad involucrados; dicho artículo dice lo siguiente:

“Las leyes federales y de las entidades federativas, en el
ámbito de sus respectivas competencias, establecerán co-
mo edad mínima para contraer matrimonio los 18 años.” 

El espíritu de esta disposición se encuentra basado en el
principio del interés superior de la niñez, mismo que tiene
el carácter de garantía constitucional de los menores de
edad e “implica el desarrollo de los menores de edad y el
ejercicio pleno de sus derechos, los cuales deben ser consi-
derados como criterios rectores para la elaboración de nor-
mas y la aplicación de éstas en todos los órdenes relativos
a la vida del niño”,1 así como también podemos entender-
lo como “el derecho a vivir en condiciones de bienestar y a
un sano desarrollo integral”, con la finalidad de que “los
menores de edad vivan en condiciones que permitan su de-

sarrollo, bienestar, crecimiento saludable y armonioso,
tanto físico como mental, material, espiritual, ético, cultu-
ral y social”, lo cual se encuentra previsto en el artículo 27
de la Convención sobre los Derechos de los Niños.2

Asimismo, durante 2015, el Comité de los Derechos del
Niño de las Naciones Unidas ha encomendado a México:

“A la luz de la observación general número 18. (2014)
adoptada de manera conjunta con el Comité para la Eli-
minación de la Discriminación Contra la Mujer, el Co-
mité recomienda al estado parte que asegure la efec-
tiva implementación del artículo 45 de la LGDNNA,
asegurando que la edad mínima para contraer ma-
trimonio por parte de niñas y niños sea establecida
en 18 años en las leyes de todos los estados. El Estado
parte debe también implementar programas integrales
de sensibilización sobre las consecuencias negativas del
matrimonio infantil en niñas, teniendo como población
objetivo a los familiares, maestros y líderes indígenas.”3

Al momento de que los menores de edad tienen un sano de-
sarrollo durante dicha etapa, existen mayores probabilida-
des para que durante su adultez accedan a mejores condi-
ciones de vida, en términos del artículo 43 de la Ley
General de Derechos de las Niñas, Niños y Adolescentes.

La tendencia a prohibir la celebración del matrimonio a los
menores de edad es acertada, puesto que busca evitar que
estos adquieran prematuramente aquellas obligaciones le-
gales y morales que de dicha figura se emanan, ya que al
asumir este tipo de cargas les impediría acceder y disfrutar
de aquellos derechos y circunstancias propias de su edad,
generando el riesgo de que su desarrollo personal pueda
quedarse inconcluso, colocándolos en una situación de
desventaja a corto plazo, puesto que es muy común que
abandonen sus estudios, y que sean más propensos a sufrir
problemas de diversa índole que afectan su desarrollo y po-
sibilidades de progreso a mediano plazo; además de que es
una edad en la que no se ha alcanzado una madurez mental
suficiente para dimensionar la gran responsabilidad que
implica un matrimonio, o lo que realmente se busca de una
pareja y de la vida misma, lo que resulta contrario a lo es-
tablecido en el numeral 2 del artículo 16 de la Declaración
Universal de los Derechos Humanos.4

La participación de menores de edad en el matrimonio, ha
sido muy común en nuestro país por décadas, lo cual ha si-
do propiciado por aspectos de tipo social y cultural, propias
de la idiosincrasia de nuestro país o determinadas regiones
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del territorio nacional, ya que las mismas familias de los
menores o incluso, los usos y costumbres que se llevan a
cabo en algunas comunidades indígenas de donde son ori-
ginarios éstos, han fomentado dicha práctica, sin embargo,
ello ha sido motivo para que se cometan abusos o conduc-
tas tipificadas como delitos sobre dichos menores, tales co-
mo la trata de personas u otras conductas análogas a la es-
clavitud, lesiones, incluso poniendo en riesgo su vida. 

Desafortunadamente las niñas, por su sola condición, son
quienes podrían ser las principales víctimas debido a la dis-
criminación por razón de género que se sigue presentando,
lo cual contribuye para el desarrollo de diversos problemas
tales como el abandono de sus estudios, embarazos prema-
turos, mortalidad materna, mortalidad neonatal, transmi-
sión intergeneracional de la pobreza y la limitación de
oportunidades de niñas, niños y adolescentes, entre otros,
circunstancias que se agudizan en el caso de las niñas que
son pertenecientes a grupos étnicos.5

En ese sentido, es importante señalar que la emancipación
de los menores de edad implica que estos se independiza-
rán respecto de quien ejerce sobre ellos, la patria potestad
o tutela, lo cual puede obedecer a diversas circunstancias,
siendo la del matrimonio la principal y la más común, por
lo que resulta necesario que también se deroguen, o refor-
men, en su caso, aquellas disposiciones que la prevean,
puesto que a través de dicha figura jurídica, la misma ley
acepta los alcances de un matrimonio entre menores de
edad, lo cual ya se encuentra prohibido por la Carta Mag-
na y la legislación secundaria, como parte de la tutela a los
derechos fundamentales de los menores de edad.  

En apoyo a la propuesta que plantea el suscrito, el numeral
2 del artículo 16 de la Convención sobre la Eliminación de
todas las formas de Discriminación contra la Mujer,6 rati-
ficado por México y, por tanto derecho válido, establece
que no surtirán efectos jurídicos los matrimonios entre me-
nores de edad, y señala la necesidad de que los estados que
sean parte de dicha convención,7 como es el caso de nues-
tro país, establezcan una edad mínima para celebrar los
matrimonios, lo cual implicaría tomar medidas de carácter
legislativo, mismas que ya han empezado a tomarse y ya
han sido plasmadas en la Constitución Política de los Esta-
dos Unidos Mexicanos y en el supra citado artículo 45 de
la Ley General de Derechos de Niñas, Niños y Adolescen-
tes, las cuales darán la pauta para que la legislación federal
y la de las entidades federativas, se uniformen en lo que ha-
ce a dicha protección y que de esa manera, tal mandato sea
diseminado en todo el territorio nacional.

Aunado a lo anterior, establecer de manera expresa en el
Código Civil Federal, la prohibición a los menores de edad
para contraer matrimonio, contribuirá a la paulatina solu-
ción de diversos problemas que actualmente afrontan los
jóvenes mexicanos, como lo es el embarazo prematuro y
diversas consecuencias inherentes a ello, tal como lo ha es-
tablecido el Gobierno Federal a través de la Estrategia Na-
cional para la Prevención de Embarazos en Adolescentes
(ENAPEA), implementada en enero de 2015 por el Presi-
dente de la República, Enrique Peña Nieto.8

En ese tenor, la legislación secundaria debe guardar sinto-
nía con la Carta Magna y la referida Ley General, por lo
que con la finalidad de reforzar la regulación y protección
que realiza tal ordenamiento, es que esta iniciativa presen-
tada por el suscrito, propone derogar y reformar aquellas
disposiciones legales que permiten celebrar el matrimonio
entre menores de edad, lo cual constituirá un paso más en
la defensa y protección de los derechos de este sector de la
población.   

Por lo anteriormente expuesto, se propone ante esta Hono-
rable Asamblea, el siguiente proyecto de:

Decreto

Único. Se derogan el artículo 93, las fracciones II y VII
del artículo 98, las fracciones IV y V del artículo 103, los
artículos 149, 150, 151, 152, 153, 154, 155, la fracción II,
así como el último párrafo del artículo 156, 173, 181, el se-
gundo párrafo del artículo 187, el segundo párrafo del artí-
culo 209, 229, 237, 238, 239, 240, la fracción II del artícu-
lo 443, 451, la fracción II del artículo 624 y 641 del Código
Civil Federal; Se REFORMAN, la fracción I del artículo
31, la fracciones I y V del artículo 98, el artículo 100, la
fracción II del artículo 103, el segundo párrafo del artículo
113, el artículo 148, la fracción I del artículo 156, el artí-
culo 172, el primer párrafo de artículo 187, el primer pá-
rrafo del artículo 209, el artículo 265, el primer párrafo del
artículo 272, todos del Código Civil Federal, para quedar
de la siguiente manera:

Artículo 31. …

I. Del menor de edad, el de la persona a cuya patria po-
testad está sujeto;

II. a IX. …

Artículo 93. Derogado.
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Artículo 98. …

I. El acta de nacimiento de los pretendientes, así como
una identificación oficial con la que se acredite su
mayoría de edad;

II. Derogado.

III. a IV. …

V. El convenio que los pretendientes deberán celebrar
con relación a sus bienes presentes y a los que adquie-
ran durante el matrimonio. En el convenio se expresará
con toda claridad si el matrimonio se contrae bajo el ré-
gimen de sociedad conyugal o bajo el de separación de
bienes. No puede dejarse de presentar este convenio ni
aun a pretexto de que los pretendientes carecen de bie-
nes, pues en tal caso, versará sobre los que adquieran
durante el matrimonio. Al formarse el convenio se ten-
drá en cuenta lo que disponen los artículos 189 y 211, y
el Oficial del Registro Civil deberá tener especial cui-
dado sobre este punto, explicando a los interesados todo
lo que necesiten saber a efecto de que el convenio que-
de debidamente formulado. 

…

VI. …

VII. Derogado.

Artículo 100. El Juez del Registro Civil a quien se presen-
te una solicitud de matrimonio que llene los requisitos enu-
merados en los artículos anteriores, hará que los preten-
dientes reconozcan ante él y por separado sus firmas. Las
declaraciones de los testigos a que se refiere la fracción III
del artículo 98 serán ratificadas bajo protesta de decir ver-
dad, ante el mismo Juez del Registro Civil. Este, cuando lo
considere necesario, se cerciorará de la autenticidad de la
firma que calce el certificado médico presentado.

Artículo 103. …

I. … 

II. La mayoría de edad de los contrayentes. 

III. … 

IV. Derogado. 

V. Derogado. 

VI. a IX. …

Artículo 113. …

También podrá exigir declaración bajo protesta a los testi-
gos que los interesados presenten, y a los médicos que sus-
criban el certificado exigido por la fracción IV del artículo
98.

Artículo 148. Para contraer matrimonio, tanto el hom-
bre, como la mujer, necesitan haber cumplido dieciocho
años de edad;

Artículo 149. Derogado.

Artículo 150. Derogado.

Artículo 151. Derogado.

Artículo 152. Derogado.

Artículo 153. Derogado.

Artículo 154. Derogado.

Artículo 155. Derogado.

Artículo 156. …

I. La falta de edad requerida por la ley;

II. Derogado. 

III. a X. …

Derogado.

Artículo 172. El marido y la mujer, tienen capacidad para
administrar, contratar o disponer de sus bienes propios y
ejercitar las acciones u oponer las excepciones que a ellos
corresponden, sin que para tal objeto necesite el esposo del
consentimiento de la esposa, ni ésta de la autorización de
aquél, salvo en lo relativo a los actos de administración y
de dominio de los bienes comunes.

Artículo 173. Derogado.

Artículo 181. Derogado.
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Artículo 187. La sociedad conyugal puede terminar antes
de que se disuelva el matrimonio si así lo convienen los es-
posos.

Derogado.

Artículo 209. Durante el matrimonio la separación de bie-
nes puede terminar para ser substituida por la sociedad
conyugal.

Derogado.

Artículo 229. Derogado.

Artículo 237. Derogado.

Artículo 238. Derogado.

Artículo 239. Derogado.

Artículo 240. Derogado.

Artículo 265. Las personas mayores de edad que contrai-
gan matrimonio con algún menor de edad, a sabiendas de
tal circunstancia, serán sancionadas con las penas esta-
blecidas en la legislación penal aplicable.

Artículo 272. Cuando ambos consortes convengan en di-
vorciarse, no tengan hijos y de común acuerdo hubieren li-
quidado la sociedad conyugal, si bajo ese régimen se casa-
ron, se presentarán personalmente ante el Juez del Registro
Civil del lugar de su domicilio; comprobarán con las copias
certificadas respectivas que son casados y manifestarán de
una manera terminante y explícita su voluntad de divor-
ciarse. 

… 

Derogado. 

…

Artículo 443. …

I. ...

II. Derogado. 

III. …

Artículo 451. Derogado.

Artículo 624. … 

I. …

II. Derogado.

Artículo 641. Derogado.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor al día siguien-
te de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Notas:

1 Ver en 10ª. Época; 1ª Sala; S.J.F. y su gaceta; Tomo 1, Diciembre de
2012; Página 334.

2 Ver Artículo 27. 1. Los Estados Partes reconocen el derecho de todo
niño a un nivel de vida adecuado para su desarrollo físico, mental, es-
piritual, moral y social. 2. A los padres u otras personas encargadas del
niño les incumbe la responsabilidad primordial de proporcionar, den-
tro de sus posibilidades y medios económicos, las condiciones de vida
que sean necesarias para el desarrollo del niño…

3 Comité de los Derechos del Niño. Observaciones finales sobre los in-
formes periódicos cuarto y quinto consolidados de México. Disponible
en:  

http://recomendacionesdh.mx/recomendaciones/descargar/CDN_2015
_Traducci%C3%B3n_no_oficial/pdf 

4 Ver en Artículo 16. … 2. Sólo mediante libre y pleno consentimien-
to de los futuros esposos podrá contraerse el matrimonio….

5 Campaña del Secretario General de las Naciones Unidas “UNETE

para poner fin a la violencia contra las mujeres”, consultado 7 de mar-
zo de 2016 en 

http://www2.unwomen.org/~/media/field%20office%20mexico/docu-
men tos /no t i c i a s / l l amado%20a%20la%20acc ion%20une-
te%202015_19_nov.pdf?v=1&d=20151119T225223 

6 Ver en Artículo 16. … 2. No tendrán ningún efecto jurídico los es-
ponsales y el matrimonio de niños y se adoptarán todas las medidas ne-
cesarias, incluso de carácter legislativo, para fijar una edad mínima pa-
ra la celebración de matrimonio y hacer obligatoria la inscripción del
matrimonio en un registro oficial.
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7 Dicho Tratado Internacional fue ratificado por nuestro país el 23 de
marzo de 1981, mismo que publicado en el Diario Oficial de la Fede-
ración el 12 de mayo siguiente, y entró en vigor el 3 de septiembre de
ese mismo año.

8 Estrategia Nacional para la Prevención de Embarazos en Adolescen-
tes (ENAPEA), página 66, consultado 7 de marzo de 2016  en
http://www.gob.mx/cms/uploads/attachment/file/55979/ENA-
PEA_0215.pdf 

Palacio Legislativo de San Lázaro, a diez de marzo de dos mil dieci-
séis.— Diputados y diputadas: Francisco Saracho Navarro, Arman-
do Luna Canales, Flor Estela Rentería Medina, María Guadalupe
Oyervides Valdez, Ramón Bañales Arambula (rúbricas).»

El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijalva:
Túrnese a la Comisión de Justica, para dictamen.

INSCRIBIR CON LETRAS DE ORO EN EL MURO DE
HONOR DEL PALACIO LEGISLATIVO DE SAN 
LÁZARO EL NOMBRE DE MANUEL GÓMEZ MORÍN

El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijalva:
Y tiene ahora la palabra por cinco minutos la diputada
Claudia Sánchez Juárez, del Grupo Parlamentario del PAN,
para presentar iniciativa con proyecto de decreto para ins-
cribir con letras de oro en el Muro de Honor del Palacio
Legislativo de San Lázaro el nombre de Manuel Gómez
Morín.

La diputada Claudia Sánchez Juárez: Con su venia,
diputado presidente. La presente iniciativa tiene por objeto
inscribir en letras de oro en el Muro de Honor de este Pa-
lacio Legislativo el nombre de un mexicano excepcional,
un mexicano de instituciones, el nombre de don Manuel
Gómez Morín.

Manuel Gómez Morín nació el 27 de febrero de 1897 en
Batopilas, Chihuahua. Abogado de formación, egresado de
la Escuela Nacional de Jurisprudencia en 1915. Fue alum-
no de José Vasconcelos y de Antonio Caso, entre otros.

Asimismo, Manuel Gómez Morín formó parte del grupo
denominado Los Siete Sabios de México, en el que tam-
bién participaban Vicente Lombardo Toledano, Alfonso
Caso, Antonio Castro Leal, Jesús Moreno Vaca, Teófilo
Olea y Leyva, y Alberto Vázquez del Mercado.

Tras recibirse como abogado en 1919, fue nombrado se-
cretario de la Escuela Nacional de Jurisprudencia. Ese mis-
mo año trabajó en la Secretaría de Hacienda y Crédito Pú-
blico y en 1920 fue secretario de Hacienda del presidente
Álvaro Obregón.

A los 24 años ascendió al cargo de subsecretario de Ha-
cienda bajo el mandato de Adolfo de la Huerta. En 1924,
Alberto J. Pani, secretario de Hacienda lo invitó a formar
parte de la comisión encargada de redactar la Ley Consti-
tutiva del Banco de México, en donde además fungió como
presidente del Consejo de Administración durante el perio-
do 1925 a 1929. En 1926 participó como ponente en la co-
misión que creó la Ley de Crédito Agrícola y el banco del
mismo nombre, institución que a la fecha lleva el nombre
de Financiera Nacional de Desarrollo Agropecuario Rural,
Forestal y Pesquero.

Dentro del gobierno callista preparó un proyecto para la
creación del IMSS. En 1931 participó en la creación y pre-
sidió el Consejo de Administración del Banco Hipotecario
Urbano y de Obras Públicas, hoy Banobras.

En 1933 hubo una polémica crucial para la vida institucio-
nal de nuestra máxima casa de estudios. En ese año el go-
bierno encabezado por el presidente Abelardo Rodríguez y
Vicente Lombardo Toledano se confrontaron siendo este
último director de la Escuela Nacional Preparatoria. Este
propuso la inclusión de la orientación socialista como ex-
clusiva perspectiva de estudio.

Antonio Caso, también integrante del grupo de los siete sa-
bios defendió la libertad de cátedra, contando siempre con
el apoyo incondicional de don Manuel Gómez Morín.

Como resultado de este conflicto entre el gobierno y Toleda-
no dio como resultado que en 1945 se redactara la nueva Ley
Orgánica, en donde se le da autonomía a la máxima casa de
estudios, defendiendo así como rector de la propia Universi-
dad la autonomía que es tan apreciada en estos días.

Esta lucha por la autonomía y la libertad de cátedra abrió
rutas para que cualquier doctrina pudiera enseñarse en la
Universidad, siempre y cuando rigiera la metodología ri-
gurosa y el pensamiento crítico.

La libertad de cátedra hizo posible que Lombardo Toleda-
no impartiera su clase de derecho obrero con un enfoque
marxista, Gómez Morín la clase de derecho púbico con uno
liberal. Y Alfonso Caso las suyas con otros socialistas.
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En el ámbito cultural don Manuel Gómez Morín impulsó la
creación de editoriales como Editorial Polis, el Fondo de
Cultura Económica y en la música la Orquesta Sinfónica
Nacional y la Orquesta Musical de México, AC.

Hasta su muerte en la Ciudad de México, el 19 de abril de
1972 don Manuel Gómez Morín fue un incansable lucha-
dor y formador de instituciones culturales, políticas, eco-
nómicas y sociales que han sido fundamentales en la crea-
ción de este México moderno y de entre sus frases no
olvidemos que nuestro deber es permanente, no una lucha
de un día sino una brega de eternidad.

Y es aquí, en este recinto legislativo donde se discuten las
leyes que transforman este país y que día a día hacen de es-
ta nación una nación más grande y vigorosa. Esta brega de
eternidad debe ser permanente.

En 2004 sus restos fueron trasladados a la Rotonda de las
Personas Ilustres. En noviembre de 2013 fue entregada por
unanimidad del Senado de la República la medalla Belisa-
rio Domínguez, post mortem. 

Por lo anteriormente expuesto, me permito someter a la
consideración de esta soberanía la siguiente iniciativa con
proyecto de decreto para inscribir en letras de oro en el
Muro de Honor de este Palacio Legislativo el nombre de
Manuel Gómez Morín. 

Artículo Único. Inscríbanse con letras de oro en el Muro de
Honor del Palacio Legislativo de San Lázaro el nombre de
Manuel Gómez Morín.

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor al día si-
guiente de su publicación en el Diario Oficial.

Segundo. Se instruye a la Comisión de Régimen, Regla-
mentos y Prácticas Parlamentarias la ceremonia correspon-
diente.

Muchísimas gracias por su atención, compañeros dipu-
tados.

«Iniciativa de decreto, para inscribir con letras de oro en el
muro de honor del Palacio Legislativo de San Lázaro el
nombre de Manuel Gómez Morín, a cargo de la diputada
Claudia Sánchez Juárez, del Grupo Parlamentario del PAN

La que suscribe, diputada Claudia Sánchez Juárez, inte-
grante del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacio-
nal en la LXIII Legislatura del Congreso de la Unión, con
fundamento en lo dispuesto por los artículos 71, fracción
II, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexi-
canos; y los artículos 6, fracción I, y 78 del Reglamento de
la Cámara de Diputados, al tenor de

Antecedentes

El marco histórico y revolucionario de la época de 1915,
no era nada favorable al nacimiento y desarrollo de la cul-
tura, pero bajo este marco empezaron a actuar Los siete sa-
bios de México, nombre que provino de sus siete integran-
tes, que conformaron una sociedad llamada Sociedad de
Conferencias y Conciertos, con el fin de propagar la cultu-
ra entre los estudiantes de la Universidad Nacional de Mé-
xico y que fueron discípulos de celebres ilustres como An-
tonio Caso y José Vasconcelos, quienes fueron maestros de
los siete jóvenes que constituyeron la generación de Los
siete sabios.

La generación de 1915, que corresponde a la época arma-
da de la Revolución Mexicana y que integraban el grupo de
Los siete sabios de México se encontraba conformada por:
Manuel Gómez Morín, Vicente Lombardo Toledano, Al-
fonso Caso, Antonio Castro Leal, Jesús Moreno Baca, Te-
ófilo Olea y Leyva y Alberto Vázquez del Mercado, todos
estudiantes de derecho, en la antigua Facultad Nacional de
Jurisprudencia y con diversas trayectorias, pero distingui-
dos en las especialidades que cultivaron. Su obra fue indi-
vidual, no de conjunto, y en lo personal dejaron una huella
perdurable y trascendente.

Lo que definía a estos hombres era su actitud ante los pro-
blemas nacionales, sostiene Krauze. Su intelecto no se que-
dó en el terreno de las ideas: fue llevado a la práctica siem-
pre con una visión humanística, misma que les fue
heredada por el Ateneo de la Juventud, grupo surgido du-
rante el Porfiriato e integrado por pensadores como Anto-
nio Caso, Justo Sierra y Pedro Henríquez Ureña.

Por lo que me antecede, presento la siguiente

Exposición de Motivos

Octavio Paz escribió en El Laberinto de la Soledad que du-
rante la Revolución no todos los jóvenes tuvieron la opor-
tunidad de tomar un rifle; a algunos –como a Los Siete Sa-
bios– les tocó luchar desde la trinchera académica. Sus
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pensamientos fueron las balas constructoras de institucio-
nes y colegios.

Manuel Gómez Morín, uno de los llamados Siete Sabios,
formó parte de esa generación de 1915, cuya vocación fue
la de fundar y construir, haciéndose cargo de reconstruir un
país en ruinas, como lo cita Krauze.

Manuel Gómez Morín, chihuahuense nacido el 27 de fe-
brero 1897, vivió su primera infancia en Parral, Chihuahua,
y en León, Guanajuato, donde realizó sus primeros estu-
dios. En 1913 se trasladó a la Ciudad de México donde
concluyó la preparatoria. Ingresó a la Escuela Nacional de
Jurisprudencia en 1915, donde fue alumno de José Vascon-
celos, Ezequiel A. Chávez y Antonio Caso entre otros. Al
mismo tiempo que desarrolló su vida estudiantil, fue escri-
biente en un juzgado; profesor de la Universidad Popular y
empleado de la Secretaría de Fomento; además corrector
de pruebas en El Demócrata y en La Vanguardia, e inició
actividades periodísticas en El Heraldo de México y en El
Universal, a veces con el pseudónimo de Manuel Castillo.

Tras recibirse como abogado en 1919, con la tesis Ensayo
crítico a la escuela liberal en el derecho y en la política,
fue nombrado secretario de la Escuela Nacional de Juris-
prudencia y profesor de derecho administrativo y teoría del
estado. Ese mismo año trabajó en la Secretaría de Hacien-
da y Crédito Público, después de la caída de Carranza, en
1920, fue secretario particular de Salvador Alvarado, se-
cretario de Hacienda del presidente Obregón y colaboró en
la revista México Moderno.

En 1921 laboró en la Agencia Financiera del gobierno me-
xicano en Nueva York, en la que se intentó negociar la deu-
da externa mexicana; ahí realizó estudios de economía en
la Universidad de Columbia.

En el gobierno de Álvaro Obregón fue designado oficial
mayor de la Secretaría de Hacienda; poco tiempo después,
a los 24 años, ascendió al cargo de subsecretario de esa de-
pendencia gubernamental, bajo las órdenes de Adolfo de la
Huerta. Ahí desarrolló una intensa actividad: participó en
la desincautación de los bancos intervenidos desde tiempos
revolucionarios; proyectó una serie de medidas para dar or-
den al régimen fiscal del país de las cuales surgiría el im-
puesto sobre la renta

Regresó a la Universidad, en la que desempeñó el cargo de
director de la Escuela Nacional de Jurisprudencia a partir
del 19 de mayo de 1922. Realizó la primera reforma sus-

tancial en el plan de estudios; estableció las bases para las
carreras de licenciado y doctorado en economía y para al-
gunas especialidades como juez, secretario de sociedades,
trabajador social, organizador, funcionario de cooperativas
y actuario; elevó el número de horas de clases impartidas;
creó nuevos sistemas para apreciar el aprovechamiento de
los alumnos; enriqueció la planta de profesores; realizó
cursillos y conferencias con destacadas personalidades; re-
formó y amplió la biblioteca. Así, la antigua escuela fue
elevada por primera vez a Facultad de Derecho y Ciencias
Sociales. El 11 de enero de 1925 dejó el cargo, tras una bri-
llante gestión.

En 1924 Alberto J. Pani, secretario de Hacienda lo invitó,
junto con Elías S.A. de Lima y Fernando de la Fuente, a
formar parte de la comisión encargada de redactar la Ley
Constitutiva del Banco de México como banco único de
emisión que se fundó en 1925. Gómez Morín fue presiden-
te del Consejo de Administración de 1925 a 1929. En 1926
participó como ponente en la comisión que creó la Ley de
Crédito Agrícola y el banco del mismo nombre.

Con la llegada a la presidencia de Plutarco Elías Calles vol-
vió a la Secretaría de Hacienda, como asesor de Alberto
Pani, donde pronto se convirtió en un pilar de proyectos
fundamentales para la reconstrucción económica del país:
diseñó el impuesto sobre la renta, organizó la primera Con-
vención Nacional Fiscal, fue el autor de la legislación que
dio vida al Banco de México y de la primera reforma de las
instituciones de crédito, además de la creación del Banco
de Crédito Agrícola.

En su trabajo dentro del gobierno callista, también preparó
un proyecto para la implantación del seguro social. Fue el
primer presidente de la Junta Directiva del Banco de Mé-
xico, puesto al que renunció al parecer como protesta por
los excesivos créditos otorgados a una empresa propiedad
del general Calles. Después fue delegado ante la Liga de
las Naciones y delegado fiscal de la Liga de las Naciones
en México.

En las elecciones presidenciales de 1929, apoyó a José
Vasconcelos recaudando recursos para la campaña, sin
embargo, no confiaba en el triunfo y escribió a Vasconce-
los: “En resumen: ¿vale más lanzarse a una lucha que pue-
da llevar a los grupos contrarios al exterminio, para lograr
el triunfo inmediato o perderlo todo, o vale más sacrificar
el triunfo inmediato a la adquisición de una fuerza que só-
lo puede venir de una organización bien orientada y con
capacidad de vida?”. Aconsejando a Vasconcelos la for-
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mación de una organización política que de manera per-
manente desarrollara actividades, pues de otro modo, la
fuerza adquirida durante la campaña se desmoronaría.
Vasconcelos no siguió su consejo y Manuel Gómez Morín,
tras la derrota electoral, salió del país durante algunos me-
ses.

Tras la Revolución Mexicana, los sistemas financiero y
bancario mexicanos se encontraban en una situación que
impedía el desarrollo de la nación en la posguerra, así que
fue necesario capacitar al personal que se encargaría de la
administración de la banca así como de su operación.

El 10 de marzo de 1929, Manuel Gómez Morín, encabe-
zando el Banco de México, funda con otros reconocidos
personajes de la época la Escuela Bancaria del Banco de
México, que impartía la capacitación a los funcionarios del
banco. De 1925 a 1929 formó parte del Consejo General
del Banco de México.

En 1931 participó en las reformas que otorgaron al Banco
de México funciones estrictamente de banco central: la re-
gulación de la moneda y la regulación del crédito. Asimis-
mo fue asesor del secretario de Hacienda, Luís Montes de
Oca, para quien redactó la Ley Monetaria y participó en la
creación del Banco Nacional Hipotecario Urbano y de
Obras Públicas, cuyo consejo de administración presidió.

Participó en la redacción de la Ley de Liquidaciones de los
Antiguos Bancos de Emisión. También tuvo intervención
en la reforma de la Ley de Instituciones de Crédito de
1897, figuras importantes de la política monetaria de ese
periodo.

El 23 de octubre de 1933, Gómez Morín fue nombrado rec-
tor provisional por una junta de profesores y alumnos.
Nombramiento que fue ratificado por el primer Consejo
Universitario Autónomo, en el ejercicio de la nueva pre-
rrogativa que le concedía la ley. Aceptó el cargo bajo el le-
ma “Austeridad y Trabajo”, impulsó una serie de reformas
académicas, docentes, de investigación y financieras con
un nulo o casi nulo aporte del gobierno federal a la institu-
ción, logró obtener recursos económicos a través de dona-
tivos y cuotas de los alumnos, así como de la generosa so-
lidaridad de muchos profesores.

En julio de 1934, los generales Calles y Cárdenas, éste úl-
timo presidente electo, hicieron declaraciones acerca de la
importancia de implantar una educación de acuerdo con las

necesidades populares para que el clero y los reaccionarios
no se apoderaran de la conciencia de la juventud. Volvió la
agitación por la posibilidad de que la educación socialista
se extendiera a nivel universitario y el 30 de julio siguien-
te, el rector Gómez Morín declaró su oposición a que do-
minara en las aulas universitarias una sola corriente de pen-
samiento, oposición que fue respaldada por el Consejo
Universitario. Sin embargo, el debate renació, la agitación
estudiantil se extendió, la represión policíaca retornó y el
16 de octubre de 1934 la Escuela Superior de Comercio y
Administración se declaró en huelga en contra de la educa-
ción socialista y dos días después la Facultad de Medicina
también; otras escuelas siguieron su ejemplo. A pesar de
que el presidente Abelardo Rodríguez ratificó públicamen-
te su respeto a la autonomía universitaria y su rechazo a la
represión policíaca, y de que ya había sido aprobada la
educación socialista sin comprender el nivel universitario,
la huelga se extendió. Entonces Gómez Morín desautorizó
la huelga y ante la persistencia de la misma dimitió, pero
su renuncia no fue aceptada; entonces convocó a un ple-
biscito para reanudar labores, el que ganó con el apoyo de
la Unión Nacional de Estudiantes Católicos. De todos mo-
dos volvió a renunciar el 20 de octubre, pero el Consejo
Universitario no lo aceptó y lo nombró “rector honoris cau-
sa”, pero sustituido por el doctor Fernando Ocaranza. Pos-
teriormente fue miembro de la Junta de Exrectores en 1944
y de la Junta de Gobierno de la Universidad de 1945 a
1946.

En el ámbito cultural, Gómez Morín se relacionó con artis-
tas de diversos ámbitos, pintores, escritores, músicos. Im-
pulsó la cultura en México al formar parte de la creación de
editoriales, como la Editorial Jus, Editorial Polis, Editorial
Cultura y el Fondo de Cultura Económica, y en música, la
Orquestas Sinfónica Nacional y Música de México, AC.

Hasta su muerte en la Ciudad de México, el 19 de abril
1972, Manuel Gómez Morín fue un incansable luchador y
fundador de instituciones culturales, políticas, económicas
y sociales que han sido fundamentales en la creación del
México moderno, de entre sus frases resalto “No olvide-
mos que nuestro deber es permanente, no lucha de un día,
sino brega de eternidad”. 

En el año 2004 sus restos fueron trasladados a la Rotonda
de las Personas Ilustres.

En noviembre de 2013, le fue entregada por unanimidad la
medalla Belisario Domínguez post mortem, el máximo re-
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conocimiento otorgado por el Senado de México, la cual
fue recibida por su hija Margarita Gómez Morín de Rome-
ro de Terreros.

A 44 años de su fallecimiento, estos muros están esperan-
do en letras de oro el nombre de Manuel Gómez Morín, in-
cansable luchador, visionario de un país democrático, fun-
dador de instituciones culturales, políticas, económicas y
sociales, creadoras del México moderno. Merecedor post
mortem de la medalla Belisario Domínguez, reconocido
como una persona ilustre de la Rotonda, en cuyo sepulcro
descansa una esfera de piedra, horadada en su centro, cuya
simetría simboliza el equilibrio de sus convicciones demo-
cráticas.

Por lo expuesto, me permito someter a la consideración de
esta soberanía la siguiente iniciativa con proyecto de de-
creto, para inscribir con letras de oro en el Muro de Honor
del Palacio Legislativo de San Lázaro el nombre de Ma-
nuel Gómez Morín.

Artículo Único. Inscríbanse con letras de oro en el Muro
de Honor del Palacio Legislativo de San Lázaro el nombre
de Manuel Gómez Morín.

Transitorios 

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la Fe-
deración.

Segundo. Se instruye a la Comisión de Régimen, Regla-
mentos y Prácticas Parlamentarias la ceremonia correspon-
diente.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 31 de marzo de 2016.— Diputa-
das y diputados: Claudia Sánchez Juárez, Adriana Elizarraraz San-
doval, Alejandra Noemí Reinoso Sánchez, Angélica Moya Marín, Cé-
sar Augusto Rendón García, Daniel Ignacio Olivas Gutiérrez,
Edmundo Javier Bolaños Aguilar, Eloísa Chavarrías Barajas, Emma
Margarita Alemán Olvera, Enrique Pérez Rodríguez, Exaltación Gon-
zález Ceceña, Gabriela Ramírez Ramos, Genoveva Huerta Villegas,
Gerardo Federico Salas Díaz, Gerardo Gabriel Cuanalo Santos, Gretel
Culin Jaime, Guadalupe González Suástegui, Herminio Corral Estrada,
Ingrid Kraseopani Schemelensky Castro, J. Apolinar Casillas Gutié-
rrez, Jesús Antonio López Rodríguez, Jisela Paes Martínez, Jorge Ál-
varez Maynez, José Everardo López Córdova, José Máximo García
López, José Teodoro Barraza López, Karina Padilla Ávila, Kathia Ma-
ría Bolio Pinelo, Leonel Gerardo Cordero Lerma, Lilia Arminda Gar-

cía Escobar, Luz Argelia Paniagua Figueroa, María de los Ángeles Ro-
dríguez Aguirre, María del Rosario Rodríguez Rubio, María Guadalu-
pe Cecilia Romero Castillo, María Luisa Sánchez Meza, Mariana
Arámbula Meléndez, Miguel Ángel Huepa Pérez, Miguel Ángel Salim
Alle, Minerva Hernández Ramos, Mónica Rodríguez Della Vecchia,
Nadia Aidee Vega Olivas, Patricia Sánchez Carrillo, Pedro Garza Tre-
viño, René Mandujano Tinajero, Ricardo Del Rivero Martínez, Rubén
Alejandro Garrido Muñoz, Santiago Taboada Cortina, Santiago Torre-
blanca Engell, Teresa de Jesús Lizárraga Figueroa, Víctor Ernesto Iba-
rra Montoya, Ximena Tamariz García (rúbricas).»

El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijalva:
Gracias, diputada Sánchez. Túrnese a la Comisión de
Régimen, Reglamentos y Prácticas Parlamentarias, pa-
ra dictamen.

La diputada María Guadalupe Cecilia Romero Castillo
(desde la curul): Presidente. 

El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijalva:
Sí, diputada. 

La diputada María Guadalupe Cecilia Romero Castillo
(desde la curul): Gracias, presidente. Por supuesto para
unirnos todos los diputados del PAN a la iniciativa que aca-
ba de presentar mi compañera y añadir un asunto funda-
mental para nosotros, porque no cabe duda que don Ma-
nuel fue creador de instituciones.

Y si bien se han mencionado muchas en la exposición de
mi compañera Claudia, sí puedo decir con mucho orgullo
que la joya de la corona de las instituciones fundadas por
don Manuel se llama precisamente el Partido Acción Na-
cional. Gracias.

El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijalva:
Gracias, diputada Romero. Desde luego que asumimos la
decisión del Grupo Parlamentario de Acción Nacional para
suscribirla y está a su disposición aquí en la Secretaría de
la Mesa Directiva para que hagan lo correspondiente.

Saludamos la presencia de estudiantes de la Escuela de
Negocios de la Universidad Cuauhtémoc, Campus Aguas-
calientes, invitados por el diputado Jorge López Martín.
Bienvenidas, bienvenidos, amigos a este recinto parlamen-
tario de San Lázaro.

El diputado Jorge Álvarez Maynez (desde la curul): Pre-
sidente.
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El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijalva:
Sonido en la curul del diputado Álvarez Maynez, por favor.

El diputado Jorge Álvarez Maynez (desde la curul): Pre-
sidente, para solicitarle a la diputada proponente suscribir
la iniciativa. El legado liberal de Manuel Gómez Morín es
uno de los legados nacionales que hay que conservar en es-
te recinto legislativo. 

El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijalva:
Gracias. ¿Diputada?

La diputada Claudia Sánchez Juárez (desde la curul):
Desde luego. 

El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijalva:
Dice que desde luego. Entonces, se reitera lo que ahorita
dictábamos.

CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS
UNIDOS MEXICANOS

El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijalva:
Tiene ahora la palabra por cinco minutos el diputado, Erik
Juárez Blanquet, del Grupo Parlamentario del PRD, para
presentar iniciativa con proyecto de decreto que reforma
los artículos 11 y 73 de la Constitución Política de los Es-
tados Unidos Mexicanos.

El diputado Erik Juárez Blanquet: Con el permiso de la
Presidencia de la Mesa Directiva. Compañeros y compañe-
ras, diputados, diputadas. La crisis de inseguridad que pa-
dece nuestro país debido a que se ha agudizado la violen-
cia, la presencia del crimen organizado y del narcotráfico
en vastas regiones, se ha convertido en los últimos años en
una verdadera tragedia humanitaria.

Esto debido en gran medida, a que nuestro marco jurídico
vigente no cuenta con los instrumentos jurídicos adecuados
para proteger a la población en general frente al embate de
las organizaciones criminales y a que miles de personas se
han visto forzadas a desplazarse fuera de sus lugares de re-
sidencia.

Por lo que consideramos indispensable, como una estrate-
gia de atención directa a todas estas personas que son víc-

timas de la violencia en nuestro país, que se inserte en
nuestra Carta Magna los Principios Rectores internaciona-
les que establecen la responsabilidad del Estado para ga-
rantizar la atención, la seguridad y la debida restitución de
los derechos de las personas desplazadas internamente.

Debido sí, a diversas causas, pero fundamentalmente en
atención a quienes fueron forzadas o quienes fueron obli-
gadas a escapar o huir de sus hogares, de sus colonias, de
sus ciudades, de sus pueblos para evitar los efectos de las
situaciones –insisto— de violencia generalizada a causa
del crimen organizado y el narcotráfico; un tema que ha
afectado a amplias regiones de nuestro país, o bien por las
arteras violaciones a los derechos humanos, catástrofes
causadas incluso por la naturaleza o bien provocadas por el
ser humano.

Es evidente entonces, compañeros, que se necesita ampliar
la base constitucional de los derechos humanos y garantías
consagrados en el Título Primero de la Constitución Políti-
ca de los Estados Unidos Mexicanos y hacer cumplir a la
letra lo dispuesto en el primer párrafo del artículo 1o. que
establece que en nuestro país, en los Estados Unidos Me-
xicanos, todas las personas gozarán de los derechos huma-
nos reconocidos en esta Constitución y en los tratados in-
ternacionales de los que el Estado mexicano sea parte, así
como de las garantías para su protección cuyo ejercicio no
podrá restringirse ni podrá suspenderse, salvo en los casos
y bajo las condiciones que esta Constitución establece.

En este sentido –para concluir– esta iniciativa pretende co-
locar nuestra legislación a la vanguardia en el reconoci-
miento de estos derechos que están íntimamente ligados
con el principio de protección e interpretación más amplia
de los derechos humanos en el mundo, que ya reconoce
nuestra Constitución desde su artículo 1o. y que obliga al
Estado mexicano a protegerlos de manera irrenunciable.

Ojalá que pudieran suscribir junto conmigo este proyecto
de decreto por el que se reforman los artículos 11 y 73 de
la Constitución de los Estados Unidos Mexicanos, para in-
troducir en síntesis los principios rectores del derecho in-
ternacional en materia de desplazamiento interno. Es cuan-
to, compañeros y compañeras, muchas gracias.

«Iniciativa que reforma los artículos 11 y 73 de la Consti-
tución Política de los Estados Unidos Mexicanos, a cargo
del diputado Érik Juárez Blanquet, del Grupo Parlamenta-
rio del PRD
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Planteamiento del problema

La crisis de seguridad que padece nuestro país, debido a
que se ha agudizado  la violencia, la presencia del crimen
organizado y del narcotráfico, en vastas regiones, se ha
convertido en los últimos años, una verdadera tragedia hu-
manitaria, esto debido en gran medida a que nuestro marco
jurídico no cuenta con los instrumentos jurídicos adecua-
dos para proteger a la población en general frente al emba-
te de las organizaciones criminales,  y a que  miles de per-
sonas se han visto forzadas a desplazarse fuera de sus
lugares de residencia,  por lo que consideramos indispen-
sable  como una estrategia de atención directa a todas estas
personas que son víctimas de la violencia, que se inserten
en nuestra Carta Magna los principios rectores  internacio-
nales que establecen la responsabilidad del Estado para ga-
rantizar la atención, la seguridad, y la debida restitución de
los derechos de las personas desplazadas internamente,
debido a diversas causas, pero fundamentalmente en aten-
ción a quienes fueron forzadas u obligadas a escapar o huir
de su lugar de residencia, para evitar los efectos de las si-
tuaciones de violencia generalizada causa por el crimen or-
ganizado y el narcotráfico que ha afectado a grandes regio-
nes de nuestro país, o bien por arteras violaciones de los
derechos humanos, catástrofes  causadas por la naturaleza
o bien provocadas por el ser humano.

Argumentos

Es evidente que se necesita ampliar la base constitucional
de los derechos humanos y garantías consagrados en el Ti-
tulo Primero de nuestra Constitución Política y hacer cum-
plir a la letra lo dispuesto en primera instancia en el primer
párrafo del Artículo 1o que establece que “En los Estados
Unidos Mexicanos todas las personas gozarán de los dere-
chos humanos reconocidos en esta Constitución y en las
tratados internacionales de los que el Estado Mexicano sea
parte, así como de las garantías para su protección cuyo
ejercicio no podrá restringirse ni suspenderse, salvo en los
casos y bajo las condiciones que esta Constitución estable-
ce.”

En ese sentido, ésta iniciativa pretende colocar  nuestra le-
gislación a la vanguardia en el reconocimiento de estos de-
rechos que están íntimamente ligados con el principio de
protección e interpretación más amplio de los derechos hu-
manos, que ya reconoce nuestra Constitución desde su ar-
tículo 1o y que obliga al Estado Mexicano a protegerlos de
manera irrenunciable.

La Organización de las Naciones Unidas ha establecido se-
gún la definición del párrafo número 2 de los Principios
Rectores de los Desplazamientos Internos, del 11 de febre-
ro de 1998, que se entenderá por desplazados internos a
aquellas: “personas o grupos de personas que se han visto
forzadas u obligadas a escapar o huir de su hogar o de su
lugar de residencia habitual, en particular como resultado o
para evitar los efectos de un conflicto armado, de situacio-
nes de violencia generalizada, de violaciones de los dere-
chos humanos o de catástrofes naturales o provocados por
el ser humano, y que no han cruzado una frontera estatal in-
ternacionalmente reconocida”.

Que esta definición proviene del ámbito del derecho inter-
nacional humanitario y de los derechos humanos, que tie-
nen relación con otros instrumentos internacionales como
por ejemplo, los Convenios de Ginebra de 1949 y sus Pro-
tocolos Facultativos de 1977, la Declaración de Cartagena
sobre los Refugiados de 1984, la Declaración de San José
sobre Refugiados y Personas Desplazadas, de 1994, y des-
de luego, los Principios Rectores del Representante del Se-
cretario General de la ONU para Desplazados Internos arri-
ba citados.

Cabe hacer la aclaración que esta categoría del derecho in-
ternacional humanitario difiere de la de refugiado, ya que
aun cuando en ambos casos las personas se ven forzadas a
abandonar sus hogares, los desplazados no pueden acceder
a la categoría de refugiados, con derecho a la protección
específica que les proporcionan los instrumentos interna-
cionales de la materia, puesto que no han cruzado una fron-
tera internacionalmente reconocida, por lo que el gobierno
tiene la responsabilidad de satisfacer sus necesidades de
protección y asistencia.

Los principios rectores contemplan normas aplicables al
fenómeno del desplazamiento en su conjunto, dado que re-
conocen el abanico de posibilidades que van desde la pro-
tección contra desplazamientos arbitrarios, es decir, las ac-
ciones preventivas para evitar el desplazamiento, la
situación concreta del desplazamiento, cuando éste ya se
ha manifestado, así como las normas que se aplicarían al
regreso y la reintegración a sus lugares de origen.

Es importante destacar que estos principios representan un
mínimo de normas aplicables en la materia como estánda-
res reconocidos por el derecho internacional, que son de-
claraciones moralmente vinculantes que, sin embargo, los
gobiernos nacionales deben reconocerlas como obligacio-
nes que surgen del derecho internacional y que sirven de
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referencia para la necesaria armonización de las legislacio-
nes nacionales a su letra y espíritu como es el principal ob-
jetivo de esta iniciativa.

Cabe hacer mención, a manera de antecedente, que ante la
magnitud del problema que reviste en el mundo la situa-
ción de desplazamiento interno de millones de personas, la
Comisión de Derechos Humanos de la ONU requirió a su
secretario general, la designación de un representante es-
pecial para los desplazados internos, quien realizó una vi-
sita oficial a México del 18 al 28 de agosto del 2002, por
invitación del gobierno.

En aquél entonces se reconocieron como causas del des-
plazamiento forzoso en México, el conflicto de Chiapas así
como las disputas por tierras, el tráfico de drogas, intole-
rancia religiosa, proyectos de desarrollo y los desastres na-
turales que por aquél entonces se habían registrado en Oa-
xaca, Tabasco y Sinaloa, pero también reconoce que no
existían en esos años estadísticas oficiales sobre su núme-
ro, ubicación, sus necesidades, así como las posibles res-
puestas institucionales para atenderlos.

Sobre la adopción y aplicación de políticas por parte del
gobierno para abordar efectivamente esta problemática, se
reconoció que “es urgente que estas autoridades aceleren el
enunciado, la adopción y la aplicación de políticas sobre
los desplazados internos. Estas políticas deben estar vincu-
ladas a otros planes, políticas y programas de derechos hu-
manos. Con ellas hay que procurar resolver cuestiones de
protección frente a desplazamientos arbitrarios, cubrir las
actuales necesidades de protección y ayuda y plantearse las
posibilidades de un retorno voluntario, el reasentamiento o
la integración local de los desplazados de un modo seguro
y digno”, fin de la cita.

Por otro lado, también reconoce en la parte que tiene que
ver con los mecanismos de coordinación que “los esfuerzos
de las autoridades estatales para abordar el problema de los
desplazados internos se ha iniciado sin mucha coordina-
ción con las autoridades federales. En algunos casos, las
autoridades de los Estados han establecido cierta coordina-
ción con la sociedad civil; esa colaboración hay que am-
pliarla. Es importante establecer mecanismos de coordina-
ción en el seno del gobierno federal, entre éste y los
gobiernos de los estados y con organizaciones no guberna-
mentales humanitarias, de derechos humanos y de desarro-
llo, así como con la comunidad internacional, para abordar
de manera más eficaz la crisis de los desplazamientos,” fin
de la cita.

Por otra parte, la Oficina del Alto Comisionado de las Na-
ciones Unidas para los Derechos Humanos realizó un diag-
nóstico sobre los derechos humanos en México, en el cual
se “pretende identificar las causas estructurales de las vio-
laciones a los derechos humanos en México, con base en
un análisis no coyuntural”. Asimismo, el diagnóstico “re-
coge demandas que constituyen un clamor de la sociedad
mexicana, y que en la mayoría de los casos también están
reflejadas en las recomendaciones y diversos informes que
en materia de derechos humanos han realizado sobre el pa-
ís la Organización de las Naciones Unidas y la Organiza-
ción de Estados Americanos, por medio de sus distintos
mecanismos de protección, así como la Comisión Nacional
de Derechos Humanos y diversas organizaciones no guber-
namentales nacionales e internacionales”.

Sin embargo, esta situación lejos de atenderse o mejorar, se
ha agudizado, por motivo de la aparición de nuevas causas
de desplazamiento, como es la que se relaciona con la vio-
lencia del narcotráfico y el crimen organizado, la cual ha
impactado en las familias, afectando sobre manera a los jó-
venes y sobre todo a aquellos que carecen de oportunida-
des de educación y desarrollo.

Aunque estimamos que no es una cuestión de números o de
estadísticas sino de una verdadera tragedia humanitaria de
incalculables proporciones podemos citar algunos ejem-
plos en varios Estados de la República:

En Ciudad Juárez, Chihuahua, que ha registrado alarman-
tes decrementos de su población así como de su actividad
económica, como se desprende de los datos del censo del
Inegi, se estima que podrían sumar más de 230 mil perso-
nas que huyendo de la criminalidad,  se movilizaron hacia
Estados Unidos o bien se desplazaron a otros estados como
Coahuila, Durango y Veracruz. 

En 2011 la violencia de los cárteles que se disputan territo-
rios desplazo alrededor de 280 mil personas, la mayoría de
siete estados, Chihuahua, Tamaulipas, Nuevo León, Duran-
go, Sinaloa, Michoacán Guerrero, según el Informe del  Ob-
servatorio de Desplazamiento Interno del Consejo Noruego
de Refugiados, (NRC).

Este informe afirma que pese a que el gobierno ha enfren-
tado este conflicto contra los cárteles de la droga, todavía
no ha reconocido la existencia del desplazamiento asocia-
do a este fenómeno, que sirviera de sustento de programas
específicos que ayuden a mitigar los efectos del incremen-
to de la violencia ligados a su intervención, mecanismos de
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vigilancia de los desplazamientos, así como la debida pro-
tección física y jurídica de las personas y sus bienes o apo-
yos para que se reinserten en sus nuevos lugares de resi-
dencia.

Existe el problema adicional que hasta el día de hoy, no
existe un censo sobre la población desplazada que provea
de información desagregada para conocer las causas del
desplazamiento, el origen y el destino, la edad y el sexo de
los desplazados para estar en condiciones de tomar deci-
siones sobre sus necesidades y la debida asistencia, que
más allá de utilizarse como parte de un debate sobre con-
ceptos, cifras o la responsabilidad del estado, deben ser un
instrumento claro para determinar la magnitud del fenóme-
no y establecer en su momento cuáles son las obligaciones
del Estado mexicano.

Aunque existen datos aislados o asociados de alguna ma-
nera con este fenómeno que nos sirven como parámetros de
aproximación como por ejemplo la Encuesta Nacional de
Ocupación y Empleo (ENOE-Inegi-2011), la cual nos arro-
ja que al menos una de cada mil personas que cambiaron su
residencia durante 2010 lo hicieron por motivos de insegu-
ridad, otra Encuesta de Victimización y Percepción de la
Seguridad Pública (Envipe-Inegi, 2013, 2014, 2015) indi-
can que de 2011 a 2014 entre el 1.3 por ciento y 1.5 por
ciento de los hogares mexicanos cambiaron su residencia
como consecuencia de la inseguridad. Otros datos los tiene
la Encuesta Nacional de Dinámica Demográfica (Enadid-
Inegi-2014) que arroja que en el 2014 el 6.4 por ciento del
total de la migración interna se dio por violencia, es decir,
185 mil personas; de las cuales 22.5 por ciento salieron de
Veracruz y 9.2 por ciento del Estado de México.

Detrás de estas cifras, existe un panorama desolador e in-
contables historias de dolor, de mutilación social, destruc-
ción del tejido social, de pueblos desiertos, de abandono de
las actividades productivas, de la pérdida del presente y del
futuro de miles de familias.

Familias que sufren las condiciones de inseguridad e im-
punidad que se profundizaron en el presente sexenio como
es el caso de estados como Sinaloa, Durango, Chihuahua,
Sonora, Guerrero, Veracruz, Estado de México, Tamauli-
pas y Michoacán, en donde de manera particular se dio la
creación de autodefensas que operaron primero, al margen
de la ley y luego, bajo el amparo del gobierno federal, que
acabo por reclutar a varios de ellos como efectivos de una
fuerza rural que no acabo por consolidarse.

Ante esta grave situación, la respuesta del gobierno mexi-
cano, ha sido prácticamente la negación de la existencia de
este fenómeno y la  nula aceptación de su responsabilidad
para enfrentarlo, lo que ha dejado en una situación de gran
vulnerabilidad a miles de mexicanos que requieren urgen-
temente la atención  de sus necesidades y la salvaguarda de
su integridad y sus derechos humanos.

En la pasada legislatura el 3 de junio de 2015, la diputada
Amalia García Medina, presentó una iniciativa de reforma
constitucional al artículo 11 que planteaba introducir esta ma-
teria a nombre de nuestro grupo parlamentario, la cual esti-
mamos necesario retomar como valioso antecedente para dar-
le vigencia al tema en comento. 

Con este propósito, retomamos los datos más recientes del
Centro de Vigilancia de Desplazados Internos, con sede en
Ginebra, que desde hace años ha venido haciendo estudios
y emitiendo alertas sobre el alarmante incremento del des-
plazamiento en nuestro país, y de las cada vez más graves
consecuencias que le acompañan señalando que “... En
México existen un total de 281 mil 400 desplazados inter-
nos, debido a la violencia ligada al tráfico de droga; sin em-
bargo, el gobierno ‘no reconoce oficialmente el desplaza-
miento interno’... La mayor causa... en México y el
triángulo norteño centroamericano (Guatemala, El Salva-
dor y Honduras) es la violencia criminal vinculada al tráfi-
co de droga y a las actividades de pandillas urbanas (Ma-
ras)... y junto con Colombia) tienen 19 de las 50 Ciudades
con el mayor índice de criminalidad del mundo” En Méxi-
co, prosigue, “...la violencia criminal ha causado el despla-
zamiento de al menos 9 mil personas en 2014, en 10 esta-
dos del país ... Los traficantes de drogas y otros grupos
criminales en México son responsables de miles de muer-
tes y secuestros de civiles, aterrorizando a las poblaciones
locales...  no reconoce oficialmente el desplazamiento in-
terno, y las respuestas dadas son fragmentarias e insufi-
cientes...”.

Aceptando que no existe en nuestro país el andamiaje con-
ceptual, legal  e instrumental para enfrentar esta situación,
como tampoco la voluntad política para asumir las respon-
sabilidades del Estado mexicano, es que se propone la pre-
sente reforma constitucional, si bien es cierto que cuenta
con una serie de garantías individuales consagradas en la
Carta Magna que inciden de manera directa en el fenóme-
no de desplazamiento interno, no son las herramientas ins-
titucionales adecuadas para poder enfrentar esta problemá-
tica, debido fundamentalmente, como lo reconoce el
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propio informe del Representante Especial,  a que se care-
ce de los elementos mínimos para propiciar una coordina-
ción intergubernamental adecuada.

Por lo que en principio, estamos proponiendo introducir
una nueva categoría del derecho internacional humanitario
en nuestro sistema constitucional, que no está contemplada
hasta ahora, puesto que trata de reconocer la gravedad de
esta situación y la responsabilidad del Estado para atender
sus causas como sus consecuencias. 

El Grupo Parlamentario del PRD, considera que es impres-
cindible contar en nuestra Constitución con la figura del
desplazamiento interno dentro de nuestro sistema jurídico,
para garantizar como mínimo, un conjunto de derechos a la
atención, la seguridad y la restitución de derechos de las
personas que han sido desplazadas internamente debido a
que,  han sido forzadas u obligadas a escapar o huir de su
lugar de residencia, para evitar los efectos de situaciones
de violencia generalizada o de violaciones de los derechos
humanos, pero también por catástrofes naturales o provo-
cadas por el ser humano, dentro de sus fronteras.

Con la presente reforma a los artículos 11 y 73 de nuestra
Constitución pretendemos por un lado, introducir dichos
principios rectores del derecho internacional humanitario,
y por otro, dar el primer paso para reglamentar en la ley la
responsabilidad concurrente del Estado, tanto de la Federa-
ción, las entidades federativas y los municipios en la mate-
ria.

Fundamento legal

Con fundamento en  los artículos 71 fracción II y 135 de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, y
de los artículos 6, numeral 1, fracción I, 77 y 78 del Re-
glamento de la Cámara de Diputados, el que suscribe  dipu-
tado Erik Juárez Blanquet, integrante del Grupo Parlamen-
tario del PRD someto a consideración de esta soberanía la
siguiente iniciativa con proyecto de

Decreto por el que se reforman los artículos 11 y 73 de
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos

Único. Se adiciona un tercer párrafo al artículo 11 y se
adiciona la fracción XXIX-X al artículo 73, ambos de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos pa-
ra quedar como sigue:

Artículo 11. …

…

Es responsabilidad del Estado con la concurrencia de
los tres órdenes de gobierno y conforme lo disponga la
Ley de la materia, garantizar la atención, la seguridad,
así como la restitución de los derechos de las personas
que para evitar los efectos de situaciones de violencia
generalizada, de violaciones a los derechos humanos,
catástrofes naturales o provocadas por el ser humano,
sean desplazadas internamente de su lugar de residen-
cia.

Artículo  73. …

I a XXIX.- W …

XXIX - X.- Para expedir la ley general que establez-
ca la concurrencia de la federación, las entidades fe-
derativas y municipios en materia de desplazamien-
to interno.

XXX. …

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor al día si-
guiente de su publicación en el Diario Oficial de la Fede-
ración

Segundo. El Congreso de la Unión tendrá un plazo de 180
días a partir de la entrada en vigor del presente decreto pa-
ra aprobar la legislación correspondiente en la materia.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 15 de marzo de 2015.— Diputado
Erik Juárez Blanquet (rúbrica).»

El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijalva:
Gracias, diputado Juárez. Túrnese a la Comisión de
Puntos Constitucionales, para dictamen.

Saludamos la presencia de vecinos de las colonias Juárez y
Culturas de la zona centro del municipio de Chalco, estado
de México, invitados por la diputada Maricela Serrano
Hernández; e igualmente de estudiantes de la Universidad
de Occidente de Sinaloa, invitados por el diputado Jesús
Antonio López Rodríguez. Sean todas y todos ustedes
bienvenidas y bienvenidos a este recinto parlamentario.
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LEY DE RESPONSABILIDAD AMBIENTAL

El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijalva:
Tiene ahora la palabra por cinco minutos, el diputado José
Refugio Sandoval Rodríguez, para presentar iniciativa con
proyecto de decreto que reforma los artículos 28 y 43 de la
Ley Federal de Responsabilidad Ambiental, suscrita por
diputados integrantes del Grupo Parlamentario del Verde
Ecologista.

El diputado José Refugio Sandoval Rodríguez: Muchas
gracias, diputado presidente. Buenas tardes a todas y a to-
dos mis compañeros diputados, y a quienes nos siguen des-
de el Canal del Congreso.

La iniciativa que hoy vengo a presentar, tiene por objeto
facilitar el derecho para promover la acción de responsabi-
lidad ambiental. Para lo anterior propongo reformar la frac-
ción I y la fracción IV del artículo 28, así como el numeral
43 de la Ley Federal de Responsabilidad Ambiental. 

Lo que se pretende es, primeramente, eliminar para efectos
de la materia ambiental, el obstáculo impuesto en la frac-
ción II del artículo 585 del Código Federal de Procedi-
mientos Civiles, la cual señala que “para promover una ac-
ción colectiva, se debe tener un respaldo de por lo menos
30 miembros”. El requisito señalado ha dejado en estado
de indefensión a las colectividades pequeñas que no alcan-
zan a sumar dicha totalidad de miembros. 

Como ejemplo les puedo recordar la tragedia ambiental,
humana y económica, que sucedió hace aproximadamen-
te 19 meses por la irresponsabilidad de una empresa mi-
nera en los ríos Sonora y Bacamuchi. En ese entonces se
hablaba de siete municipios afectados, más de 5 mil hec-
táreas siniestradas, más de 320 pozos de agua suspendi-
dos, así como de un impacto ambiental y económico in-
cuantificable.

No obstante esos daños el juez que conoció de la acción de
responsabilidad ambiental intentada por miembros de las
comunidades afectadas, determinó desechar dicha deman-
da bajo el argumento de que el representante de la colecti-
vidad no tenía el soporte de al menos 30 miembros.

Con lo anterior, se vulnera el artículo 17 de la Constitución
federal, que señala que toda persona tiene derecho a que se
le administre justicia. Es por ello que propongo que cual-
quier persona de la comunidad adyacente al sitio que ha su-

frido daño o deterioro ambiental, esté legitimado para po-
der demandar la responsabilidad ambiental.

Además en esta iniciativa se plantea la legitimación autó-
noma de las procuradurías o instituciones públicas estata-
les que ejerzan funciones de protección ambiental para que
éstas puedan accionar de manera independiente procedi-
mientos de responsabilidad ambiental, y con ello coadyu-
var con las autoridades federales.

Conagua ha señalado que el 70 por ciento de los ríos na-
cionales presentan algún grado de contaminación. En los
últimos años se han registrado muchos derrames petrole-
ros. Por ejemplo en Nuevo León, en Tabasco y Veracruz.
También se ha sabido de vertido de agua con cianuro en
municipios de Durango, en específico el municipio de El
Oro, Durango.

Estoy convencido, compañeras y compañeros, de que las
acciones de responsabilidad ambiental deben de tener un
trato preferente y especial, ya que su finalidad es garanti-
zar el derecho a gozar de un medio ambiente sano, el cual,
además está reconocido en el párrafo quinto del artículo 4o
de nuestra Constitución Política federal.

Ahora bien, me permito hacer una pausa para compartirles
que esta iniciativa es producto de una incubadora de leyes
del estado de Coahuila, desde donde me puse a trabajar en
conjunto con estudiantes de la Universidad Autónoma de
Coahuila, específicamente de la Facultad de Derecho, así
como también con la Procuraduría Estatal de Protección al
Ambiente de mi estado natal.

Iniciativas como éstas, compañeras y compañeros dipu-
tados, contribuyen a crear un canal de comunicación efec-
tivo con el Poder Legislativo federal, porque si de algo to-
dos estamos conscientes es que el daño al medio ambiente
nunca debe quedar impune.

Para el Partido Verde un sistema de protección y procura-
ción de justicia debe de ser amplio, dinámico y de sencillo
acceso que responda a las necesidades y a las expectativas
de la población mediante una atención oportuna y una aten-
ción de calidad.

Por lo anterior les pido que todos sumemos esfuerzos para
que esta iniciativa pronto sea una realidad en pro de todas
y de todos los mexicanos que en algunas ocasiones se ven
afectados en su medio ambiente. Es cuanto.
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«Iniciativa que reforma los artículos 28 y 43 de la Ley de
Responsabilidad Ambiental, suscrita por el diputado José
Refugio Sandoval Rodríguez e integrantes del Grupo Par-
lamentario del PVEM

Quienes suscriben, José Refugio Sandoval Rodríguez y
diputados de la LXIII Legislatura, integrantes del Grupo
Parlamentario del Partido Verde Ecologista de México, con
fundamento en lo dispuesto por los artículos 71, fracción
II, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexi-
canos; y por los artículos 6, fracción I, 77 y 78, del Regla-
mento de la Cámara de Diputados, sometemos a conside-
ración de esta asamblea la presente iniciativa con proyecto
de decreto por el que se reforman las fracciones I y IV del
artículo 28, así como el artículo 43 de la Ley Federal de
Responsabilidad Ambiental, en materia de legitimación pa-
ra interponer acciones judiciales por responsabilidad am-
biental, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

El Estado mexicano, a partir de los compromisos asumidos
en el marco de la Conferencia de las Naciones Unidas so-
bre el Ambiente y el Desarrollo, también conocida como
Cumbre de Río de 1992, ha venido desarrollando legisla-
ción y mecanismos jurídicos que permitan una efectiva re-
paración de los daños generados al medio ambiente y a las
personas por la actividad industrial o del ser humano. Sin
embargo, en la práctica se han presentado distintos obstá-
culos para la aplicación de estos mecanismos jurídicos,
pues los mismos contemplan requisitos o candados para
poder acceder a la justicia ambiental, o bien, se concentra
la potestad para ejercer una acción de responsabilidad am-
biental en una sola autoridad, dejando al arbitrio de ésta el
acceso efectivo a una eventual reparación de daños am-
bientales o a la salud de los mexicanos.

Dentro de los compromisos asumidos por el Estado mexi-
cano en materia de responsabilidad de daños ocasionados
al ambiente, en la Declaración de Río se destaca el con-
templado en el principio número 13, mismo que a la letra
establece:

“Principio 13

Los estados deberán desarrollar la legislación nacio-
nal relativa a la responsabilidad y la indemnización
respecto de las víctimas de la contaminación y otros
daños ambientales. Los estados deberán cooperar asi-
mismo de manera expedita y más decidida en la elabo-

ración de nuevas leyes internacionales sobre responsa-
bilidad e indemnización por los efectos adversos de los
daños ambientales causados por las actividades realiza-
das dentro de su jurisdicción, o bajo su control, en zo-
nas situadas fuera de su jurisdicción.”

En ese sentido, con gran acierto, nuestro país, a través de
sus órganos legislativos, se dio a la tarea de redactar una
legislación que contemplase la obligación de reparar los
daños ambientales e indemnizar a los afectados por daños
ocasionados al ambiente, con lo cual se llegó a la elabora-
ción de la Ley Federal de Responsabilidad Ambiental,
siendo ésta un cuerpo normativo que representa grandes
avances, entre los cuales destaca una nueva forma de en-
tender la procuración de justicia ambiental.

La Ley Federal de Responsabilidad Ambiental desde esta
nueva perspectiva, contempla nuevos mecanismos de justi-
cia en la materia, involucrando al Poder Judicial en la re-
solución de controversias ambientales, del mismo modo
que incorpora nuevos principios ambientales internaciona-
les como el de internalización de costos, entre otros.

Si bien es cierto que la Ley Federal de Responsabilidad
Ambiental implica un gran avance en materia de protec-
ción al ambiente y a los recursos naturales, también lo es
que hasta ahora la misma no ha sido utilizada por las auto-
ridades ni por la sociedad en general, pues de acuerdo con
datos de la Procuraduría Federal de Protección al Ambien-
te (Profepa), hasta el año 2015, esta ley no había sido apli-
cada en ningún procedimiento administrativo ventilado an-
te dicha autoridad, y sólo se iniciaron tres procedimientos
judiciales de responsabilidad ambiental de los contempla-
dos en el capítulo tercero de dicho cuerpo normativo, no
obstante que éste se encuentra vigente desde el 7 de junio
de 2013.

Consideramos que uno de los factores que influyen en el li-
mitado ejercicio de esta ley se debe a las restricciones que
presenta en sí misma para ejercitar las acciones en materia
de responsabilidad ambiental contempladas en su capítulo
tercero, en específico las contenidas en los artículos 28 y
43.

El artículo 28 de la multicitada ley establece que las perso-
nas físicas, jurídicas y/o públicas que cuentan con legiti-
mación para promover ante los tribunales judiciales una ac-
ción por responsabilidad ambiental, limitando el acceso a
este procedimiento de la siguiente manera:
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Artículo 28. Se reconoce derecho e interés legítimo para
ejercer acción y demandar judicialmente la responsabilidad
ambiental, la reparación y compensación de los daños oca-
sionados al ambiente, el pago de la sanción económica, así
como las prestaciones a las que se refiere el presente título
a:

I. Las personas físicas habitantes de la comunidad
adyacente al daño ocasionado al ambiente;

II. Las personas morales privadas mexicanas, sin fines
de lucro, cuyo objeto social sea la protección al am-
biente en general, o de alguno de sus elementos, cuando
actúen en representación de algún habitante de las co-
munidades previstas en la fracción I;

III. La federación a través de la procuraduría, y

IV. Las procuradurías o instituciones que ejerzan fun-
ciones de protección ambiental de las entidades federa-
tivas y del Distrito Federal en el ámbito de su circuns-
cripción territorial, conjuntamente con la
procuraduría.

Las personas morales referidas en la fracción II de este ar-
tículo, deberán acreditar que fueron legalmente constitui-
das por lo menos tres años antes de la presentación de la
demanda por daño ocasionado al ambiente. Asimismo de-
berán cumplir con los requisitos previstos por el Código
Federal de Procedimientos Civiles.

Los legitimados en las fracciones I y II tendrán además de-
recho e interés legítimo para reclamar el pago de las ero-
gaciones que hayan hecho para acreditar la responsabilidad
ambiental.

Del texto antes citado, se desprende que la legitimación pa-
ra accionar este tipo de procedimiento es exclusivo de: i) los
habitantes de comunidades adyacentes al sitio en donde
se realizó el daño ambiental, ii) Las personas morales sin
fines de lucro cuyo objeto social sea el de proteger el medio
ambiente, iii) La Procuraduría Federal de Protección al Am-
biente y iv) Las procuradurías ambientales de las entidades
federativas con la anuencia de la Procuraduría Federal
de Protección al Ambiente, limitando a las autoridades es-
tatales el acceso a la vía jurisdiccional en materia de res-
ponsabilidad ambiental.

En ese mismo orden de ideas, el artículo 43 de esta misma
ley establece lo siguiente:

Artículo 43. Para salvaguardar el interés público del
procedimiento judicial, las personas que tengan legiti-
mación activa, deberán cumplir con los requisitos pre-
vistos por el Código Federal de Procedimientos Civiles,
y deberá salvaguardar la representación adecuada, de
conformidad con lo previsto en dicho ordenamiento.

El hecho de remitir al Código Federal de Procedimientos
Civiles la legitimación activa para intentar una acción por
responsabilidad ambiental representa un grave obstáculo
para que cualquier persona pueda acceder a los mecanis-
mos de impartición de justicia ambiental; esto es así debi-
do a que si bien el legislador reguló una forma de repre-
sentación para los afectados, también es cierto que las
acciones de responsabilidad ambiental y las acciones co-
lectivas en materia ambiental deben tener un trato prefe-
rente y especial ya que su finalidad es garantizar un dere-
cho colectivo, el derecho a gozar de un medio ambiente
sano.

No podemos pasar por alto que existen pequeñas comuni-
dades en nuestro país en donde habitan menos de 30 per-
sonas, por lo cual sería imposible para ellos llevar a cabo
una acción por responsabilidad ambiental ya que el Código
Federal de Procedimientos Civiles exige en su artículo 585
un mínimo de 30 miembros de la colectividad para iniciar
una demanda colectiva.

Por lo anterior es que se propone eliminar la limitación
contemplada en el artículo 585 del Código Federal de Pro-
cedimientos Civiles en cuanto al número de personas que
pueden iniciar una acción de responsabilidad ambiental,
dejando abierta la posibilidad para que cualquier persona
de la comunidad adyacente al sitio que ha sufrido un daño
o deterioro ambiental pueda exigir la reparación del daño
en favor de todos los habitantes y en especial del medio
ambiente.

Relativo a la fracción I del artículo 28

En relación a la fracción I del artículo 28 citado con ante-
rioridad, la legitimación planteada para los habitantes de
comunidades adyacentes que han resentido un daño am-
biental se ha visto coartada en distintos procedimientos ju-
risdiccionales en los que se intenta la acción de responsa-
bilidad ambiental (al no reunir el mínimo de miembros
mencionados en el artículo 585 del Código Federal de Pro-
cedimientos Civiles). Un claro ejemplo se desprende de la
acción de responsabilidad ambiental intentada en contra de
una empresa del ramo minero por la grave y lamentable
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contaminación a los ríos Sonora y Bacanuchi en el estado
de Sonora. En este caso en particular el juez que conoció
de la acción de responsabilidad ambiental intentada por
miembros de las comunidades afectadas, desechó la de-
manda, ya que consideró que la misma debía cumplir
con la condición establecida en la fracción II del artícu-
lo 585 del Código Federal de Procedimientos Civiles1,
artículo que regula la legitimación para intentar acciones
colectivas y que establece como requisito que la acción sea
intentada por cuando menos 30 personas. Lo cual resulta
totalmente inadecuado pues nuestra Carta Magna establece
en su artículo 17 que toda persona tiene derecho a que se le
administre justicia por tribunales que estarán expeditos pa-
ra impartirla en los plazos y términos que fijen las leyes, no
se debe de coartar ni hacer gravoso el acceso a la justicia y
menos el acceso a la justicia ambiental cuyo objeto como
ya se ha mencionado es el de garantizar el acceso a un me-
dio ambiente sano tal y como lo dispone el párrafo quinto
del artículo 4o. de nuestra Constitución federal.

De lo anterior se desprende la imperiosa necesidad de rea-
lizar la reforma a este artículo para así permitir a cualquier
ciudadano afectado, accionar los mecanismos legales que
busquen restablecer el equilibrio ecológico y la protección
al medio ambiente.

En este mismo sentido, no podemos permitir que el acceso
a las acciones por responsabilidad ambiental que contempla
la Ley Federal de Responsabilidad Ambiental sea limitada
a que un grupo de personas (mínimo 30) decida si es que in-
tenta exigir la reparación de daños causados al medio am-
biente, sino que debe bastar con que una sola persona habi-
tante de la comunidad adyacente exija la reparación del
daño a su ecosistema para así accionar los mecanismos de
justicia que con tanto trabajo ha consolidado el Estado me-
xicano.

Así pues, proponemos la adecuación a la fracción primera,
para que de esta manera cualquier persona habitante de la
comunidad adyacente al sitio afectado pueda exigir por sí
misma la reparación o remediación del daño causado.

Relativo a la fracción IV del artículo 28

Como ya ha quedado asentado, la fracción IV del artículo
28 de la Ley Federal de Responsabilidad Ambiental limita
a las autoridades estatales encargadas de la procuración de
justicia ambiental a contar con la anuencia de la Procuradu-
ría Federal de Protección del Ambiente, para poder iniciar
una acción por responsabilidad ambiental, esto entorpece el

fácil acceso a la justicia ambiental y genera un control con-
centrado en la federación para el uso de una herramienta
creada para garantizar el derecho humano a un medio am-
biente sano contemplado en el artículo 4o. constitucional.

El sistema jurídico nacional se ha ido trasladando de un
control de constitucionalidad concentrado a uno difuso, en
donde a partir de la reforma al artículo 1o. constitucional
del año 2011 resulta una obligación para todas las autori-
dades judiciales, administrativas, y legislativas aplicar el
control de convencionalidad y garantizar el respeto a los
derechos humanos contemplados en nuestra Carta Magna,
así como en tratados internacionales suscritos por nuestro
país, por lo cual el hecho de que la fracción IV en comen-
to limite a las autoridades locales para accionar mecanis-
mos tendientes a garantizar un derecho humano, resulta a
todas luces contrario a dicho principio.

Por las razones expuestas, proponemos la legitimación au-
tónoma de las autoridades locales para poder accionar pro-
cedimientos judiciales de responsabilidad ambiental por sí
mismas y así robustecer y coadyuvar con las autoridades
federales en la procuración de justicia en materia ambien-
tal, dotando de más y mejores herramientas legales a las
autoridades públicas estatales para poder garantizar los de-
rechos contemplados en el artículo 4o. constitucional, en
específico: el acceso a un medio ambiente sano.

Con la finalidad de facilitar la comprensión de las reformas
propuestas se anexa el siguiente cuadro comparativo:
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Para el Partido Verde Ecologista de México un sistema de
protección y procuración de justicia ambiental debe de ser
amplio, dinámico y de sencillo acceso para responder tan-
to a las necesidades como a las expectativas de la pobla-
ción con una atención oportuna y de calidad.

En atención a lo anteriormente expuesto, sometemos a con-
sideración de esta honorable asamblea el siguiente proyec-
to de 

Decreto por el que se reforman las fracciones I y IV del
artículo 28 y el artículo 43 de la Ley Federal de Res-
ponsabilidad Ambiental

Artículo Único. Se reforman las fracciones I y IV del ar-
tículo 28 y el artículo 43, ambos de la Ley Federal de Res-
ponsabilidad Ambiental, para quedar como sigue:

Artículo 28. Se reconoce derecho e interés legítimo para
ejercer acción y demandar judicialmente la responsabilidad
ambiental, la reparación y compensación de los daños oca-
sionados al ambiente, el pago de la sanción económica, así
como las prestaciones a las que se refiere el presente título
a:

I. Cualquier persona física habitante de la comunidad
adyacente al daño ocasionado al ambiente, sin restric-
ción de número. 

II. y III. …

IV. Las procuradurías o instituciones públicas estatales
que ejerzan funciones de protección ambiental de las
entidades federativas en el ámbito de su circunscripción
territorial.

Las personas morales referidas en la fracción II de este ar-
tículo, deberán acreditar que fueron legalmente constitui-
das por lo menos tres años antes de la presentación de la
demanda por daño ocasionado al ambiente. Asimismo de-
berán cumplir por los requisitos previstos por el Código
Federal de Procedimientos Civiles.

Los legitimados en las fracciones I y II tendrán además de-
recho e interés legítimo para reclamar el pago de las ero-
gaciones que hayan hecho para acreditar la responsabilidad
ambiental.

Artículo 43. Para promover acciones de responsabili-
dad ambiental o acciones colectivas en materia ambien-

tal, no se requerirá un número mínimo de demandantes
de la colectividad.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguien-
te al de su publicación en el Diario Oficial de la Federa-
ción.

Nota:

1 Artículo 585. Tienen legitimación activa para ejercitar las acciones
colectivas:

I. La Procuraduría Federal de Protección al Consumidor, la Procura-
duría Federal de Protección al Ambiente, la Comisión Nacional para la
Protección y Defensa de los Usuarios de Servicios Financieros y la Co-
misión Federal de Competencia;

II. El representante común de la colectividad conformada por al
menos treinta miembros;

III. Las asociaciones civiles sin fines de lucro legalmente constituidas
al menos un año previo al momento de presentar la acción, cuyo obje-
to social incluya la promoción o defensa de los derechos e intereses de
la materia de que se trate y que cumplan con los requisitos estableci-
dos en este Código, y

IV. El Procurador General de la República.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 31 de marzo de 2016.— Dipu-
tados y diputadas: José Refugio Sandoval Rodríguez, Daniela De Los
Santos Torres, Jesús Sesma Suárez, Juan Antonio Meléndez Ortega,
Juan Manuel Celis Aguirre, Ramón Bañales Arambula (rúbricas).»

El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijalva:
Gracias, diputado Sandoval. Túrnese a la Comisión de
Medio Ambiente y Recursos Naturales, para dictamen.

El diputado Juan Antonio Meléndez Ortega (desde la
curul): Presidente.

El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijalva:
A ver, sonido en la curul del diputado Juan Antonio Me-
léndez, por favor.

El diputado Juan Antonio Meléndez Ortega (desde la
curul): Gracias, presidente. Solicitando al diputado Sando-
val, a nombre del diputado Alejandro Domínguez y su ser-
vidor Juan Antonio Meléndez, suscribir su iniciativa.
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El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijalva:
Gracias. Manifiesta su aquiescencia, y desde luego que
queda a disposición de quienes quieran suscribir la inicia-
tiva aquí en la Secretaría de la Mesa Directiva.

La diputada Sofía del Sagrario de León Maza (desde la
curul): Presidente.

El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijalva:
Sonido en la curul de la diputada Sofía de León, por favor.
Sí, diputada.

La diputada Sofía Del Sagrario de León Maza (desde la
curul): Nos adherimos a la propuesta del diputado del Par-
tido Verde.

El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijalva:
Bien. Ha manifestado ya su aquiescencia para que pueda
ser suscrita por quienes la compartan y así lo quieran hacer.

EXPIDE LA LEY QUE REGULA LA PUBLICIDAD
DEL ESTADO

El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijalva:
Tiene ahora la palabra por cinco minutos la diputada Nor-
ma Xochitl Hernández Colín, del Grupo Parlamentario de
Morena, para presentar iniciativa con proyecto de decreto
que expide la Ley que Regula la Publicidad del Estado.

La diputada Norma Xochitl Hernández Colín: Con su
venia, diputado presidente. El 26 de agosto pasado Artícu-
lo XIX y Fundar presentaron el informe Libertad de expre-
sión en venta acceso a información y censura indirecta en
publicidad oficial. Es un diagnóstico que detalla los abusos
de la publicidad oficial. La opacidad persiste, la rendición
de cuentas es disfuncional y el diseño institucional y legal
permite prácticas contrarias al buen ejercicio democrático
y a la libertad de expresión e información.

El informe da cuenta de que, solo a nivel federal, en sus
dos primeros años de gobierno el presidente Peña Nieto
gastó más de 14 mil 663 millones de pesos en publicidad,
cantidad que rebasa por mucho a cualquiera de sus antece-
sores.

También indica que más de la mitad de los estados gasta-
ron más recursos de los que originalmente presupuestaron

y que la mayoría de estos, aunque reportaron gastos totales,
no dieron a conocer en qué medios y campañas se gastaron
más de 2 mil 413 millones de pesos.

En la actualidad sigue prevaleciendo un criterio de absolu-
ta discrecionalidad y de opacidad del Estado mexicano pa-
ra disponer a entera conveniencia los recursos públicos que
integran ese presupuesto. La asignación arbitraria de publi-
cidad oficial con el objetivo de premiar o castigar a comu-
nicadores y/o medios de comunicación en relación a sus lí-
neas editoriales e informativas atenta, sin duda, contra la
libertad de expresión y debe estar expresamente prohibido
y regulado en la ley.

Los recursos públicos en México que se destinan a los me-
dios de comunicación siguen siendo manejados como un
instrumento por parte del gobierno en mucho de sus casos
para inhibir a empresas de comunicación crítica opuestas a
sus políticas, o por el contrario, para recompensar a aque-
llas afines a sus programas e intereses.

Muchos son los casos en nuestro país que se han docu-
mentado, antes Excélsior, Proceso, el Diario de Irapuato,
Canal 40, Radio Monitor. Crónica de Mexicali, Cuarto Po-
der de Chiapas, el Sur, periódico El Centro, junto con mu-
chos otros medios locales y nacionales. Para poner un
ejemplo de esos tiempos, el programa de radio de la perio-
dista Carmen Aristegui, ¿Les suena?

Legislar sobre esta materia es tarea inaplazable para evitar
que la publicidad del Estado siga siendo una herramienta
de presión y manipulación, a fin de compensar y castigar a
las expresiones de los medios de comunicación en función
de su contenido. 

Sostenemos que el Estado debe y puede asumir un rol acti-
vo para asegurar la diversidad y pluralidad en los medios
de comunicación sin desconocer a las voces minoritarias ni
a las posturas críticas del propio gobierno. Sólo así se ga-
rantizará un debate amplio y realmente democrático, y pro-
piciaría mayores posibilidades de circulación de noticias e
ideas de opinión.

Específicamente el proyecto que presentamos propone re-
gular la publicidad del Estado, considerado ésta en su más
amplia acepción; los tres Poderes y los órganos autónomos
en los tres niveles de gobierno, determinar los contenidos
de la publicidad oficial considerando que deben de cumplir
una función de interés público. 
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Indicar los criterios para la distribución de publicidad, es-
tableciendo porcentajes por tipo de medios de comunica-
ción, electrónico, impreso y otros, como los de impacto co-
munitario.

Determinar las tarifas únicas para la adquisición de publi-
cidad aplicables a todos los medios y modalidades de con-
tratación, con el fin de que las variaciones de pago se de-
ban exclusivamente a un tiraje o un auditor mayor.

Establecer un cuerpo ciudadano honorario, que vigile el
cumplimiento de las normas de distribución de la publici-
dad y programar la aplicación de estímulos a medios de co-
municación cultural y comunitario.

Determinar las soluciones aplicables a los servidores pú-
blicos responsables en caso de violación a las normas de
distribución, asignación, contratación y pago de la publici-
dad oficial y crear un juicio de responsabilidad ante el Tri-
bunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, compe-
tente en caso de violación a las normas de distribución,
asignación, contratación o pago de publicidad oficial.

Compañeras, compañeros, la falta de lineamientos legales
claros y concretos en la regulación del gasto público en
medios de comunicación atenta contra la transparencia, fa-
vorece la discrecionalidad que tanto daña la aspiración del
pueblo de México, para avanzar a un régimen genuina-
mente democrático.

Es por lo anterior que vengo a presentar esta iniciativa, me-
diante la cual se expide la Ley que Regula la Publicidad del
Estado. Es cuanto, señor presidente.

«Iniciativa que expide la Ley que regula la Publicidad del
Estado, a cargo de la diputada Norma Xochitl Hernández
Colín, del Grupo Parlamentario de Morena

La suscrita, diputada, Norma Xochitl Hernández Colín, in-
tegrante del Grupo Parlamentario de Morena en la LXIII
Legislatura del Congreso de la Unión, con fundamento en
el artículo 71, fracción II, de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos, y 77 y 78 del Reglamento de
la Cámara de Diputados, someto a consideración de esta
asamblea la presente iniciativa con proyecto de decreto,
por el que se expide la Ley que Regula la Publicidad del
Estado.

La iniciativa se presenta tomando en consideración los ra-
zonamientos vertidos en la siguiente:

Exposición de Motivos

La reforma constitucional electoral publicada el 13 de no-
viembre de 2007 incluyó, en materia de garantías para la li-
bertad de expresión, el derecho de réplica, la prohibición
de contratación de propaganda electoral en radio y televi-
sión a partidos políticos, la prohibición para intervenir en
los procesos electorales de cualquier forma a particulares y
la regulación básica de la publicidad oficial.

En estos casi nueve años que lleva de aprobada la reforma,
el gasto arbitrario en publicidad oficial se sigue disparan-
do. Urge emitir la normatividad secundaria que haga posi-
ble que este gasto sirva a la sociedad y garantice la plurali-
dad informativa evitando la censura previa.

El objeto de esta iniciativa es proponer una ley que regule
la publicidad pública con apego a los principios estableci-
dos en el artículo 134 constitucional reformado.

I. Antecedentes

Con fecha 13 de noviembre de 2007, en el marco de una re-
forma electoral, se reformó el artículo 134 constitucional,
para añadir los siguientes párrafos:

Artículo 134. ...

...

...

...

...

Los servidores públicos de la Federación, los Estados y
los municipios, así como del Distrito Federal y sus de-
legaciones, tienen en todo tiempo la obligación de apli-
car con imparcialidad los recursos públicos que están
bajo su responsabilidad, sin influir en la equidad de la
competencia entre los partidos políticos.

La propaganda, bajo cualquier modalidad de comunicación
social, que difundan como tales, los poderes públicos, los
órganos autónomos, las dependencias y entidades de la ad-
ministración pública y cualquier otro ente de los tres órde-
nes de gobierno, deberá tener carácter institucional y fines
informativos, educativos o de orientación social. En nin-
gún caso esta propaganda incluirá nombres, imágenes, vo-
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ces o símbolos que impliquen promoción personalizada de
cualquier servidor público.

Las leyes, en sus respectivos ámbitos de aplicación, garan-
tizarán el estricto cumplimiento de lo previsto en los dos
párrafos anteriores, incluyendo el régimen de sanciones a
que haya lugar.

En su transitorio tercero, el decreto señala:

Artículo Tercero. El Congreso de la Unión deberá rea-
lizar las adecuaciones que correspondan en las leyes fe-
derales en un plazo máximo de treinta días naturales
contados a partir del inicio de la vigencia de este decre-
to.

De 2002 a la fecha, se han presentado en el Congreso de
la Unión 20 iniciativas para regular la publicidad del Es-
tado, provenientes prácticamente de todos los grupos
parlamentarios:

a) iniciativa con proyecto de decreto por el que se Expi-
de la Ley Reguladora para el Control de la Publicidad
Gubernamental, en Materia de Prensa, Radio y Televi-
sión, presentada por la diputada Lorena Beaurregard de
los Santos (PRI), el 19 de marzo de 2002;

b) iniciativa con proyecto de decreto por el que se Expi-
de la Ley Federal de Equidad y Transparencia para la
Publicidad Institucional, presentada por la diputada
Cristina Portillo Ayala (PRD), el 2 de diciembre de
2003;

c) iniciativa con proyecto de decreto por el que se Expi-
de la Ley Federal de Comunicación Gubernamental a la
Ciudadanía, presentada por la senadora Dulce María
Sauri Riancho (PRI), el 8 de diciembre de 2005;

d) iniciativa con proyecto de decreto que Reforma y
Adiciona Diversas Disposiciones de la Constitución Po-
lítica de los Estados Unidos Mexicanos y de la Ley Fe-
deral de Responsabilidades Administrativas de los Ser-
vidores Públicos, presentada por el diputado Jacinto
Gómez Pasillas (Nueva Alianza), el 14 de mayo 2007;

e) iniciativa con proyecto de decreto por el que se Re-
forman y Adicionan Diversas Disposiciones de la Ley
de Adquisiciones, Arrendamientos y Servicios del Sec-
tor Público y de la Ley Federal de Presupuesto y Res-

ponsabilidad Hacendaria, en Materia de Gasto en Publi-
cidad Gubernamental, presentada por el senador Graco
Ramírez Garrido Abreu (PRD), el 11 de julio de 2007;

f) iniciativa con proyecto de decreto por el que se Expi-
de la Ley que Regula la Publicidad del Estado, presen-
tada por la diputada Valentina Batres Guadarrama y el
senador Carlos Sotelo García (PRD), el 23 de octubre de
2007;

g) Iniciativa con proyecto de decreto que reforma el ar-
tículo 73 de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos y expide la Ley Reglamentaria de los ar-
tículos 6 y 134 constitucionales que regula la publicidad
del Estado, presentada por el diputado Jaime Cárdenas
Gracia (PT), el 1 de diciembre de 2009;

h) Iniciativa con proyecto de decreto que expide la Ley
Federal de Propaganda Institucional, presentada por el
diputado César Augusto Santiago Ramírez (PRI), el 22
de febrero de 2011;

i) iniciativa con proyecto de decreto por el que se expi-
de la Ley General de Propaganda Gubernamental, pre-
sentada por el senador Pablo Gómez Álvarez (PRD), el
29 de marzo de 2011;

j) iniciativa con proyecto de decreto que Reforma el Ar-
tículo 134 de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos para Prohibir la Propaganda en la
Comunicación Social que Difunda el Poder Público en
sus tres Órdenes de Gobierno, presentada por el dipu-
tado Jesús María Rodríguez (PRI), el 31 de marzo de
2011;

k) Iniciativa de Ley de Equidad y Transparencia para la
Publicidad Gubernamental del Estado de Guerrero y sus
Municipios, presentada por el diputado Victoriano Wen-
ses Real (Nueva Alianza), en Marzo de 2011;

l) iniciativa con proyecto de decreto por el que se Expi-
de la Ley de Comunicación Gubernamental, presentada
por el diputado Javier Corral Jurado (PAN), el 26 de
abril de 2011;

m) iniciativa con proyecto de decreto por el que se ex-
pide la Ley General de Propaganda Gubernamental, pre-
sentada por el senador Pablo Gómez (PRD), el 7 de fe-
brero de 2012;
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n) Iniciativa de reforma a la artículo 117 de la Constitu-
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos, para re-
gular el gasto en publicidad que realizan los gobiernos de
los estados, presentada por el diputado Óscar González
Yáñez (PT), el 23 de febrero de 2012;

o) iniciativa con proyecto de decreto que Reforma el ar-
tículo 73 de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos y expide la Ley Reglamentaria de los
Artículos 6o. y 134 Constitucionales, que regula la pu-
blicidad del Estado, presentada por el diputado Jaime
Cárdenas Gracia (PT), el 11 de julio de 2012;

p) iniciativa con proyecto de decreto por el que se expi-
de la Ley General de Propaganda Gubernamental, pre-
sentada por el senador Armando Ríos Pitter (PRD), el 6
de noviembre de 2012;

q) iniciativa con proyecto de decreto que reforma los ar-
tículos 7o. y 134 de la Constitución Política de los Esta-
dos Unidos Mexicanos, para establecer un tope a los
gastos en propaganda gubernamental, presentada por el
diputado Marcos Aguilar Vega (PAN), el 19 de junio de
2013;

r) Iniciativa con proyecto de Decreto por el que se expi-
de la Ley Reglamentaria del artículo 134 constitucional
en materia de Propaganda Gubernamental, presentada
por los senadores Fernando Herrera Ávila (PAN) y Ale-
jandro Encinas Rodríguez (PRD), el 24 de julio de
2013;

s) iniciativa con proyecto de decreto que reforma y adi-
ciona diversas disposiciones de la Ley Federal de Cine-
matografía, para prohibir la contratación de publicidad
gubernamental y propaganda electoral en favor de go-
biernos y de partidos políticos, candidatas y candidatos,
durante los periodos de precampañas y campañas elec-
torales en las salas de cine, presentada por los diputados
Purificación Carpinteyro Calderón y José Valentín Mal-
donado Salgado (PRD), el 15 de octubre de 2013; y

t) iniciativa con proyecto de decreto por el que se Expi-
de la Ley General de Propaganda Gubernamental, re-
glamentaria de los artículos 6 y 134 de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos y se reforman
y adicionan diversas disposiciones de la Ley de Fiscali-
zación y Rendición de Cuentas de la Federación, pre-
sentada por el Grupo Parlamentario del PRD en la Cá-
mara de Senadores, el 19 de marzo de 2014.

1. A partir del derecho a la libertad de expresión con-
tenido en la Declaración Americana de los Derechos y
Deberes del Hombre,1 contenida en su artículo IV, la
Comisión Interamericana de Derechos Humanos
(CIDH) creó en 1997 la Relatoría Especial para la Li-
bertad de Expresión, que ha ido emitiendo criterios de
interpretación del derecho a la libertad de expresión
en cada uno de sus aspectos. Específicamente sobre
publicidad oficial ha generado los siguientes docu-
mentos:

a) En octubre de 2000, la Declaración de Principios
sobre Libertad de Expresión,2 cuyo principio 13 es-
tá dedicado a la publicidad oficial.

b) En 2001, emitió los “Antecedentes e interpreta-
ción de la Declaración de Principios”, que incluyen
los primeros criterios de interpretación de cada uno
de los principios.3

c) El Informe Anual de la Relatoría para la Libertad
de Expresión 20034 incluyó una amplia evaluación
del estado de la publicidad oficial en el continente
americano.

d) El 7 de marzo de 2011, emitió los Principios sobre
Regulación de la Publicidad Oficial y Libertad de Ex-
presión,5 relacionados con: 1. Establecimiento de le-
yes especiales, claras y precisas; 2. Objetivos de la
publicidad oficial; 3. Criterios de distribución de la
pauta estatal; 4. Planificación adecuada; 5. Mecanis-
mos de contratación; 6. Transparencia y acceso a la
información; 7. Control externo de la asignación pu-
blicitaria y 8.Pluralismo informativo y publicidad ofi-
cial

2. La situación de la publicad oficial ha sido observada
como crítica en México por su uso abusivo, arbitrario,
propagandístico de fines particulares y directamente uti-
lizado para premiar o castigar a los medios de comuni-
cación.

Desde 2009, los organismos civiles Article 19 y Fundar,
Centro de Investigación y Análisis A.C., vigilan el gas-
to en publicidad oficial federal, estatal y municipal con
información pública. En 2011 publicaron el estudio
Abuso del gasto en publicidad oficial6 y en 2013, El
costo de la legitimidad. El uso de la publicidad oficial
en las entidades federativas,7 así como Publicidad Ofi-
cial: Recursos públicos ejercidos por el Poder Ejecuti-
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vo Federal en 2013, primer año del presidente Enrique
Peña Nieto.8

II. Consideraciones

1. Como se cita textualmente en el numeral 1 del apartado
anterior, el decreto de reforma electoral que contiene la re-
gulación a la publicidad oficial en el artículo 134 señala
que debieron haberse realizado “las adecuaciones que co-
rrespondan en las leyes federales” a más tardar el 14 de di-
ciembre de 2007. Sin embargo hasta la fecha no se ha le-
gislado para hacer posible el cumplimiento de la reforma
en este tema específico.

2. Como se menciona en el numeral 2 del apartado de An-
tecedentes de esta iniciativa, por lo menos desde 2002 ha
sido un tema de recurrente preocupación en este Congreso
de la Unión la regulación de la publicidad oficial.

De las 20 iniciativas que se han presentado desde entonces
sobre el tema, cuatro han correspondido a legisladores del
PRI; ocho del PRD; dos del Nueva Alianza; tres del PT;
dos del PAN, y una conjunta PRD-PAN.

Esta iniciativa recoge las que en la LX Legislatura presen-
tó la diputada Valentina Batres Guadarrama 9 y en la LXI
Legislatura presentó el diputado Jaime Cárdenas Gracia.10

Publicidad oficial

Como se señaló antes, Reporteros sin Fronteras11 ha hecho
constar el deterioro que vive la libertad de expresión en
México, enviándolo, en ocho años, del lugar 75 en 2002 al
136 en 2010 de su clasificación. Uno de los 50 criterios ba-
jo los cuales se realiza dicha clasificación es el de la “Uti-
lización del boicot publicitario (el Estado deja de comprar
espacios publicitarios en determinados periódicos, o pre-
siona a las empresas privadas para que boicoteen a algunos
medios de comunicación)”.

El “Informe: Situación de la Libertad de Expresión en Mé-
xico que presentan Organizaciones a la Comisión Inter-
americana de Derechos Humanos (CIDH)”,12 entregado en
julio pasado a ese organismo internacional, sintetiza las ra-
zones que generan nuestra deficiente calidad democrática
en términos de información:

… la falta de pluralidad informativa […], así como la
utilización de controles indirectos para limitar el ejerci-

cio del derecho a la libertad de expresión, aunados a la
ausencia de regulación de la asignación de la publicidad
oficial y la carencia de armonización legislativa en ma-
teria de transparencia y acceso a la información pública,
ponen en evidencia las graves deficiencias que impiden
el ejercicio pleno del derecho de la información.

[…]

La ausencia de legislación especializada, así como con cri-
terios transparentes y objetivables para la asignación de pu-
blicidad gubernamental, aunados a la percepción de los go-
bernantes de que la publicidad oficial obedece a “favores
políticos” vinculados a los criterios editoriales, ha posibili-
tado que factores de tipo discrecional, frecuentemente en
función de la coyuntura política –a manera de premios y
castigos–, sean los que definan los linderos y la dinámica
de esta relación viciada entre el aparato gubernamental y
los medios informativos de nuestro país.

Así, el otorgamiento de publicidad gubernamental suele
convertirse en una discrecional forma de censura, que pue-
de causar autocensura para garantizar la existencia de al-
gunos medios.

En este contexto, la existencia de medios independientes y
publicaciones vinculadas a sectores diversos de la sociedad
civil, académica y gremial ?particularmente las culturales,
académicas y de divulgación, ajenas a las entidades guber-
namentales o a los grandes grupos mediáticos?, hoy día se
torna vulnerable por la falta de regulares ingresos publici-
tarios, pese a abordar temas de indudable aporte social, po-
lítico y cultural. De hecho, frente a la hegemonía de los
grandes medios de comunicación y de los principales gru-
pos de poder político en México, este tipo de foros repre-
sentan una mirada crítica y alternativa a nuestra realidad
política, cultural y económica.

Ésta censura indirecta del gobierno, incluye una serie de
acciones destinadas a influir en los medios de comunica-
ción, además de las clausuras, encarcelamientos, censura
directa de contenidos específicos, y ataques físicos a perio-
distas o instalaciones de medios de comunicación. Como
son los aspectos financieros de la censura oficial indirecta:
presiones para influir en la cobertura de noticias y moldear
el amplio panorama mediático o las líneas editoriales de
medios de comunicación específicos o periodistas a través
de una asignación arbitraría y convenenciera de la publici-
dad gubernamental; de las subvenciones estatales y guber-
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namentales a los medios; y de otros instrumentos financie-
ros similares.

De tal forma, la asignación de la publicidad oficial se con-
vierte en la herramienta más común para ejercer la censura
indirecta y es una parte integral del complicado panorama
mediático del país. Sin reglas claras y precisas, permite in-
fluir o chantajear a los dueños de los medios y a los perio-
distas. Los gobiernos federal y locales utilizan la publici-
dad oficial para dar forma a la línea editorial de los medios
de comunicación y empujar agendas partidistas. La asigna-
ción opaca y arbitraria de la publicidad oficial restringe el
pluralismo y la diversidad de voces mediante la financia-
ción selectiva de medios de comunicación que apoyan a los
funcionarios y sus políticas. Además de que algunos due-
ños de medios se asocian con servidores públicos en una
relación basada en la corrupción que genera beneficios y
poder para ambos. 

Sumado a lo anterior, los medios de comunicación se en-
frentan a grandes dificultades, los ataques físicos cada vez
son más frecuentes y violentos. México se encuentra entre
los países más peligrosos del mundo para ejercer el perio-
dismo. Desde 2000, más de 77 periodistas han sido asesi-
nados y otros 17 han desaparecido. 

El 18 de marzo pasado, Artículo 19 da cuenta en su infor-
me M.I.E.D.O. (Medios, Impunidad, Estado, Democracia y
Opacidad), que 2015 ha sido el año más violento para la
prensa en México, al registrar 1 agresión cada 22 horas.
Fueron 397 agresiones, incluyendo 7 asesinatos de perio-
distas, 21.8% más que en 2014. Este  documento también
revela que el 46.9 % de estas agresiones, provienen de al-
gún servidor público. El impacto de estos ataques conduce
claramente a la autocensura generalizada. 

Las organizaciones civiles han hecho énfasis en que:

…el Estado mexicano tiene la responsabilidad de ga-
rantizar el respeto y el fomento del derecho a la infor-
mación de los ciudadanos mediante los recursos jurídi-
cos a su alcance para así evitar se vulneren los
propósitos medulares de toda democracia: la pluralidad
ideológica, la participación social, el debate razonado y,
ante todo, el ejercicio crítico y responsable de las liber-
tades de expresión e información.

Y este objetivo sólo será posible con la regulación de la
publicidad oficial.

La intervención del Estado en los medios de comuni-
cación a través de la publicidad oficial

En México, el control de los medios de comunicación
por parte del gobierno se ha dado de diversas maneras.
Durante las siete décadas que gobernó continuamente el
PRI, se ejercía fundamentalmente a través de subsidios
directos, como el pago a las empresas de comunicación
o a determinados directivos, reporteros, articulistas y
columnistas, como documentó el periodista Jacinto Ro-
dríguez con información extraída directamente del Ar-
chivo General de la Nación proveniente de los años se-
senta a ochenta.13 En su libro La otra guerra secreta:
Los archivos prohibidos de la prensa y el poder, docu-
menta cómo gran parte de los directivos de las empresas
y el gobierno se ponían de acuerdo para determinar los
contenidos, los reporteros, los articulistas o columnistas
y hasta qué noticias se publicaban. Es decir, la censura
era autocensura, y la libertad de expresión apenas ocu-
paba los pequeños espacios que al gobierno no le inte-
resaban o no podía dominar.

Igualmente, mediante la Productora e Importadora de
Papel (PIPSA), organismos paraestatal del Gobierno Fe-
deral, decidía a qué medio le vendía el papel para im-
primir y a cuál no.

Aunque no existe información para indicar a partir de
cuándo el Estado ha buscado controlar o censurar a los
medios de comunicación por medio de la compra de pu-
blicidad oficial, específicamente, sí se puede advertir
cómo se ha llevado cabo en los últimos treinta años a
partir de la denuncia que algunos medios de comunica-
ción han hecho pública en diversas partes de la Repú-
blica. Estos casos son de frecuencias radiofónicas, tele-
visivas y la prensa escrita.

Dos casos de boicot publicitario del Estado utilizado co-
mo castigo contra medios de comunicación muy am-
pliamente documentados por su afán en hacer un perio-
dismo independiente han sido los de Excélsior y
Proceso. A ellos sumamos el de El Diario de Irapuato.

Excélsior

La historia del golpe a Excélsior ha sido escrita por va-
rios periodistas. Por la forma y el momento en que su-
cedió, se trató de la mayor agresión que vivió la libertad
de expresión en el siglo pasado mexicano, después de la
Revolución.
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Aquí reproducimos algunos fragmentos de la narración de
Humberto Musacchio sobre aquellos días:14

…Como toda libertad, la de prensa no era una gracia de
los gobernantes, sino la consecuencia del movimiento
social. Algunos periódicos le tomaron la palabra a Eche-
verría y abrieron sus páginas a colaboradores jóvenes o
menos rutinarios, capaces de disentir y de señalar erro-
res, desviaciones y corruptelas. A la cabeza de esa aven-
tura periodística marchaba Excélsior, donde el grupo di-
rigente entendió las palabras de Echeverría como un
compromiso hecho ante la nación.

Julio Scherer García había llegado a la dirección de Ex-
célsior en agosto de 1968, cuando el periódico todavía se
revolcaba en el anticomunismo pagado, el chantaje tan
canallesco como redituable al estilo de Carlos Denegri y
el embute o chayote como práctica generalizada. Era la
joya del periodismo más representativo del viejo régi-
men, ese periodismo alimentado por las complicidades
con el poder, los aplausos pagados y los silencios igual-
mente rentables.

Excélsior llegaría a ser vanguardia del periodismo na-
cional, pero en 1968 publicó algunos desplegados de so-
lidaridad con el movimiento estudiantil, pero rechazó
muchos otros que hallaban cabida en El Día, cotidiano
al que se supondría más atado al interés gubernamental.
Años después, Scherer reconocería que escamoteó a los
lectores –dicho con sus palabras– “capítulos enteros de
la historia de esos días”, pese a lo cual despertó la rabia
de Díaz Ordaz, quien consideraba como traición a la pa-
tria el tibio manejo de la información.

Las páginas del cotidiano se llenaron de denuncias y re-
alidades poco gratas al poder. El reportaje volvió a ocu-
par su sitial de género mayor, se le concedió espacio a
la crónica y la columna política cobró un alcance sin
precedente en manos de Ángel Trinidad Ferreira. En una
extensa red de corresponsales destacaba en Washington
el veracruzano Fausto Fernández Ponte, mientras en
Roma estaba el cura Miguel López Saucedo, quien da-
ba cuenta de todos los movimientos del papa. A los co-
rresponsales se sumaban constantemente los enviados,
que estaban siempre en el lugar preciso y el momento
oportuno, ya fuera en el proceso chileno encabezado por
Salvador Allende o en el golpe de Estado de Pinochet,
en la revolución portuguesa de los claveles o en la muer-
te de Francisco Franco.

[…]

Ataques gubernamentales

Una gran variedad de servicios informativos internacio-
nales completaba el menú y llevó a Excélsior a ser con-
siderado como el mejor periódico de habla española y
uno de los diez mejores del mundo. 

Era tan bueno, que el poder lo empezó a ver como un
riesgo, como una competencia indeseable, un espejo en
el que no quería mirarse el despotismo presidencial. Ese
mismo espejo estimulaba el narcisismo de los habitan-
tes de la casa con imágenes deformes, agigantadas. “Si
el poder ataca es que nos considera sus iguales”, pudo
decir alguno de ellos. Y el poder atacó.

Primero fue el boicot de anunciantes promovido por el
presidente Echeverría en 1972 y después las maletas de
dinero que enviaba el mismo farsante para aparecer co-
mo el salvador (“Las maletas no eran tan grandes”, me
dijo un funcionario de aquel gobierno). Luego, el uso de
un liderzuelo agrarista al servicio del demagogo de San
Jerónimo y la afectación del patrimonio de los coopera-
tivistas.

[…]

…había un trabajo periodístico profesional y concien-
zudo que irritaba al poder. En 1975 las ocho columnas
anunciaban que el gobierno preparaba un impuesto al
patrimonio de los mexicanos. El secretario de Hacienda,
José López Portillo, contestó indignado que Excélsior
sacaba sus noticias de la basura, pues se trataba sólo de
un proyecto desechado, según decía el futuro presiden-
te. Ya en 1976, el motivo de los entripados de Echeve-
rría eran los artículos de Gastón García Cantú, que una
y otra vez arremetían contra el presidencialismo y con-
tra el presidente, ante la aprobación de los lectores que
se habían tomado en serio la libertad de prensa. Tan
fuertes eran los textos de Gastón, que el Ejecutivo, co-
mo quien vende protección, le dio a entender a Scherer
García que podía llegarse al avenimiento si se quitaba el
apellido, el segundo, que era el mismo de García Cantú,
lo que el director de Excélsior rechazó.

Se habían roto las hostilidades y en 1976 era evidente
que Luis Echeverría había decidido doblegar a Scherer
o echarlo del periódico. La injusticia estaba a la vista de
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todos y quienes en otros impresos trataban de aprove-
char los pocos y limitados resquicios que se habían
abierto a la libre expresión, se sintieron amenazados e
intentaron escribir sobre el problema que enfrentaba Ex-
célsior, pero el empeño resultaba estéril. A fin de evitar
el cesto de la basura, el asunto tenía que abordarse en
términos tan abstractos que sólo podían entenderlo los
enterados, lo que restaba toda eficacia a esos textos,
pues los otros diarios, bajo la divisa de que “perro no
come carne de perro”, hipócritamente consideraron el
asunto como algo ajeno a sus intereses, como si no sig-
nificara un peligro para todos, o quizá porque no lo era
para empresas que ganaban con el servilismo y la venta
de silencios.

Echeverría y sus peones terminaron la tarea y defenes-
traron a Julio Scherer, Hero Rodríguez Toro y otros cin-
co cooperativistas. Para el periodismo mexicano se tra-
taba de la noticia más importante de la segunda mitad
del siglo XX. Pero no hubo diario, televisora o estación
de radio que informara con veracidad de los hechos,
pues optaron por silenciarlos, minimizarlos o deformar-
los hasta lo grotesco. Tanto como el interés en metálico
se impuso la actitud rastrera ante el poder y el miedo a
un tipo tan atrabiliario como Echeverría, quien podía
aplastar de un manotazo a quien se atreviera a solidari-
zarse con los agraviados de Reforma 18.

El 8 de julio de 1976, con la salida de Scherer y 300 pe-
riodistas de la casa Excélsior, se inició una diáspora que
daría lugar al surgimiento de Proceso, Unomásuno,
Vuelta, Razones y otros órganos derivados de éstos.

…en esa efeméride del oprobio pocos recuerdan que fue
desde agosto de 1972 –esto es, cuatro años antes de la
maniobra que expulsó a Scherer García de la dirección
del matutino– cuando los grupos empresariales, auspicia-
dos por el entonces presidente Luis Echeverría Álvarez,
suspendieron la compra de espacios para anunciarse en
las páginas del que fuera considerado en su momento uno
de los cinco mejores periódicos del mundo.

Proceso

De Excélsior, el boicot pasó a Proceso, como narra José
Carreño Carlón,15 quien fue director de comunicación
social del gobierno de Carlos Salinas de Gortari:

Todavía en el sexenio de Echeverría, Scherer y sus se-
guidores pusieron en circulación otra publicación, el se-

manario Proceso, lo que constituía un desafío sin prece-
dente al poder presidencial, particularmente en la zona
más rígida, podría decirse, intocable, del modelo de sub-
ordinación, en tanto vino a mostrar que en México po-
día haber vida (periodística) más allá del veto presiden-
cial. Lo habían hecho al margen de los tradicionales
apoyos financieros y de otro orden del gobierno, carac-
terísticos del surgimiento de los nuevos medios a lo lar-
go del periodo de vigencia del modelo.

Y eso no era todo. Al cambio de sexenio, el nuevo go-
bierno trató de congraciarse con la nueva publicación y
la incorporó a las pautas tradicionales de la publicidad
oficial. Sólo que Proceso terminó también por traspasar
el umbral de tolerancia del presidente José López Porti-
llo, quien personalmente se encargó de justificar el reti-
ro de la publicidad oficial a la revista con una frase me-
morable que vino a erigirse en una especie de prueba
confesional, no sólo del carácter discrecional, arbitrario,
propio del modelo de subordinación, del manejo de la
publicidad oficial, sino, incluso, el carácter patrimonia-
lista del uso de los recursos públicos en la relación con
los medios: No pago para que me peguen.

Rafael Ocampo documenta ese boicot, que señala co-
mo “el momento más difícil” registrado en la historia
de la revista Proceso, que se presentó en 1982:16

Ese año, la empresa tuvo que hacer un recorte de perso-
nal ?el único de su historia? que afectó a no menos de
40 empleados, entre ellos una decena de reporteros. Por
tal medida desapareció la agencia de noticias CISA, que
surtía de información a unos 50 diarios de provincia y
estaciones de radio. 

El Diario de Irapuato

Otro caso que se puede documentar de censura de un
medio de publicidad durante el régimen priista es el de
El Diario de Irapuato, dirigido por Rafael Loret de Mo-
la. En 1981, el periodista “encabezó una denodada cam-
paña que terminó con la caída de un gobernador priista
y el inicio de un nuevo despertar político en Guanajua-
to”, según narra la biografía de Loret de Mola disponi-
ble en internet.17 La reacción del gobierno no se hizo
esperar: “por causa de un boicot publicitario, armado
desde el gobierno estatal, terminó descapitalizándose y
cerrando su cotidiano de Irapuato”.
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Durante el breve régimen panista, sin duda el caso más
impactante de boicot publicitario del Estado fue el de
Radio Monitor, por la importancia e influencia de dicha
empresa comunicadora, pero a éste se suman por lo me-
nos dos casos más de importancia nacional: el de Canal
40 y el de Proceso, nuevamente. Se encontraron tam-
bién acciones de censura contra El Financiero y varios
casos de gobiernos locales que también castigan la crí-
tica con retiro de publicidad. 

Canal 40

Bajo boicot publicitario en un principio y más adelante
sometido a una burda intervención gubernamental en
apoyo a TV Azteca, fue el caso de Canal 40, que en di-
ciembre de 2002 fue tomado por un comando armado.

De acuerdo con la narración de Milenio Diario,18 la
madrugada del 27 de diciembre de 2002, “unos 30 hom-
bres armados, vestidos de negro y con el rostro cubier-
to, ocuparon las instalaciones de CNI Canal 40, en el ce-
rro de Chiquihuite, para controlar la emisión de señales
de la televisora. Siete trabajadores que se encontraban
en la planta transmisora fueron amagados con armas de
fuego y obligados a tirarse al piso, esposados y amorda-
zados tras ser obligados a recibir dinero y firmar un do-
cumento” (…)

Meses antes de la toma, en febrero de 2002, Raúl Trejo
Delarbre19 narraba que en mayo de 1997 Canal 40 di-
fundió testimonios de algunos sacerdotes retirados o en
activo que aseguraron haber sido agredidos por el fun-
dador de los Legionarios de Cristo, Marcial Maciel De-
gollado. Esas denuncias ocasionaron “un boicot publici-
tario organizado por el propietario de la corporación
industrial Bimbo, el señor Lorenzo Servitje”. De acuer-
do con Trejo Delarbre, el “empresario aseguró que por
haber transmitido el reportaje sobre las denuncias con-
tra Maciel, el Canal 40 perdería medio millón de dóla-
res en anuncios que ya no recibiría”.

El gobierno no sólo no sancionó el allanamiento de Canal
40, sino que aprovechó el conflicto que mantenía con TV
Azteca para acabar con un espacio crítico, de acuerdo con
la opinión de Alternativa Ciudadana:

La actuación del Gobierno Federal ante este conflicto
marcó, una vez más, la tendencia de acabar con los es-
pacios críticos, sobre todo porque canal 40 se distinguía

por sus noticieros, que brindaban un panorama distinto
al “oficial”. 

Cuarto Poder

También en 2002, el periodista Conrado de la Cruz, pro-
pietario del diario Cuarto Poder, denunció una campa-
ña de hostigamiento del gobernador de Chiapas, Pablo
Salazar Mendiguchía, contra su periódico, con insultos,
cooptación de reporteros con puestos oficiales y cance-
lación de contratación de publicidad oficial.20

Programa “Consensos” de Radio Korita

En su informe 2003, el relator especial para la Libertad
de Expresión21 informó de las acusaciones contra el
gobernador de Nayarit, Antonio Echevarría Domínguez,
por censurar el programa “Consensos” de Radio Korita,
“que había sido crítico de su administración, mediante
el uso discriminatorio de la publicidad oficial”. El 31 de
enero de 2003, cuando iba a salir al aire el programa
“Consensos”, se suspendió la señal de la estación de ra-
dio. “Espinoza Vargas, director de Radio Korita, decla-
ró que se le había dicho que el corte de la señal se debió
a ‘órdenes del Gobernador’ y que ello era ‘una condi-
ción para que se renovara la publicidad por un año’”.
Antes del corte de la señal, Espinoza Vargas había de-
nunciado fraude en la administración de mercados del
estado por las autoridades, según menciona el Informe.

Noticias, Voz e Imagen de Oaxaca

El 17 de junio de 2005, el diario Noticias, Voz e Imagen
de Oaxaca fue objeto de una huelga estallada por apro-
ximadamente 600 personas afiliadas a la Confederación
Revolucionaria de Obreros y Campesinos (CROC).22

Empleados de Noticias acusaron al gobernador Ulises
Ruiz de buscar desaparecer el diario, ya que los huel-
guistas, dirigidos por el diputado local priista David
Aguilar Robles, no pertenecían a la empresa comunica-
dora.

En agosto siguiente, de acuerdo con la revista Zócalo, el
director del diario denunció que había sido hostigado
desde 2000 para seguir la línea editorial que el gobierno
estatal le había indicado. Por ello, en 2004, se le había
retirado la publicidad gubernamental del estado:23
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Proceso

Nuevamente, en el sexenio de Fox, Proceso fue objeto
de una “embestida desde el poder”, como denunció Ra-
fael Rodríguez Castañeda, director de la revista, en mar-
zo de 2006:24

…el autoritarismo que encarnó el expresidente Luis
Echeverría Álvarez, artífice del golpe al Excélsior con-
ducido por Julio Scherer, se está reproduciendo en el
gobierno de Vicente Fox.

Hoy vivimos, infortunadamente, ecos de aquella época.
Hoy, al filo de sus 30 años de vida, Proceso está some-
tido a una nueva embestida desde el poder. [...] A la de-
manda civil que emprendió contra Proceso hace casi un
año la señora Marta Sahagún, se ha unido una torpe
campaña de boicot publicitario orquestada desde la casa
presidencial…

La Jornada de San Luis Potosí

Otro gobierno estatal que ha ejercido la censura indirec-
ta contra un medio de comunicación a través del retiro
de publicidad es el de San Luis Potosí.

La Jornada de San Luis Potosí denunció esta situación
en sus editoriales. El gobierno del estado, como res-
puesta, rechazó la existencia de un boicot publicitario,
aunque contradictoriamente defendió la capacidad arbi-
traria del gobierno a contratarla con el medio que deci-
da, indicando que la libertad de los medios radica en
subsistir con o sin publicidad oficial:25

El Financiero

En un informe que organizaciones no gubernamentales
presentaron ante la Comisión Interamericana de Dere-
chos Humanos respecto de la situación de la libertad de
expresión en México, se mencionan acciones de retiro
de publicidad en El Financiero, denunciadas por la pe-
riodista Carmen García Bermejo, como castigo por in-
formación publicada en el diario:26

…La Presidencia de la República, también en el sexenio
de Vicente Fox, en mayo de 2006, retiró cuatro planas
de publicidad sobre la inauguración de la Biblioteca Jo-
sé Vasconcelos, después de que la reportera fue obsta-
culizada en su quehacer y señalada como activista polí-
tica interesada en destruir a las instituciones, y de que

publicara un reportaje sobre los recursos públicos que
utilizó Consejo Nacional para la Cultura y las Artes (Co-
naculta) para esa construcción. Además de censurar la
nota de la periodista y al diario mismo, García Bermejo
informó que funcionarios de Conaculta y del INAH tra-
taron de amedrentar en varias ocasiones a los directivos
del rotativo a fin de que la despidieran.

Radio Monitor

El 29 de junio de 2007, la opinión pública se conmocio-
nó ante la noticia de que Radio Monitor salía del aire,
después de 41,100 emisiones: 33 años de transmitir in-
interrumpidamente. El director general de Grupo Moni-
tor, José Gutiérrez Vivó, denunció en su último progra-
ma el estado de insolvencia causado por el bloqueo
publicitario impuesto desde el gobierno de Vicente Fox
y mantenido en el de Felipe Calderón.27

El 15 de marzo de 2007, en una reunión que sostuvo con
la Comisión Especial de Seguimiento a las Agresiones a
Periodistas, en la propia Cámara de Diputados, Gutié-
rrez Vivó había pedido cambiar el esquema de publici-
dad oficial:28

El director de Grupo Monitor, José Gutiérrez Vivó, pro-
puso a la Cámara de Diputados modificar los esquemas
de otorgamiento de publicidad oficial, porque el vigen-
te es “una arma para controlar a la opinión pública.

Si seguimos en este plan, será cada vez más producto de
arreglos políticos” en el que la divisa será: “si estás con-
migo, tienes publicidad; si no, muérete de hambre”.

[…] “existe una mano invisible que impide obtener una
libertad de expresión amplia, que aprieta donde sea ne-
cesario”, en este caso con las partidas destinadas a la pu-
blicidad.

[…] También dijo que fue Vicente Fox quien ordenó sa-
car sus transmisiones del aire, porque no soportó que
Andrés Manuel López Obrador “destapara” su candida-
tura presidencial en su noticiario.

Contralínea

El caso de Contralínea representa el primer antece-
dente de una interpretación respecto del alcance del
derecho a la libertad de expresión protegido interna-
cionalmente, particularmente en materia de publicidad
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oficial. Fue la Comisión Nacional de los Derechos Hu-
manos la que intervino en este caso.

En 2008, el gobierno federal retiró la publicidad oficial
a la revista, luego de que la periodista Ana Lilia Pérez
exhibió irregularidades en la asignación de contratos
millonarios de Petróleos Mexicanos firmados a Juan
Camilo Mouriño y César Nava.

El 12 de septiembre de 2008, Ana Lilia Pérez Mendoza,
Marcela Yarce Viveros, Nydia Egremy Pinto y Agustín
Miguel Badillo Cruz presentaron una queja ante la Co-
misión Nacional de los Derechos Humanos por viola-
ciones a sus derechos humanos cometidas en su agravio
y de la revista.

Del análisis lógico-jurídico de los hechos y las eviden-
cias que integran el expediente de queja
CNDH/5/2008/4462/Q –concluyó el ombudsman–, esta
Comisión Nacional acreditó que fueron vulnerados los
Derechos Humanos a la legalidad y seguridad jurídica,
a la igualdad y a la libertad de expresión, en agravio de
Ana Lilia Pérez Mendoza, Agustín Miguel Badillo Cruz
e integrantes de la revista Contralínea.29

La CNDH, señala la recomendación, “acreditó que Pe-
tróleos Mexicanos no cuenta con procedimientos y cri-
terios objetivos, claros, transparentes y no discriminato-
rios para la asignación de publicidad oficial. Lo anterior,
toda vez que de la información proporcionada a esta Co-
misión Nacional se documentó que en la suspensión en
la contratación de publicidad oficial a la revista Contra-
línea no se observaron criterios objetivos por parte de
Petróleos Mexicanos, como serían los de cobertura, cir-
culación o periodicidad.”

“De esta manera, se acreditó que la falta de procedi-
mientos y criterios claros, objetivos, transparentes y no
discriminatorios por parte de Petróleos Mexicanos para
la contratación de publicidad oficial deja abierta la po-
sibilidad de incurrir en prácticas discrecionales para la
distribución de recursos públicos con objeto de premiar
o castigar a los medios según su línea editorial, lo que
afecta no sólo al pluralismo informativo y el debate pú-
blico, ambos elementos esenciales de una sociedad de-
mocrática, sino que también se violan los derechos hu-
manos a la igualdad, seguridad jurídica y a la libertad de
expresión”, sentenció el organismo defensor de los de-
rechos humanos.

El caso de Carmen Aristegui

Luego de que Aristegui diera a conocer: 1. el escándalo
de un posible conflicto de intereses por la compra de
una mansión “la Casa Blanca” de Angélica Rivera, es-
posa del Presidente de México, a la empresa Higa, em-
presa favorecida con contratos millonarios por Peña
Nieto durante su gobierno en el Estado de México. 2. La
compra irregular de Luis Videgaray, Secretario de Ha-
cienda, de una mansión a la empresa Higa.  3. La red de
prostitución que manejaba el ex Presidente del PRI en la
Ciudad de México, Cuauhtémoc Gutiérrez de la Torre.
4. El caso Tlatlaya, en el que murieron civiles durante
un operativo del Ejército de México.

Así como, abriera los micrófonos a los padres de fami-
lia de los 43 estudiantes de Ayotzinapa desaparecidos
dando puntual seguimiento a las protestas que se mani-
festaron en todo el país. El 15 de marzo de 2015, Car-
men Aristegui, Daniel Lizárraga e Irvin Huerta son des-
pedidos por MVS.

Sobre el caso artículo 19 manifestó:

El despido por parte de MVS configura un agravio a la
libertad de expresión en el que se involucra el uso del
espectro radioeléctrico, bien público, del cual la empre-
sa de comunicación es un concesionario. La explicación
dada por la empresa es a todas luces insuficiente. Con-
trario a lo que ha señalado MVS, el tema es de interés
público y no del ámbito exclusivamente privado.

Estas medidas trascienden los intereses privados de la
empresa y configuran un mecanismo de censura indi-
recta contra un espacio periodístico que se ha caracteri-
zado por exhibir importantes casos de corrupción y mal
gobierno. Las características de la información difundi-
da por la periodista y su equipo constituyen un discurso
especialmente protegido por tratarse de temas de interés
público. 

(…)

La campaña desplegada por MVS, como respuesta a la inte-
gración de la Unidad de Investigaciones Especiales de Aris-
tegui Noticias en la plataforma MexicoLeaks, fue una forma
desproporcionada y hostil de dar a conocer, a partir del 10 de
marzo, un presunto uso indebido de su marca. Tal como lo su-
brayó Gabriel Sosa Plata, Ombudsman de MVS, realizar es-
te tipo de pronunciamientos públicos, “utilizando palabras
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como ‘abuso de confianza’ o ‘intereses particulares’ podrían
devenir en la pérdida del desempeño periodístico, al dañar su
credibilidad y honra”, argumentando que los descalificativos
no abonan a la libertad de expresión; más bien la limitan.

La respuesta desproporcionada de campaña mediática con-
tra los periodistas, la publicación de lineamientos que limi-
tan la libertad de expresión del medio y el despido de Aris-
tegui y su equipo, así como el desdén para con el
Ombudsman de MVS, genera suspicacia sobre presiones
externas debido a los temas de corrupción gubernamental
que fueron exhibidos de manera puntual y contundente en
dicho espacio noticioso. Un elemento importante es el
puesto que hoy tiene Eduardo Sánchez, director de comu-
nicación social de Los Pinos, y su pasado como abogado de
MVS.

También, resulta sumamente grave el uso de la esfera pri-
vada para actualizar el efecto inhibidor del ejercicio de la
libertad de expresión mediante la judicialización del con-
flicto. Es decir, además del ámbito laboral utilizado para
justificar el despido, la empresa de comunicaciones ha de-
mandado civilmente a Carmen Aristegui. Dichas actuacio-
nes son graves dado que esta vía se ha utilizado en otros ca-
sos para inhibir la labor informativa de los periodistas,
forzándolos a entrar a la dinámica procesal y de desgaste
legal. En suma, la empresa no se conformó con despedir a
los comunicadores en razón de su ejercicio sino que busca
restringir su labor profesional fuera de la misma.

La publicidad oficial

A través de los medios de comunicación masiva, el Estado
difunde mensajes por medio de publicidad pagada o ha-
ciendo uso de lo que se ha denominado “tiempo del Esta-
do” y “tiempo fiscal”.

Publicidad pagada

Los recursos públicos que se ejercen en publicidad han si-
do escasamente transparentes, ya que se erogan por medio
de los distintos poderes y organismos autónomos, a nivel
federal, estatal y municipal, y dentro de la administración
pública, se distribuyen entre las diferentes dependencias,
empresas paraestatales y organismos descentralizados que
la integran, mediante partidas específicas para comunica-
ción social, pero también mediante otros rubros de gasto,
como las partidas secretas, fundamentalmente la del presi-
dente de la República.30

La publicidad que actualmente contrata el Estado cubre to-
da clase de objetivos: desde la proyección personal de per-
sonajes que incluso contratan medios nacionales cuando su
responsabilidad es local, hasta la proyección de logros de
programas cuya publicidad podría ser más cara que los pro-
gramas mismos, pasando por el abierto subsidio a empre-
sas de comunicación determinadas.

Para ilustrar la arbitrariedad con que el Estado distribuye la
publicidad, en 2005, Marco Levario señalaba:31

Ahora en México, los grupos Televisa y TV Azteca con-
centran cerca de 45 por ciento del total del erario destina-
do al rubro que es de poco más de tres mil millones de pe-
sos, mientras que la prensa capta no más de 18 por ciento;
el resto lo reciben, sobre todo, cinco cadenas de radio.

En 2006, decía Javier Darío Restrepo:32 En México la ma-
yor parte de los 79 millones de dólares que el gobierno fe-
deral gastó en publicidad institucional, la mayor parte ?más
de 50 por ciento? fue a dar a dos cadenas de televisión,
mientras los medios públicos apenas si recibieron las mi-
gajas.

Libertad de expresión y a la información, derechos fun-
damentales

Luigi Ferrajoli33 afirma que la libertad de información in-
cluye dos derechos: la libertad de manifestación del pensa-
miento, que abarca el derecho a informar, por un lado, y el
derecho a la información, es decir, a recibir información,
por el otro:

El primer derecho es un derecho individual de libertad que
consiste en la inmunidad ante prohibiciones o censuras o
discriminaciones; el segundo es un derecho social que con-
siste en la expectativa de recibir informaciones veraces, lo
más completas posibles y que no se encuentren deformadas
por condicionamientos que respondan a intereses concre-
tos. Uno es un derecho de los que quieren expresar opinio-
nes y difundir informaciones y es esencial para el carácter
liberal de un sistema político; el otro es un derecho de to-
dos los ciudadanos y constituye otro presupuesto funda-
mental de la democracia.

Esas dos connotaciones de la libertad de expresión ?liber-
tad de información y derecho a la información? son cons-
tantemente amenazadas tanto por el mercado como por el
Estado, pues su ejercicio llega a ser francamente adverso a
sus intereses.

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año I, Segundo Periodo, 31 de marzo de 2016105



Siguiendo a Ferrajoli, durante la discusión de junio de
2007 en el marco de la acción de inconstitucionalidad pro-
movida en contra de la llamada Ley Televisa, el ministro de
la Suprema Corte de Justicia de la Nación Genaro David
Góngora Pimentel criticó la tendencia de anteponer los in-
tereses del mercado sobre la libertad de expresión:34

Luigi Ferrajoli,35 a propósito de una sentencia de la Corte
Constitucional Italiana y de la Ley Gasparri, ambas en re-
lación con la concentración de medios en manos del ex pre-
mier italiano, critica la prevalencia que se dio a la libre
competencia sobre el pluralismo informativo de la siguien-
te manera:

Para enfrentar este acto vergonzoso se apela únicamente a la
ley del mercado (del mercado de la información y del con-
senso político, que a su vez, es gobernado por el mercado de
la publicidad): como si la libertad de información sólo fuera
un corolario de la ley del mercado y del principio de la libre
competencia […] ¿Se trata únicamente de antitrust o también
y en primer lugar [de] un problema autónomo de libertad y de
democracia?

Para mí, la respuesta a la pregunta de Ferrajoli es sencilla:
Como lo dije desde el inicio y lo ordena la Constitución, la
libertad de expresión es la brújula que debe guiar nuestros
pasos.

Es importante la acotación que tanto Ferrajoli como el mi-
nistro Góngora Pimentel realizan distinguiendo la existen-
cia mercantil de los medios de comunicación, cuya finali-
dad obvia es la obtención de ingresos, los cuales provienen
preponderantemente de la publicidad, y la existencia de los
medios como transmisores de ideas, cuyo fin es permitir el
ejercicio del derecho a la información y de la libertad de
expresión:

He venido sosteniendo que las libertades de expresión, in-
formación y prensa consagradas en los artículos 6º y 7º
constitucionales incluyen necesariamente la libre utiliza-
ción de todos los medios de expresión que puedan difundir
ideas, especialmente los medios masivos de comunicación
como son la radio y la televisión, por lo que existe un de-
recho constitucional de acceso equitativo a estos medios.

En seguida, el ministro Góngora se pronuncia por que el
Estado asuma un papel activo en la defensa de la libertad
de expresión, para garantizar su ejercicio:

Tales derechos no se limitan a un deber de abstención del
Estado, sino que necesariamente llevan implícitos un deber
de promoción, que hoy en día es incluso más importante,
pues las fuerzas económicas están en mayor aptitud de vio-
lentarlos que el propio Estado. Así, la garantía del libre
ejercicio del derecho a difundir y recibir información exi-
ge de los poderes públicos la emisión de las normas nece-
sarias para impedir que otras fuerzas sociales obstruyan su
ejercicio.

No podemos ignorar que la televisión es el medio masivo
de comunicación que tiene mayor influencia sobre los ciu-
dadanos, y que ocupa por ello una posición especial en el
proceso de formación de la opinión pública, pues no se li-
mita a transmitir noticias, opiniones, programas musicales,
culturales, lúdicos u otros; elige qué se va a transmitir y có-
mo se va a transmitir, lo que le da la posibilidad de dirigir
la atención del público en una determinada dirección, ac-
tuando no sólo como medio sino como factor en el proce-
so de la comunicación, el cual impacta, incluso de manera
definitiva, en la legitimación o deslegitimación de los po-
deres públicos.

La televisión afecta en términos sustantivos la vida diaria
del individuo, lo que implica que quienes tengan acceso al
uso del espectro radioeléctrico para prestar el servicio de
radiodifusión, tendrán la posibilidad de permear el tejido
social y de encauzar el derrotero del grupo o comunidad
que toman como “objeto”, afectando y determinando sus
patrones y modos de vida.

Esta realidad evidencia la vulnerabilidad de las audiencias
frente a los emisores y pone de manifiesto la necesidad de
darle mayor peso a los derechos de expresión, información
y prensa desde el punto de vista de los receptores; es decir,
desde la perspectiva de la dimensión social de este dere-
cho.

De allí que para el ministro sea fundamental que el Estado
garantice la pluralidad en los medios, específicamente en el
caso de la radio y la televisión, a que él aludía:

Así, tratándose de medios de comunicación que requieren
del uso de un bien público restringido como es el espectro
radioeléctrico, el legislador está obligado a regularlo de
manera tal que garantice la igualdad de oportunidades para
su acceso, y propicie un pluralismo que asegure a la socie-
dad la permanente apertura de un proceso de comunicación
que vivifique la democracia y la cultura.
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Bajo esta perspectiva, ¿cómo conciliar la igualdad de opor-
tunidades en el acceso al uso del espectro, con el refrendo
automático e ilimitado?

¿Cómo lograr el pluralismo en los medios de información
cuando el refrendo perpetuo impide que nuevas voces se
integren a la polifonía de la libertad? ¿Cómo hablar de
competencia entre los concesionarios perpetuos de los es-
pacios de radio y televisión, y todas las demás personas?

[…]

El equilibrio y el pluralismo demandan que haya “de to-
do un poco”: no se trata de borrar del mapa a ningún
sector de la radiodifusión, porque eso sería pasar de un
extremo a otro. Lo que debe establecerse es un marco
que permita racionalizar y hacer más equitativa la ad-
ministración del espectro, de manera que en él tengan
cabida la mayor cantidad de voces de las tantas que con-
forman a nuestra Nación pluricultural, y que por su me-
dio se pueda satisfacer de la mejor manera posible la
mayor cantidad de necesidades sociales.

Otro elemento con el que se debe cuidar la pluralidad de
la manifestación de ideas en el ámbito del mercado de
los medios de comunicación, es en la subsistencia mis-
ma de los medios, impidiendo su monopolización.

En el marco de la exposición del ministro Góngora, las
concesiones de radio y televisión no podrían quedar some-
tidas a una subasta en la que las empresas más poderosas
podrían concentrar el espectro. Al respecto, dice:

Si aplicamos los principios del artículo 134, se asegura-
rán mayores ganancias al Estado, pero se propiciará un
régimen de radio y televisión que privilegie al mejor
postor, generando un déficit de libertad intolerable que
llevará a la quiebra del sistema democrático.

Por otro lado, dijimos que la libertad de expresión y de
prensa y el derecho a la información no sólo se ven ame-
nazados por el mercado, cuyo interés es obtener un lu-
cro, sino también por el Estado, cuyo interés es perma-
necer de manera estable, para lo cual, en un régimen que
se pretenda democrático, requiere legitimación y, por lo
tanto, legitimidad.

En los regímenes de corte autoritario, cuando un medio
de comunicación se expresaba crítico al gobierno, bas-
taba con ordenar su cierre, incluso con la fuerza públi-

ca, para acallarlo. Dado su costo político, que es justa-
mente contraproducente a la intención de que el medio
no interfiera para obtener la legitimación que la crítica
le dificulta, ese método se sustituyó por el chantaje o
boicot a los ingresos por publicidad. Así, ante una quie-
bra, parecería que la empresa no tiene solvencia, es de-
cir, que se produjo por un problema mercantil y no por
su posición crítica, es decir, la censura política.

La Comisión Interamericana de Derechos Humanos, en
contra de la censura indirecta

La Comisión Interamericana de Derechos Humanos
emitió en octubre de 2000 la Declaración de Principios
sobre Libertad de Expresión.36 En ésta afirma:

Principio 13

La utilización del poder del Estado y los recursos de la
hacienda pública; la concesión de prebendas arancela-
rias; la asignación arbitraria y discriminatoria de publi-
cidad oficial y créditos oficiales; el otorgamiento de fre-
cuencias de radio y televisión, entre otros, con el
objetivo de presionar y castigar o premiar y privilegiar
a los comunicadores sociales y a los medios de comuni-
cación en función de sus líneas informativas, atenta con-
tra la libertad de expresión y deben estar expresamente
prohibidos por la ley. Los medios de comunicación so-
cial tienen derecho a realizar su labor en forma inde-
pendiente. Presiones directas o indirectas dirigidas a si-
lenciar la labor informativa de los comunicadores
sociales son incompatibles con la libertad de expresión.

La regulación de publicidad oficial en curso

Después de que los organismos internacionales han abor-
dado de manera especial el tema de la publicidad oficial, en
diversos países se ha comenzado a legislar al respecto. In-
cluso un poco antes, se habían empezado a generar juicios
y sentencias favorables a la no discriminación de medios
de comunicación de la distribución de publicidad oficial,
tal es el caso de España, Argentina y Puerto Rico.

En México, también se han ido sumando las voces de estu-
diosos, periodistas, organismos civiles y medios de comu-
nicación sobre la importancia de que se legisle al respecto. 

Miguel Ángel Granados Chapa, Carmen Lira, Rafael Ro-
dríguez Castañeda, José Gutiérrez Vivó, Ernesto Villanue-
va, Marco Levario, Javier Darío Restrepo, Juan Angulo,
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Asaín Mandujano y Blanch Petrich entre otros periodistas
o analistas, han abordado la necesidad de legislar sobre la
publicidad oficial como ya se hace en otros países.

El contenido de la legislación necesaria

Se parte del hecho de que la contratación de publicidad por
el Estado no posee un carácter comercial, ni puede poseer-
lo, ya que su magnitud quebranta cualquier equilibrio en la
competencia mercantil entre las empresas mediáticas.

Por esa razón, en vez de generar el subsidio de empresas
determinadas o el castigo de las que mantienen puntos de
vista críticos al gobierno, dependencia o entidad que ejer-
ce presupuesto en medios, como viene sucediendo, se bus-
ca distribuir dicho subsidio equitativamente, sin perder los
objetivos de difusión del Estado.

Se asume que el Estado, además de cumplir con sus obje-
tivos propagandísticos, puede interferir positivamente en la
libertad de expresión por medio de la publicidad oficial.

Asimismo, al determinar normas de contratación con base
en criterios objetivos, se busca separar la asignación de pu-
blicidad de la línea editorial de los medios, garantizando
con ello el derecho a la información de los ciudadanos, con
contenidos plurales, críticos y abiertos.

Se pretende que el Estado otorgue un trato equitativo a los
medios de comunicación, eliminando tratos preferenciales
o discrecionales, posibilitando que cualquier medio acceda
a la publicidad, de acuerdo con la cobertura.

En síntesis, los intereses superiores que se han de salva-
guardar son la libertad de manifestación y el derecho a la
información, y al mismo tiempo cubrir un objetivo de efi-
ciencia en la adquisición de publicidad.

Específicamente, se propone:

1. Regular la publicidad del Estado, considerado éste en
su más amplia acepción: los tres poderes y los órganos
autónomos, en los niveles federal, estatal y municipal;

2. Determinar los contenidos de la publicidad oficial,
considerando que debe cumplir una función de interés
público;

3. Indicar los criterios para la distribución de publici-
dad, estableciendo porcentajes por tipo de medio de co-

municación: electrónico (televisión, radio e internet),
impreso (diarios, revistas y folletos) y otros como los de
impacto comunitario (folletos, volantes, carteles y es-
pectaculares), considerando su cobertura y característi-
cas de la audiencia;

4. Determinar tarifas únicas para la adquisición de pu-
blicidad aplicables a todos los medios y modalidades de
contratación, con el fin de que las variaciones de pago
se deban exclusivamente a un tiraje o auditorio mayor;

5. Establecer un cuerpo ciudadano honorario que vigila-
rá el cumplimiento de las normas de distribución de la
publicidad y propondrá la aplicación de estímulos a me-
dios de contenido cultural y comunitario;

6. Determinar las sanciones aplicables a los servidores
públicos responsables en caso de violación a las normas
de distribución, asignación, contratación y pago de la
publicidad oficial, que irán desde la suspensión del ser-
vidor público, hasta el pago de la publicidad no asigna-
da indebidamente y la inhabilitación hasta por diez años
en caso de reincidencia;

7. Crear un juicio de responsabilidad ante el Tribunal
Fiscal y de Justicia Administrativa procedente en caso
de violación a las normas de distribución, asignación,
contratación o pago de la publicidad oficial;

Los criterios de distribución de publicidad oficial propues-
tos se encuentran sintetizados en el siguiente cuadro:
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Marco legal

• Ley Federal de Protección de Datos Personales en Po-
sesión de los Particulares

• Ley Federal de Radio y Televisión

• Ley Federal de Telecomunicaciones

• Ley General de Transparencia y Acceso a la Informa-
ción Pública 

• Ley sobre Delitos de Imprenta

• Código Civil Federal y códigos civiles de los estados

• Ley General de Instituciones y Procedimientos Electo-
rales y códigos electorales de los estados

• Código Penal Federal y códigos penales de los estados

• Ley del Sistema Nacional de Información Estadística
y Geográfica

Por lo antes expuesto y con fundamento en las disposicio-
nes invocadas, en el proemio, someto a consideración de
esta soberanía la siguiente iniciativa con proyecto de

Decreto por el que se crea la Ley que Regula la Publici-
dad del Estado

Único. Se expide la Ley que Regula la Publicidad del Es-
tado, para quedar como sigue:

Ley que Regula la Publicidad del Estado

Capítulo I
De las disposiciones generales

Artículo 1. La presente Ley tiene por objeto proteger las li-
bertades de expresión y de información y el derecho a ser in-
formados con pluralidad establecidos en el artículo 6o. cons-
titucional, regulando la publicidad que el Estado contrata en
los medios de comunicación masiva.

Asimismo, busca garantizar que la publicidad del Estado
corresponda al interés público y coadyuve en la construc-
ción de los valores democráticos constitucionales del pue-
blo mexicano.

Artículo 2. Son objetivos específicos de la presente Ley:

I. Determinar el contenido de la publicidad que el Esta-
do puede contratar, con el fin de que comunique al Es-
tado con la población y cumpla una función de interés
social;

II. Establecer los mecanismos de distribución de publi-
cidad del Estado sobre criterios de equidad, objetividad
y transparencia, para impedir su uso como censura o
premio a medios de comunicación, y determinar en qué
casos se podrá asignar publicidad como estímulo;

III. Realizar la contratación eficiente, transparente y
unitaria de la publicidad del Estado, estableciendo pro-
cedimientos sencillos de distribución, asignación, con-
tratación e información sobre la publicidad contratada,
y

IV. Establecer como principal medio de control del
cumplimiento de la ley el juicio de responsabilidad a los
servidores públicos.

Artículo 3. El conjunto de dependencias, órganos y enti-
dades que integran los poderes públicos en sus órdenes fe-
deral, estatal o del Distrito Federal y municipal o delega-
cional, así como sus organismos federales o locales
autónomos se encuentran obligados a cumplir con las nor-
mas establecidas en el presente ordenamiento sobre conte-
nido, distribución, contratación, transparencia y control de
la publicidad que contraten en cualquier medio de comuni-
cación, electrónico o impreso.

Artículo 4. Las normas establecidas en el presente ordena-
miento se aplicarán respecto de cualquier publicidad con-
tratada con recursos públicos, tanto por las instituciones
del Estado mencionadas en el artículo anterior como por
cualquier otra, así sea privada, que destine recursos públi-
cos al pago de publicidad en medios de comunicación ma-
siva. También serán aplicables, en cuanto al contenido de
la publicidad, respecto de cualquier otro medio utilizado
para la difusión de mensajes o imágenes oficiales.

Artículo 5. Se sujetará a lo dispuesto por el presente orde-
namiento, en cuanto a su contenido y control, la publicidad
difundida en tiempos que por ley otorgan al Estado las em-
presas de comunicación que operan mediante concesión fe-
deral, así como la transmitida en espacio oficial.

Año I, Segundo Periodo, 31 de marzo de 2016 Diario de los Debates de la Cámara de Diputados110



Artículo 6. La presente Ley tendrá carácter supletorio del
Código Federal de Instituciones y Procedimientos Electo-
rales en materia de propaganda y publicidad electoral.

Artículo 7. Ningún organismo o entidad de carácter priva-
do que contrate publicidad con recursos públicos podrá ad-
quirirla a un costo mayor que las tarifas que logren los su-
jetos públicos obligados.

Artículo 8. Quedan excluidos de la aplicación de esta Ley
todas las resoluciones y actos administrativos o judiciales
y demás información sobre las actuaciones públicas que
deban difundirse por mandato legal.

Artículo 9. Para efectos de esta ley se entiende por:

Instituciones del Estado. Las señaladas en el artículo 3
de la presente Ley;

Padrón. Padrón Nacional de Medios de Comunicación,
que se integra por los datos que cada medio de comuni-
cación, nacional, estatal o municipal o delegacional,
electrónico o impreso, entrega a la Secretaría de Gober-
nación para recibir publicidad oficial;

Publicidad oficial o del Estado. Toda forma de comu-
nicación que realizan los sujetos obligados por medio de
un pago, en tiempos fiscales y en tiempos del Estado;

Recursos públicos. Aquellos incluidos en el rubro de
Comunicación Social del Presupuesto de Egresos de la
Federación.

Secretaría. La Secretaría de Gobernación del Poder
Ejecutivo Federal;

Sujetos obligados. Los señalados en los artículos 3 y 4
del presente ordenamiento;

Tiempos de Estado: Los referidos en el artículo 59 de
la Ley Federal de Telecomunicaciones y Radiodifusión
en el artículo 15 de su Reglamento; y

Tiempos fiscales: Los referidos en el decreto por el que
se autoriza a la Secretaría de Hacienda y Crédito Públi-
co a recibir de los concesionarios de estaciones de radio
y televisión el pago del impuesto que se indica, publica-
do en el Diario Oficial de la Federación del 10 de oc-
tubre de 2002.

Capítulo II
Del contenido de la publicidad

Artículo 10. El contenido de la publicidad del Estado de-
berá ser claro, objetivo, necesario, útil y relevante para la
sociedad mexicana, o fragmento de ésta a la que se dirige.

Artículo 11. Específicamente, los sujetos obligados sólo
podrán contratar publicidad cuyos objetivos sean:

I. Transmitir información que afecte directamente a la
ciudadanía, relacionada con:

a) El ejercicio de sus derechos individuales o socia-
les;

b) El cumplimiento de sus obligaciones;

c) El acceso a servicios públicos;

d) La prevención o medidas extraordinarias ante fe-
nómenos naturales o sociales que pongan en riesgo
la integridad, la salud o la seguridad de las personas;

e) La historia y el patrimonio cultural y social de los
mexicanos, y

f) Los valores y principios constitucionales;

II. Informar los aspectos relevantes de las funciones de
las instituciones del Estado y los servicios que propor-
cionan a la población;

III. Difundir el contenido de disposiciones jurídicas re-
cién aprobadas o cuyo impacto social exija un amplio
conocimiento de la sociedad, y

IV. Apoyar a los mexicanos en el exterior, tanto en la
protección y defensa de sus derechos humanos, como en
las actividades económicas que desarrollen.

Artículo 12. La publicidad oficial debe transmitirse en ver-
siones y formatos accesibles para personas con capacida-
des diferentes.

Artículo 13. Las instituciones del Estado respetarán, en la
publicidad oficial, la pluralidad de la nación mexicana, en
cuanto a su composición étnica, diversidad cultural, reli-
giosa y lingüística, así como su riqueza geográfica.
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Igualmente, contribuirán a fomentar la igualdad entre hom-
bres y mujeres y, en general, una convivencia armónica en-
tre los mexicanos.

Artículo 14. En comunidades indígenas, la publicidad ofi-
cial se difundirá en la lengua o las lenguas correspondien-
tes.

Artículo 15. En la publicidad oficial queda prohibido cual-
quier contenido:

I. Dirigido a polemizar con o a desprestigiar a cualquie-
ra de los demás sujetos obligados;

II. Que incluya imagen, voz o nombre de cualquier per-
sona física;

III. Que no contenga el logotipo y nombre de la institu-
ción del Estado que paga el mensaje publicitario, es de-
cir, cualquier texto en forma de “gacetilla”, reportaje,
nota periodística u otros que no indique claramente que
se trata de publicidad oficial;

IV. Que haga proselitismo directo o indirecto en favor
de algún partido político, candidato a puesto de elección
popular o servidor público, y

V. Distinto de los señalados en la fracción anterior o que
viole de cualquier forma las normas establecidas en la
presente ley.

Artículo 16. La publicidad en tiempos del Estado o en
tiempos fiscales se deberá adecuar a las normas señaladas
en el presente capítulo, en cuanto a su contenido.

Capítulo III
De la distribución, asignación 

y contratación de la publicidad

Artículo 17. Las instituciones del Estado deberán cumplir
con la distribución, asignación y contratación de la publi-
cidad del Estado únicamente conforme a las reglas señala-
das en el presente capítulo.

Artículo 18. Podrán participar en la asignación de publici-
dad oficial los medios de comunicación que se encuentren
inscritos y mantengan al día sus datos en el Padrón Nacio-
nal de Medios de Comunicación.

Artículo 19. El Padrón Nacional de Medios de Comunica-
ción se integrará con, cuando menos, los siguientes datos
de los medios de comunicación:

I. Razón social;

II. Denominación comercial;

III. Director o directora;

IV. Características del medio impreso (tamaño, material,
número de páginas promedio) o del programa televisivo
o radiofónico (horario, tema, duración);

V. Cobertura (municipios, estados o nacional);

VI. Circulación o audiencia;

VII. Periodicidad, y

VIII. Tarifa comercial de publicidad promedio que sos-
tuvieron el año inmediato anterior;

Dichos datos serán proporcionados por los propios medios
de comunicación y deberán ser actualizados en el mes de
enero de cada año o cuando se modifiquen.

Artículo 20. La Secretaría de Gobernación será la respon-
sable de recibir, sin mayor trámite, la información, organi-
zarla y actualizarla conforme le sean notificados cambios
en cualquiera de los datos proporcionados.

Artículo 21. La segunda semana de enero, la Secretaría pu-
blicará en el Diario Oficial de la Federación el Padrón Na-
cional de Medios de Comunicación correspondiente al
ejercicio fiscal en curso, en el que señalará las tarifas de
publicidad que pagarán las instituciones del Estado de
acuerdo con el artículo 31 de este ordenamiento.

Artículo 22. Los sujetos obligados con competencia na-
cional distribuirán el presupuesto asignado a publicidad de
la siguiente forma:

I. 45% entre programas de medios de comunicación
electrónicos con cobertura nacional, del cual 20% co-
rresponderá a radio, 20% a televisión y 5% a internet;

II. 45% a medios de comunicación impresa de cobertu-
ra nacional, del cual 22.5% corresponderá a diarios y
22.5% a revistas, y
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III. 10% a otros medios de comunicación, de los cuales
1% corresponderá a anuncios espectaculares, 3% a fo-
lletos, 3% a volantes y 3% a carteles.

Artículo 23. Los sujetos obligados con competencia esta-
tal distribuirán el presupuesto asignado a publicidad de la
siguiente forma:

I. 20% a programas de medios de comunicación elec-
trónicos de cobertura estatal, del cual 9% corresponderá
a radio, 9% a televisión y 2% a Internet.

Tratándose de los gobiernos estatales o del Distrito Fe-
deral, deberán destinar 2.5% a programas de cobertura
nacional con el único fin de promover el turismo en la
entidad federativa, del cual 1% se destinará a radio, 1%
a televisión y 0.5% a internet. El 17.5% que se invertirá
en programas de medios de cobertura estatal se distri-
buirá en un 8% en radio, 8% en televisión y 1.5% en in-
ternet;

II. 70% a medios de comunicación impresa de cobertu-
ra estatal, del cual 35% corresponderá a diarios y 35% a
revistas.

Tratándose de los gobiernos estatales o del Distrito Fe-
deral, deberán destinar 3% a medios impresos de cober-
tura nacional con el único fin de promover el turismo en
la entidad federativa, del cual 1.5% se destinará a dia-
rios y 1.5% a revistas. El 37% que se invertirá en me-
dios de cobertura estatal se distribuirá en 33.5% en dia-
rios y 33.5% en revistas, y

III. 10% a otros medios de comunicación, de los cuales
1% corresponderá a anuncios espectaculares, 3% a fo-
lletos, 3% a volantes y 3% a carteles.

Artículo 24. Los sujetos obligados con competencia muni-
cipal distribuirán el presupuesto asignado a publicidad de
la siguiente forma:

I. 20% en programas de medios de comunicación elec-
trónicos con cobertura municipal, si los hubiera, o esta-
tal, en caso de considerarse indispensable, del cual 9%
corresponderá a radio, 9% a televisión y 2% a internet;

II. 20% a medios de comunicación impresa de cobertu-
ra municipal, si los hubiera, o estatales si se considera
indispensable, del cual 10% corresponderá a diarios y
10% a revistas, y

III. 80% a otros medios de comunicación, de los cuales
5% corresponderá a anuncios espectaculares, 30% a fo-
lletos, 30% a volantes y 5% a carteles.

Artículo 25. Una vez realizada la distribución anterior, el
presupuesto asignado a publicidad se deberá dividir de la
siguiente forma:

I. El presupuesto asignado a medios electrónicos:

a) 70% corresponderá a programas en medios de co-
municación electrónica cuya audiencia rebase la me-
dia registrada para su tipo (radio, televisión o inter-
net) en el Padrón Nacional de Medios de
Comunicación, y

b) 30% a programas en medios de comunicación
electrónica cuya audiencia sea inferior a la media re-
gistrada para su tipo (radio, televisión o Internet) en
el Padrón Nacional de Medios de Comunicación;

II. El presupuesto asignado a medios impresos:

a) 70% corresponderá a diarios o revistas cuya cir-
culación rebase la media registrada para su tipo en el
Padrón Nacional de Medios de Comunicación, y

b) 30%, a diarios o revistas cuya circulación sea in-
ferior a la media registrada para su tipo en el Padrón
Nacional de Medios de Comunicación.

Artículo 26. El presupuesto que resulte de estas dos divi-
siones será distribuido en orden descendiente en idéntico
porcentaje del número de ejemplares vendidos que hayan
registrado, de la suma del total de los medios correspon-
dientes.

Artículo 27. Los programas o revistas dedicadas a la difu-
sión tecnológica, científica y cultural, así clasificadas por
el Consejo Observador de la Equidad y la Transparencia en
la Publicidad Oficial, recibirán dos puntos porcentuales
más que la parte que le corresponda resultante de las nor-
mas anteriores, mismos que serán restados al resto de los
medios antes de asignar de manera específica la publici-
dad.

Artículo 28. La última semana de enero, las instituciones
del Estado publicarán en el Diario Oficial de la Federación
la asignación de publicidad que cada medio de comunica-
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ción recibirá durante el año, de acuerdo con la distribución
señalada en el presente capítulo.

Artículo 29. Durante el mes de febrero se firmarán los
contratos correspondientes de acuerdo con la planeación
que realizó la institución para la presentación del presu-
puesto correspondiente.

Artículo 30. Las tarifas que las instituciones del Estado
pagarán se definirán de la siguiente forma:

I. La primera semana de enero la Secretaría recibirá las
modificaciones de tarifa comercial que los medios re-
gistraron en el ejercicio inmediato anterior;

II. Una vez transcurrido dicho término, se asumirán co-
mo vigentes las tarifas que se tengan registradas, hayan
sido o no actualizadas;

III. La Secretaría extraerá de dichas tarifas el promedio
de costo por anuncio de características iguales por ejem-
plar o programa, y

IV. Junto con la publicación del Padrón a que se refiere el
artículo 22 anterior, la Secretaría publicará la tarifa que re-
sulte como única a pagar por tipo de medio.

Capítulo IV
De la transparencia de la publicidad

Artículo 31. La Secretaría de Gobernación deberá mante-
ner el Padrón de Medios de Comunicación en un portal pa-
ra el conocimiento del público en general.

Artículo 32. Cada uno de los sujetos obligados incorpora-
rá un informe trimestral sobre el gasto en publicidad oficial
en su portal de transparencia, que por lo menos contenga:

I. Presupuesto asignado a publicidad;

II. Distribución del gasto publicada en el Diario Oficial
de la Federación;

III. Contratación concertada hasta el momento, y

IV. Pago realizado y número de anuncios publicados o
transmitidos en los medios de comunicación.

Capítulo V
Del Consejo Observador de la Equidad y 
la Transparencia de la Publicidad Oficial

Artículo 33. El Congreso de la Unión convocará a perio-
distas, académicos, editores y representantes de universi-
dades y organismos civiles dedicados al estudio de los me-
dios de comunicación, con el fin de crear el Consejo
Observador de la Equidad y la Transparencia de la Publici-
dad Oficial, y proveerá las facilidades necesarias para su
funcionamiento.

Artículo 34. Dicho Consejo tendrá las siguientes funcio-
nes:

I. Definir qué programas o revistas dedicadas a la difu-
sión tecnológica, científica y cultural recibirán el estí-
mulo señalado en el artículo 28 de esta ley;

II. Emitir un informe sobre el cumplimiento de la pre-
sente ley;

III. Proponer la aplicación de sanciones en caso de in-
cumplimiento de la Ley, y

IV. Proponer mecanismos complementarios a los seña-
lados por este ordenamiento para erradicar cualquier ti-
po de condicionamiento a la libertad de expresión por
medio de la publicidad oficial.

Capítulo VI
De las sanciones

Artículo 35. El servidor público responsable de la demora
en la publicación del Padrón será acreedor a 50 días multa
por cada día que se demore de conformidad con el artículo
22 de esta ley.

Artículo 36. El servidor público responsable de la demora
en la publicación de la asignación será acreedor a 50 días
multa por día que se demore, de conformidad con el artí-
culo 29 de esta ley.

Artículo 37. A los medios de comunicación que mientan
respecto de alguno de los datos proporcionados al Padrón
les será retirada la publicidad de manera inmediata a partir
del momento en que se tuvo conocimiento de la falsedad y
hasta el cierre del ejercicio. En caso de reincidencia, no
tendrá derecho a participar en la asignación de publicidad
en el ejercicio en curso y en el inmediato siguiente.
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Artículo 38. El servidor público responsable de la demora
en el pago a alguno de los medios de comunicación será
acreedor a la destitución e inhabilitación durante un año.

Artículo 39. El servidor público responsable de la asigna-
ción o del pago de publicidad prohibida en la presente ley
será acreedor a la destitución e inhabilitación durante tres
años.

Capítulo VII
Garantías

Artículo 40. Contra la asignación de la publicidad los in-
teresados cuentan con 15 días para solicitar la modificación
o anulación, de acuerdo con la ley del procedimiento ad-
ministrativo correspondiente.

Artículo 41. Cualquier persona podrá solicitar la cancela-
ción inmediata o la rectificación de la publicidad oficial
cuando se incurra en alguna de las prohibiciones conteni-
das en la presente ley.

Artículo 42. Las sanciones señaladas en el capítulo anterior
serán determinadas en juicio de responsabilidad seguido ante
el Tribunal Fiscal y de Justicia Administrativa o de lo Conten-
cioso Administrativo correspondiente.

El inicio de dicho juicio no interrumpe el derecho de pre-
sentar cualquier otro tipo de quejas ni juicios.

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la Fe-
deración.

Segundo. El Congreso de la Unión tendrá 60 días a partir
de la publicación de la presente ley para convocar a la in-
tegración del Consejo Observador de la Equidad y Trans-
parencia de la Publicidad Oficial.

Notas:

1 Organización de Estados Americanos. Declaración Americana de los
Derechos y Deberes del Hombre http://www.oas.org/es/cidh/manda-

to/Basicos/declaracion.asp.

2 Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH), “Declara-
ción de Principios sobre Libertad de Expresión” Recuperado de:
http://www.cidh.oas.org/Basicos/Basicos13.htm.

3 CIDH, “Antecedentes e interpretación de la Declaración de Princi-
pios”. Recuperado de: http://www.cidh.oas.org/relatoria/showarticle.
asp?artID=132&lID=2.

4 CIDH, “Informe Anual de la Relatoría para la Libertad de Expresión
2003”. Recuperado de: http://www.oas.org/es/cidh/expresion/showDo-
cument.asp?DocumentID=47.

5 OEA/Ser.L/V/II. CIDH/RELE/INF. 6/12, 7 de marzo de 2011. Recu-
perado de: http://www.oas.org/es/cidh/expresion/docListCat.asp?ca-
tID=22&lID=2.

6 Fundar, Centro de Análisis e Investigación, A.C. y ARTICLE 19,
Abuso del gasto en publicidad oficial, México, 2011. Recuperado de:
http://www.censuraindirecta.org/web_files/download/publicaciones/ar
chivo/Abuso-del-gasto-en-publicidad-oficial-Hoja-de-Datos-pdf-
1640.pdf.

7 Fundar, Centro de Análisis e Investigación, A.C. y ARTICLE 19, Ofi-
cina para México y Centroamérica, Abuso del gasto en publicidad ofi-
cial, abril de 2013, México. Recuperado de: http://publicidadoficial.
com.mx/v2/pdf/P.O.FINAL.pdf.

8 19 y Fundar, Centro de Investigación y Análisis AC, Publicidad Ofi-
cial: Recursos públicos ejercidos por el Poder Ejecutivo Federal en
2013, primer año del presidente Enrique Peña Nieto, mayo de 2014.
Recuperado de: http://es.scribd.com/doc/224190666/Publicidad-Ofi-
cial-Recursos-Publicos-Ejercidos-Por-El-Poder-Ejecutivo-Federal-en-
2013-Primer-Ano-Del-Presidente-Enrique-Pena-Nieto.

9 Diputada Valentina Valia Batres Guadarrama, Iniciativa con Proyec-
to de Decreto por el que se Expide la Ley que Regula la Publicidad del
Estado, Presentada por el senador Carlos Sotelo García en la Comisión
Permanente, Gaceta del Senado, 23 de octubre de 2007.

10 Diputado Jaime Cárdenas Gracia, Iniciativa con Proyecto de De-
creto que Reforma el artículo 73 de la Constitución Política de los Es-
tados Unidos Mexicanos y expide la Ley Reglamentaria de los Artícu-
los 6o. y 134 Constitucionales, que regula la publicidad del Estado,
Gaceta Parlamentaria, 11 de julio de 2012.

11 Reporters sans Frontières [en línea]: http://www.rsf.org/article.
php3?id_article=19398 [citado 10-08-07].

12 “Informe: Situación de la Libertad de Expresión en México que pre-
sentan Organizaciones a la Comisión Interamericana de Derechos Hu-
manos (CIDH) en su 128º Periodo Ordinario de Sesiones”, julio de
2007, pp. 3 y 14.

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año I, Segundo Periodo, 31 de marzo de 2016115



13 Jacinto Rodríguez Munguía, La otra guerra secreta: Los archivos
prohibidos de la prensa y el poder, México, Debate, 2007.

14 Humberto Musacchio, “El Excélsior de Scherer”, en Revista Mexi-
cana de Comunicación, núm. 100, México agosto-septiembre de 2006
[en línea]: <http://www.mexicanadecomunicacion.com.mx/Tables/
fmb/foromex/scherer.htm> [consultado el 6 de agosto de 2007].

15 7 José Carreño Carlón, “Cien años de subordinación: Un modelo
histórico de la relación entre prensa y poder en México en el siglo
XX”, en Revista Mexicana de Comunicación, México, marzo-abril de
2000 [en línea]: http://www.mexicanadecomunicacion.com.mx/Ta-
bles/fmb/foromex/modelo.htm [consultado el 6 de agosto de 2007].

16 Rafael Ocampo, “El Proceso de Julio Scherer”, Revista Mexicana
de Comunicación, núm. 46, noviembre de 1996-enero de 1997 Méxi-
co [en línea]: http://www.fnpi.org/premio/2001/ganadores/homenaje/
ocampo.doc [consultado el 10 de agosto de 2007].

17 9 Rafael Loret de Mola, “Biografía” [en línea]: http://www.rafae-
lloretdemola.com/dnn322/Inicio/tabid/36/ctl/Edit/mid/347/Biograf%C
3%ADa/tabid/54/Default.aspx [consultado el 1° de agosto de 2007].

18 Milenio Diario, México, 28 de diciembre de 2002, citado en “La to-
ma del Chiquihuite”, Boletín 21, núm. 42, enero de 2003, Alternativa
México [en línea]: http://www.alternativa21.org.mx/boletines/conteni-
dos.asp?bol=42 [consultado el 10 de agosto de 2007].

19 Raúl Trejo, “Ni angélicos, ni impunes. Marcial Maciel y Los Le-
gionarios de Cristo”, en La Crónica, México, 19 de abril de 2002 [en
línea]: http://sociedad.wordpress.com/2005/12/12/ni-angelicos-ni-im-
punes-marcial-maciel-y-los-legionarios-de-cristo/ [consultado el 10 de
agosto de 2007].

20 Informe México, 58 Asamblea General, Sociedad Interamericana de
Prensa, Op. Cit.

21 “Informe Anual de la Relatoría para la Libertad de Expresión
2003”, Op. Cit.

22 Fabiola Martínez y Víctor Ruiz, “Croquistas estallan huelga en el
periódico Noticias de Oaxaca. Unos 600 tomaron la sede en la madru-
gada para asegurar el paro; retienen a 31 trabajadores. Empleados di-
cen que ya no pertenecen a ese gremio; acusan a Ulises Ruiz de buscar
desaparecer el diario”, en La Jornada, México, 18 de junio de 2005 [en
línea]: http://www.jornada.unam.mx/2005/06/18/031n1est.php [con-
sultado el 8 de agosto de 2007].

23 “¿Rehenes de los dineros oficiales? Discriminación en asignación
publicitaria, forma de inhibir libertad de expresión”, en revista Zócalo,

núm. 66, agosto de 2005, México [en línea]: http://www.revistazoca-
lo.com.mx/texto.shtml?cmd%5B14%5D=x-14-96125f8e607835
f107a1825c8b6b2bdd&cmd%5B23%5D=c-2-66 [consultado el 13 de
agosto de 2007].

24 Mayolo López, “Ven nuevo ataque contra Proceso. Denuncia direc-
tor del semanario boicot publicitario del Gobierno”, Comité Coordina-
dor Empresarial en el Estado de Veracruz, 5 de marzo de 2006 [en lí-
nea]: http://www.cceveracruz.com/index?op=imprimir&id=219 [con-
sultado el 10 agosto de 2007].

25 Hugo Becerra, “Insensato, acusar al gobierno de un boicot publici-
tario, dice Ríos Medrano. Ser autofinanciables garantiza su indepen-
dencia y autonomía, considera”, en La Jornada de San Luis Potosí, 6
de mayo de 2006 [en línea]: <http://www.lajornadasanluis.com.mx/
2006/05/06/pol2.php> [citado 10-08-07].

26 “Informe: Situación de la Libertad de Expresión en México que pre-
sentan Organizaciones a la Comisión Interamericana de Derechos Hu-
manos (CIDH) en su 128º Periodo Ordinario de Sesiones”, Op. Cit. Se-
ñala el informe que “Dicho testimonio puede consultarse en el
‘Recuento de Daños: Un acercamiento al estado de la libertad de ex-
presión y de información en México, 2006’ elaborado por la Fundación
Manuel Buendía, Centro Nacional de Comunicación Social Cencos,
Artículo 19-Sección México y el Sindicato Nacional de Redactores de
la prensa, 2007”, p. 15.

27 Rosa Elvira Vargas y Carolina Gómez, “Muere Monitor a causa de
boicot desde el gobierno: Gutiérrez Vivó. Fox impuso bloqueo publi-
citario contra el noticiario, que continuó con Calderón, afirma. La sa-
lida del aire del programa radiofónico se precipita por emplazamiento
a huelga del STIRT”, en La Jornada, México, 30 de junio de 2007 [en
línea]: <http://www.jornada.unam.mx/2007/06/30/index.php?sec-
tion=politica&article=003n1pol> [consultado el 20 de julio de 2007].

28 Enrique Méndez y Roberto Garduño, “Gutiérrez Vivó pide cambiar
esquema de publicidad oficial. Es una arma para controlar la opinión
pública, dice”, en La Jornada, México, 15 de marzo de 2007 [en línea]:
http://www.jornada.unam.mx/2007/03/15/index.php?section=politi-
ca&article=010n2pol [consultado el 25 de julio de 2007].

29 Recomendación No. 57/2009 sobre el caso de los señores Agustín
Miguel Badillo Cruz, Ana Lilia Pérez Mendoza e integrantes de la Re-
vista Contralínea [en línea]: <http://www.cndh.org.mx/recomen/
2009/057.pdf>

30 “En una investigación publicada en 1997, Sergio Aguayo muestra
cómo los presidentes durante los 15 años entre 1983 y 1997 gastaron
‘secretamente’ casi mil 342 millones de dólares. Se destaca que ‘Mi-
guel de la Madrid ejerció diariamente en promedio 160 mil dólares;

Año I, Segundo Periodo, 31 de marzo de 2016 Diario de los Debates de la Cámara de Diputados116



Carlos Salinas de Gortari, 390 mil, y Ernesto Zedillo lo redujo a 145
mil por día, durante 1995 y 1996’. En total, Miguel de la Madrid ejer-
ció 352’ 739,170 dólares (58’ 789, 862 dólares por año en promedio)
entre 1983 y 1988; mientras que Carlos Salinas de Gortari superó la ci-
fra por más de dos veces al ejercer 857’751,170 dólares (un promedio
de 142’ 958, 530 dólares por año) entre 1989 y 1994; Ernesto Zedillo,
por su parte, ejerció un total de 106’ 076, 150 dólares (53’ 038, 075
anuales en promedio) entre 1995 y 1997. Por supuesto, el destino de
este dinero no fue llamado a rendir cuentas”. David Dávila Estefan,
Juan Antonio Cepeda y Jorge Romero León, ¿Cómo fortalecer la par-
ticipación de la Cámara de Diputados en el Gasto Público? Agenda de
reformas presupuestarias que modifican el papel del Legislativo en las
finanzas públicas, México, Fundar, Centro de Análisis e Investigación,
2005 [en línea]: http://www.fundar.org.mx/index.html/files/gastopubli-
co.pdf. Se refiere a: Sergio Aguayo, “El presupuesto federal bajo la lu-
pa. La ‘partida secreta’”, en Reforma, México, 18 de agosto de 1997.

31 Marco Levario Turcot, “La publicidad, razón de Estado”, editorial,
Etcétera, México, octubre de 2005 [en línea]: <http://www.etcetera.
com.mx/pag03ane60.asp> [consultado el 9 de julio de 2007].

32 Javier Darío Restrepo, “Dilemas de la publicidad oficial”, en Etcé-
tera, México, agosto de 2006 [en línea]: http://www.etcetera.com.
mx/pag48-51ane70.asp [consultado el 9 de julio de 2007].

33 Luigi Ferrajoli, Libertad de información y propiedad privada. Una
propuesta no utópica, trad. Pedro Salazar Ugarte [en línea]: http://blog-
jesussilvaherzogm.typepad.com/el_blog_de_jess_silva_her/files/ferra-
joli_libertad_informacin.doc [consultado el 23 de julio de 2007].

34 David Genaro Góngora Pimentel, “9. Constitucionalidad de las con-
diciones y términos para la obtención del refrendo de una concesión en
materia de radiodifusión. (Considerando Décimo, páginas 247 a 263.)
Artículo 16 de la Ley Federal de Radio y Televisión”. Dictamen del
ministro Genaro David Góngora Pimentel, en relación con la Acción
de Inconstitucionalidad 26/2006, promovida por senadores integrantes
de la LIX Legislatura del Congreso de la Unión [en línea]:
http://www.scjn.gob.mx/Ministros/ministroGongoraPimentel/Ley%20
de%20Radio%20y%20Televisi%C3%B3n/Votos%20Particula-
res%20relevantes/Confirmados/9.pdf.

35 Luigi Ferrajoli, Op. Cit.

36 Comisión Interamericana de Derechos Humanos, “Declaración de
Principios sobre Libertad de Expresión” [en línea]: http://www.cidh.
oas.org/Basicos/Basicos13.htm [consultado el 19 de julio de 2007].

México, DF, Palacio Legislativo de San Lázaro, a 31 de marzo de
2016.— Diputadas y diputados: Norma Xochitl Hernández Colín,
Blanca Margarita Cuata Domínguez, Blandina Ramos Ramírez, Delfi-

na Gómez Álvarez, Guadalupe Hernández Correa, Laura Beatriz Es-
quivel Valdés, Modesta Fuentes Alonso (rúbricas).»

El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijalva:
Gracias, diputada Hernández. Túrnese a las Comisio-
nes Unidas de Gobernación y de Transparencia y Anti-
corrupción, para dictamen y a la Comisión de Presu-
puesto y Cuenta Pública, para opinión.

Saludamos la presencia de estudiantes provenientes del es-
tado de Chihuahua de la Facultad de Administración de la
Universidad Autónoma de este estado. Bienvenidas, bien-
venidos, invitados por el diputado César Alejandro Domín-
guez Domínguez.
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